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DERECHO AL AUTOGOBIERNO Y A LA ADMINISTRACIÓN DIRECTA DE LOS RECURSOS DE LAS COMUNIDADES INDÍGENAS

PRESENTACIÓN

La obra Derecho al autogobierno y a la administración directa de 
los recursos de las comunidades indígenas. Experiencias y retos 
forma parte de la colección Testimonios Electorales del 

Instituto Electoral de Michoacán (IEM), cuyo impulso se debe 
al esfuerzo institucional del Comité Editorial y de la Comisión 
Electoral para la Atención a Pueblos Indígenas, con la cual se 
busca escuchar a las voces que han tenido participación en los 
nuevos procesos de consulta previa, libre e informada a las co-
munidades y los pueblos indígenas, a fin de obtener recursos 
económicos y realicen la administración directa de ellos.

En ella resulta primordial hacer referencia a la expedición 
de la Ley Orgánica Municipal del Estado de Michoacán de Ocam-
po, cuya vigencia comenzó con su publicación en el Periódico 
Oficial del Estado el 30 de marzo de 2021, y constituye el pun-
to de partida para recabar todos los testimonios que genero-
samente aportan las autoras y autores, pues precisamente en 
el capítulo XXI de esa norma se establece, en primer término, 
el reconocimiento de la composición pluricultural sustentada 
originalmente en sus pueblos indígenas, pero, además, también 
de manera expresa que para hacer efectivo el derecho del auto-
gobierno solicitarán el ejercicio y la administración directa de 
los recursos presupuestales.

Con relación a esta ley también se aborda la determinación 
del pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación sobre 
dos controversias constitucionales promovidas en contra del 
capítulo XXI de la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Mi-
choacán de Ocampo, por los municipios de Tangamandapio y 
Nahuatzen, en el sentido de declarar una violación directa a los 
artículos 2° constitucional y 6° del Convenio 169 de la Organi-
zación Internacional del Trabajo; en consecuencia, se declaró la 
invalidez del capítulo, cuyos puntos de vista coinciden en que 
esa resolución constituye una afectación a los pueblos indíge-
nas, más que una protección a sus derechos.

También se da cuenta de las comunidades y pueblos indíge-
nas que se acercaron al IEM a presentar sus solicitudes de con-
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sulta y, con ello, comenzó una nueva era de participación de los 
pueblos indígenas. En este compilado de testimonios se cuenta 
con una riqueza de opiniones, experiencias, ideas, utopías que 
sin duda darán forma y fortalecerán los derechos de los pueblos 
indígenas.

Los testimonios que ofrecen integrantes de concejos relatan 
el arduo trabajo que implica conformar un gobierno surgido de 
las costumbres y su adaptación a los demás órganos de gobier-
no, con quienes resulta indispensable hacer la gestión y la co-
municación que permita a su comunidad acudir a los órganos 
de gobierno y consolidar el ejercicio directo de sus recursos, en 
busca de una nueva justicia, participación y desarrollo demo-
crático de los pueblos indígenas de Michoacán y así terminar 
con rezagos ancestrales.

La consulta previa, libre e informada en el contexto actual 
también es abordada en la obra e incluye un recorrido desde el 
ámbito internacional a través del Convenio 169 de la Organiza-
ción Internacional del Trabajo, también desde la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos y además razona sobre 
los pendientes legislativos, como una ley federal que regule la 
consulta previa, libre e informada a las comunidades indígenas, 
un protocolo que tenga reconocimiento oficial, mecanismos de 
consulta, que cuenten con la aprobación de los pueblos origina-
rios y una armonización legislativa que recoja todas las necesi-
dades de los pueblos y comunidades indígenas del país.

En suma, esta obra ofrece en recorrido por diversos espacios 
que se conjugan para llevar a cabo las consultas a aquellas co-
munidades indígenas que se interesan en comenzar con el auto-
gobierno y también da cuenta de las complejidades y retos que 
conllevan ese ejercicio.

Sirvan también estas líneas para dar un agradecimiento a las 
consejeras electorales Carol Berenice Arellano Rangel y Araceli 
Gutiérrez Cortés, integrantes de la Comisión Electoral para la 
Atención a Pueblos Indígenas y al personal de la Coordinación 
de Pueblos Indígenas que, por disposición legal, lleva a cabo a 
la organización de los procesos de consulta, lo que permite acu-
mular todas las experiencias que se viven en ellas.

Mtra. Marlene Arisbe Mendoza Díaz de León
Presidenta de la Comisión Electoral para  

la Atención de Pueblos Indígenas

PRESENTACIÓN
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La comunidad indígena de San Fran-
cisco Pichátaro, perteneciente al 
municipio de Tingambato, Mi-

choacán, México, es la primera comu-
nidad indígena que tiene los derechos 
colectivos a la autodeterminación, au-

Rogelio Anastacio Paulino
Coordinador del Concejo Comunal de 
la comunidad indígena de San Francisco 
Pichátaro, en la tercera administración 
2020-2021

Rogelio Anastacio Paulino

Experiencias y retos
desde la comunidad de 
San Francisco Pichátaro
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tonomía y autogobierno a través de una 
vía judicial, dictada en la sentencia SUP-
JDC-1865/2015 emitida por la Sala Supe-
rior del Tribunal del Poder Judicial de la 
Federación el 18 de mayo de 2016 en la 
Ciudad de México. 

San Francisco Pichátaro está confor-
mada por siete barrios, los barrios están 
conformados a su vez por los miembros 
del barrio, quienes cuidan una fracción 
del bosque perteneciente al barrio, la 
fracción del bosque la trabajan en resinar 
los pinos y cuidar su monte, como en la 
comunidad se le conoce. 

Los miembros que conforman un ba-
rrio son las personas con mayor facultad 
para tomar decisiones, acuerdos, traba-
jos, fiestas, faenas, etc. También en los 
barrios se cuenta con voluntarios, quie-
nes apoyan al barrio con esta labor, aun-
que no cuentan con monte. 

Cada uno de los barrios cuenta con el 
encabezado, esta figura tiene un legado an-
cestral, quien es elegido entre los miem-
bros primeramente, o con los voluntarios, 
en una reunión o asamblea barrial, acos-
tumbradas a realizar en un costado de la 
capilla perteneciente al santo patrón de 
cada uno de los barrios. El encabezado de 
barrio es la persona que va a estar al fren-
te del barrio, al cuidado de la capilla, del 
monte, los bienes del barrio, actividades 
que conciernen al barrio y todo lo refe-
rente a la comunidad en general.

El encabezado tiene que asistir a las re-
uniones con los otros encabezados de cada 
uno de los barrios en la casa comunal con 
las autoridades en turno, para ver por las 
necesidades de la comunidad o diferentes 
actividades comunales, teniendo acuer-
dos entre encabezados y autoridades. Los 
encabezados son los responsables de lle-
var la información al barrio, para que los 
miembros del barrio tengan la informa-
ción de las reuniones realizadas en la casa 
comunal; los miembros toman acuerdos 
de barrios que son presentadas por el en-
cabezado en las reuniones de encabezados 

con las otras autoridades. De esta forma 
la comunidad está informada de lo que se 
va presentado en la comunidad en los di-
ferentes quehaceres.

La asamblea general es la máxima au-
toridad. Esta asamblea se realiza en la 
plaza de la comunidad, es convocada por 
los encabezados y las autoridades en tur-

no, para consensar las situaciones que se 
presentan en la comunidad de carácter 
urgente; por ejemplo, que no se llegó a un 
acuerdo de encabezados y autoridades, un 
informe de las autoridades o el cambio de 
alguna autoridad. 

Mi nombre es Rogelio Anastacio Pauli-
no, miembro del barrio de San Miguel, de 
la comunidad indígena de San Francisco 
Pichátaro. Fui propuesto para contralor 
del Concejo Comunal en la tercera admi-
nistración 2020-2021. En el barrio hubo 
tres candidatos, de los cuales fui el gana-
dor por mayoría de votos de los miem-
bros y voluntarios del barrio San Miguel. 

La asamblea general convocada para 
el informe final del Concejo Comunal y 
el cambio de autoridades fue convocada 
para el domingo 17 de mayo de 2020 en la 
plaza de la comunidad. El informe de ac-

La asamblea 
general es 
la máxima 
autoridad, se 
realiza en la 
plaza de la 
comunidad, es 
convocada por 
los encabezados 
y las 
autoridades en 
turno
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tividades y gastos de la segunda adminis-
tración del Concejo Comunal se desarro-
lló los días 17 y 18 de mayo por las tardes, 
continuando el día 18 por la noche para 
realizar el cambio del Concejo Comunal. 

En la asamblea general cada uno de los 
barrios presentó a sus candidatos a con-
cejeros en las diferentes áreas y comple-
mento del Concejo como trabajadores en 

jo Comunal, a quien la asamblea general 
–la máxima autoridad– no aceptó, pidien-
do al barrio de San Miguel presentar otro 
candidato, pero en la asamblea se empezó 
a escuchar el nombre a gritos de Rogelio, 
pidiendo la asamblea poner como coordi-
nador del Concejo Comunal al C. Rogelio 
Anastacio Paulino. 

La asamblea como máxima autoridad 
dio el visto bueno a los nuevos concejeros 
en la tercera administración, quedando 
de la siguiente forma: coordinador del 
Concejo Comunal: Rogelio Anastacio Pau-
lino del barrio de San Miguel; concejero 
de Asuntos Comunales: Delfino Morales 
Alvarado del barrio de Los Santos Reyes; 
concejero de Educación y Cultura: Elías 
Alejandre Garibay del barrio de San Fran-
cisco; concejera de Obras: Claudia Con-
treras Flores del barrio de San Bartolo I; 
concejera de Mantenimiento y Servicios: 
María Guadalupe Corona Martínez del ba-
rrio de San Bartolo II; concejero del Me-
dio Ambiente: Jesús Bautista Bautista del 
barrio de Santo Tomas I; concejero de Sa-
lud y Deportes: Leovigildo Felipe Nicolás.

De esta forma quedo conformado el 
Concejo Comunal en la tercera adminis-
tración, complementados por la encarga-
da del DIF comunal Irene Almontes Tadeo 
del barrio de San Bartolo I; el tesorero co-
munal José Orlando Alvares Espíritu del 
barrio de San Bartolo I y la contralora co-
munal Janet Valdez Villada del barrio de 
San Bartolo II. 

Estando completa la estructura de go-
bierno comunal, nombrada por el presi-
dente del Comisariado de Bienes Comu-
nales de la comunidad indígena de San 
Francisco Pichátaro, profesor Rodolfo 
Miranda Alvelo, fue levantada el acta de 
asamblea el 19 de mayo de 2020, por la 
madrugada, firmada por los asistentes en 
la asamblea. 

Nombrado como coordinador del Con-
cejo Comunal de la comunidad indígena 
de San Francisco Pichátaro, en la asam-
blea y ratificada en la misma, extendien-

diferentes áreas. En la asamblea se tiene 
que ratificar a los concejeros, para que la 
comunidad los conozca. El Concejo está 
conformado por siete concejeros, uno 
de cada barrio y tres trabajadores más: 
tesorero, contralor y encargada del DIF 
comunal.

En la asamblea se llevaría a votación 
los cargos de contralor y tesorero, con 
candidatos de los barrios que tenían pro-
puestas. En la votación me ganó por votos 
la C. Janet Valdez Villada, del barrio de 
San Bartolo II, como contralora comunal. 
Como tesorero comunal ganó la votación 
el C. José Orlando Alvares Espíritu del Ba-
rrio de San Bartolo I. Al momento de pre-
sentar a los candidatos de los diferentes 
barrios, a nuestro barrio tocó presentar a 
una mujer como coordinadora del Conce-

En la 
comunidad 
existen muchos 
retos algunos 
internos y otros 
externos, como 
todo gobierno 
nuevo
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do el acta de asamblea a la 1:23 horas del 
día 19 de mayo de 2020 y dando la toma 
de protesta el C. profesor Rodolfo Miran-
da Alvelo. 

El coordinador del Concejo Comunal 
de la comunidad indígena de San Fran-
cisco Pichátaro es el representante legal 
y administrador único, con facultades 
y obligaciones legales y de carácter co-
munal, uno de los cargos comunales más 
importante en la gobernanza comunal. 
El día martes 19 de mayo de 2020, a la 
edad de 33 años, tenía una de las res-
ponsabilidades para el progreso de la co-
munidad. En la conformación había dos 
concejeros que habían tenido el cargo de 
jefes de tenencia: una profesora y un ex 
empleado del IMPI, gente de mucha ex-
periencia. Se acordó comenzar a trabajar 
ese mismo día.

El Concejo Comunal de la comunidad 
indígena de San Francisco Pichátaro hace 
regencia a la toma de decisiones, cole-
giadas, conciliadas, consensadas en con-
junto, por los concejeros. Cada uno de 
los concejeros tiene su área específica de 
trabajos y tomadas en acuerdos de asam-
bleas.

Tener el cargo de coordinador del 
Concejo Comunal implica una enorme 
responsabilidad para el bien de la comu-
nidad, ya que es un trabajo de veinticua-
tro horas al día los siete días de la sema-
na, percibiendo un pago bajo. También es 
parte del ser comunero el dar un servicio 
a la comunidad para generar un ahorro 
económico para realizar más trabajos en 
bien de la comunidad.

El coordinador tiene que trabajar con 
cada una de las diferentes áreas que con-
forman el Concejo Comunal en proyectos, 
trabajos comunales, gestiones, etc. Le co-
rresponde presidir las reuniones internas 
de Concejo, con encabezados y asamblea 
general. Como representante legal le toca 
hacer las gestiones, pleitos y cobranzas, 
actos de administración y actos de domi-
nio y todo tipo de juicios.

El autogobierno en la comunidad in-
dígena de San Francisco Pichátaro ha ge-
nerado mucho progreso en la comunidad, 
generando empleo, obras, servicios para 
el bien de la comunidad. Internamente 
hay progreso para cada uno de los barrios 
y bien común, teniendo más calles pavi-
mentadas, escuelas que no entran en pro-
gramas gubernamentales, espacios para 
el deporte, drenajes, agua potable, etc. 

El autogobierno de San Francisco Pi-
chátaro ha sido pionero en la confor-
mación de nuevos 
Concejos Comuna-
les. El 13 de abril 
de 2019 en la sala 
de juntas de barrio 
de San Bartolo I se 
conformó el Fren-
te por la Autono-
mía de Concejos y 
Comunidades In-
dígenas que en la 
actualidad lo con-
forman más de tre-
ce comunidades, 
y que en conjunto 
con el Colectivo 
Emancipaciones 
luchó para la re-
forma de la Ley Or-
gánica Municipal 
del estado de Mi-
choacán, que re-
conoce el autogo-
bierno.

En la comunidad existen muchos retos 
algunos internos y otros externos, como 
todo gobierno nuevo, desde la organiza-
ción, el tener el gobierno en manos de 
comuneros que ponen todo su esfuerzo 
para el bien común. Pero en conjunto con 
las comunidades que conforman el Fren-
te por la Autonomía de Concejos y Comu-
nidades Indígenas y el Colectivo Eman-
cipaciones se ha trabajado arduamente 
para que se siga legislando en bien de las 
comunidades indígenas. 
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Introducción

La razón legal que hace más de diez 
años (en agosto de 2011) brindó el 
Instituto Electoral de Michoacán 

(IEM) a la comunidad purépecha de Che-

Orlando Aragón Andrade
Colectivo Emancipaciones 
orlando_aragon@enesmorelia.unam.mx

Orlando Aragón Andrade

El surgimiento del Frente  
por la Autonomía de Concejos  
y Comunidades Indígenas
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rán k’eri para negar su solicitud de elegir 
autoridades municipales conforme a sus 
“usos y costumbres”, y fuera del sistema 
de partidos políticos, fue que aunque este 
derecho podría derivarse de lo dispuesto 
por la Constitución y los tratados interna-
cionales, el IEM era un órgano de “legali-
dad”, por lo que estaba obligado a apli-
car únicamente su normativa inmediata, 
que era el Código Electoral del Estado de 
Michoacán. De tal manera que, aunque 
los principios constitucionales estable-
cidos en el artículo 1° de la carta magna 
dijeran otra cosa, el IEM se escudó en el 
argumento de que no podía pasar sobre 
“su ley” o aplicar cosas que no estuvieran 
contenidas de manera explícita en ella.

La recurrencia de esta situación en 
los últimos diez años, en diferentes es-
cenarios político-jurídicos del Estado 
mexicano, explica por qué ha resultado 
tan importante para la lucha por el au-
togobierno indígena en Michoacán su 
reflexión y estudio. En otro trabajo (Ara-
gón, 2021a) he denominado a este fenó-
meno socio-jurídico como “esquizofrenia 
legal” y su estudio ha significado, antes 
que nada, una praxis, cuyo propósito ha 
consistido en contrarrestar sus efectos 
perniciosos para los procesos de lucha 
autonómica que hemos acompañado le-
gal y políticamente desde el Colectivo 
Emancipaciones a partir de la lucha de 
Cherán K’eri en 2011 y hasta la actualidad 
(agosto de 2022). 

Debido a que en los últimos años las 
comunidades han logrado avanzar en sus 
demandas mediante la judicialización y las 
resoluciones de los tribunales, la estrategia 
que hemos privilegiado en esta praxis ha 
sido la de “armonizar” a lo dispuesto por 
estas sentencias las leyes que dan opera-
tividad práctica a instituciones y aparatos 
estatales que consideramos claves para el 
ejercicio del derecho al autogobierno. 

En esta contribución prosigo la re-
flexión iniciada con la experiencia de 
Cherán sobre la colaboración con comu-

nidades indígenas autónomas en la pro-
ducción y armonización de textos legisla-
tivos, pero ahora desde la conformación y 
protagonismo de un nuevo actor autonó-
mico, bajo el contexto de la lucha por el 
autogobierno indígena en una escala sub-
municipal (es decir, a nivel de tenencias y 
encargaturas del orden), y con motivo de 
la demanda por la administración directa 
del presupuesto. En las siguientes líneas 
se estudia la conformación del Frente por 
la Autonomía de Concejos y Comunida-
des Indígenas (FACCI) y su incidencia en 
el cambio legal del principal referente 
jurídico para acceder al ejercicio del au-
togobierno indígena y la administración 
directa del presupuesto en la actualidad: 
la nueva Ley Orgánica Municipal de Mi-
choacán (LOMM), aprobada en los prime-
ros meses de 2021. 

La conformación de un nuevo actor 
autonómico en Michoacán: el Frente 
por la Autonomía de Concejos y 
Comunidades Indígenas

El FACCI es resultado de un proceso de ar-
ticulación que tuvo su origen entre 2015 
y 2018 en la comunidad de Cherán K’eri. 
Desde los primeros años del movimiento, 
la comunidad de Cherán se convirtió en un 
lugar de convergencia de muchas otras co-
munidades indígenas, colectivos, sindica-
tos y organizaciones sociales que estaban 
interesadas en conocer su experiencia de 
resistencia, su organización comunitaria y 
las estrategias políticas y legales que ha-
bía empleado para conseguir el reconoci-
miento de su derecho al autogobierno. 

Motivadas por el contexto, algunas co-
munidades purépechas cercanas, como 
Santa Clara del Cobre, San Francisco Pichá-
taro, San Felipe de los Herreros y Arante-
pacua, acudieron a Cherán en busca de la 
asesoría jurídica del Colectivo Emancipa-
ciones para potenciar las luchas que venían 
librando; bien contra el clero que desarti-
culaba la estructura de sus barrios (Pure-

El FACCI es 
resultado de 
un proceso de 
articulación que 
tuvo su origen 
entre 2015 
y 2018 en la 
comunidad de 
Cherán K’eri
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co Sánchez, 2020), o bien, por la demanda 
del presupuesto directo a sus ayuntamien-
tos (Zertuche, 2018; Aragón, 2019, 2020b 
y 2021c; Bárcena, 2021; Cervera, 2021). A 
partir de entonces, los concejos comuna-
les de Pichátaro, San Felipe y Arantepacua 
comenzaron un intercambio de experien-
cias y apoyo mutuo, así como una alianza 
no formal, sino más bien orgánica, con el 
Concejo Mayor de Cherán K’eri. 

Los principales objetivos de esta arti-
culación entre comunidades autónomas 
fueron, entre otros, promover el cambio 
hacia la autonomía y el autogobierno in-
dígena en otras comunidades hermanas; 
difundir la vía judicial que se había con-
seguido abrir para que las comunidades 
optaran por el presupuesto directo; con-
solidar los derechos que habían obtenido 
en los tribunales mediante la armoniza-
ción estratégica de las leyes, y cuidar los 
procesos de autonomía comunitaria de 
ciertos actores que comenzaban a tener 
presencia política y a quienes se consi-
deraba cercanos al gobierno o a los par-
tidos políticos, tales como los líderes del 
Consejo Supremo Indígena de Michoacán 
(CSIM), Eliazar Aparicio Tercero y Pavel 
Ulianov Guzmán.1

1 Vale la pena recalcar que, aunque el CSIM en 
la actualidad se presenta como independiente y 
apartidista, para el momento en que coincidimos 
por primera vez con sus líderes, ambos actores 
estaban ligados al partido en el gobierno del esta-
do de Michoacán; Eliazar Aparicio como diputado 
local por el Partido de la Revolución Democrática 
(prd) y Pavel Ulianov como su asesor legislativo. 
El primer encuentro que sostuvimos con ellos se 
produjo en julio de 2015, en el marco de una re-
unión urgente que las autoridades de Cherán ha-
bían solicitado al entonces diputado local del prd 
y presidente de la Comisión de Asuntos Indígenas. 
Para ese momento, se había hecho del conocimien-
to público (dado que el propio diputado había es-
tado organizando y promoviendo foros en comu-
nidades que a la postre se sumaron al csim como 
Urapicho, Uricho, Naranja, Zopoco y Pichátaro) 
que la Comisión pretendía presentar y discutir en 
el Congreso del Estado una iniciativa de ley indí-
gena que no había sido consultada previamente 
con Cherán. El encuentro había sido pactado para 

Los medios que se utilizaron para al-
canzar estos objetivos fueron la organiza-
ción de varios encuentros y diálogos con 
comunidades indígenas, principalmente 
de Michoacán, aunque también de otras 
partes del país, en la Casa Comunal de 
Cherán K’eri; así como la realización de 
varias acciones legales y políticas, entre 
las que destaca la formulación de una ini-
ciativa de reforma al artículo 115 consti-
tucional que se presentó ante el Senado 
de la República en 2016.2 A pesar de que 
este esfuerzo finalmente no prosperó, 
constituye el primer antecedente inme-
diato que puso en la mesa la necesidad de 
reformar un artículo constitucional, más 
allá del artículo 2°, para garantizar los 
derechos de autonomía y autogobierno 
de los pueblos y comunidades indígenas.

En 2018 se realizó la renovación del 

tener una reunión de trabajo exclusivamente con 
el diputado y la Comisión para expresarles la pre-
ocupación de Cherán por el contenido de la inicia-
tiva y para solicitarles que, antes de ser sometida 
a consideración del resto de los diputados, fuera 
debidamente consultada en la comunidad. A pesar 
de haber convenido en esos términos la reunión, 
una vez iniciada arribó el entonces asesor del di-
putado, hoy vocero del csim, con autoridades y re-
presentantes de varias comunidades purépechas, 
quienes comenzaron a acusar a las autoridades de 
Cherán de egoístas y a exigir que se pasara ya a 
discusión la ley, puesto que los tiempos legislati-
vos ya no permitían la consulta que estaban solici-
tando. Esta situación generó mucha molestia entre 
las autoridades y representantes de Cherán, quie-
nes oportunamente rebatieron las acusaciones y 
abandonaron la reunión, advirtiendo a Aparicio 
Tercero que si se presentaba la iniciativa acudirían 
nuevamente a la scjn para invalidarla, como había 
ocurrido apenas un año atrás. Finalmente, el tiem-
po no le alcanzó al diputado para que su iniciativa 
prosperara; pero, desde ese momento, y dada la 
cercanía con la que se anunció el surgimiento del 
csim (agosto de 2015), la desconfianza hacia esta 
organización se ha mantenido de parte del facci.

2 Disponible en: http://comunicacion.senado.
gob.mx/index.php/informacion/grupos-parla-
mentarios/versiones-2/27892-dar-marco-legal-
y-constitucional-a-municipios-bajo-el-regimen-
de-usos-y-costumbres-propone-raul-moron.html 
(fecha de consulta: 06/03/22) y https://www.
senado.gob.mx/64/gaceta_del_senado/documen-
to/62170 (fecha de consulta: 06/03/22).
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Concejo Mayor de Cherán y con él se pro-
dujo un giro en la política de articulación 
que hasta ese momento había mantenido 
con las otras comunidades purépechas 
que ejercían el derecho al autogobierno. 
La tercera integración del Concejo aban-
donó prácticamente la política de lucha 
por los derechos y la relación con otras 
comunidades, para ocuparse de asun-
tos internos de la comunidad. A pesar 
del repliegue de Cherán, la articulación, 
diálogo y continuidad de la lucha por los 
derechos de las otras comunidades conti-
nuó e incluso se fortaleció entre ellas y el 
Colectivo Emancipaciones.

Para septiembre de 2018 se realizó la 
primera intervención político-jurídica de 
los concejos comunales de Pichátaro, San 
Felipe y Arantepacua, ya sin el liderazgo 
de Cherán, quienes presentaron ante la 
Sala Superior del Tribunal Electoral del 
Poder Judicial de la Federación (TEPJF) un 
juicio en contra del Congreso del Estado 
de Michoacán por omisión legislativa y 
por negarse a armonizar la legislación lo-
cal a lo dispuesto por las resoluciones del 
tribunal electoral en lo relativo a los dere-
chos de autonomía y autogobierno indíge-
na. Este juicio tampoco prosperó; sin em-
bargo, la acción fue de suma importancia 
para la articulación y trabajo conjunto de 
estas comunidades; así como para trazar 
una nueva ruta de lucha por los derechos 
más apegada a la escala submunicipal.

El contexto en que se impulsaron tan-
to la iniciativa de reforma al artículo 115 
constitucional como el juicio promovido 
por los concejos de Pichátaro, San Felipe 
y Arantepacua estuvo constituido por una 
serie de reveses judiciales en el TEPJF y en 
la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
(SCJN) respecto a los derechos de autono-
mía y autogobierno que las comunidades 
purépechas habían logrado conseguir 
hasta 2017, al igual que por el surgimien-
to de nuevos procesos de lucha por el au-
togobierno enmarcados en la violencia y 
conflictividad intracomunitaria (como en 

los casos de Nahuatzen, Sevina y Coma-
chuén), y por el protagonismo mediático 
que comenzó a ejercer el CSIM ante el re-
pliegue del Concejo Mayor de Cherán.

Todo este escenario jugó a favor de la 
necesidad de fortalecer y formalizar la 
alianza que, de manera orgánica, habían 
mantenido estos concejos comunales. No 
obstante, el elemento que terminó por 
concretar esta idea fue la noticia de que 
en el Congreso de Michoacán se estaba 
discutiendo una reforma al régimen ju-
rídico del gobierno municipal y submu-
nicipal en la LOMM. Se acordó entonces 
que acudiríamos nuevamente con los 
diputados para exigir que armonizaran 
las leyes, especialmente la LOMM, pero 
en esta ocasión se haría bajo una fórmu-
la que diera mayor unidad y fuerza a los 
concejos. 

Fue así que, en una reunión efectuada 
en abril de 2019, en el barrio de San Bar-
tolo I, en la comunidad de Pichátaro, los 
concejos comunales de Pichátaro, San Fe-
lipe, Arantepacua y las autoridades civi-
les de Santa Fe de la Laguna, en compañía 
del Colectivo Emancipaciones, acordaron 
conformar el FACCI.

La fundación del FACCI fue algo relati-
vamente sencillo, ya que sólo se formali-
zaron propósitos y dinámicas de organi-
zación que ya se realizaban desde tiempo 
atrás. El objetivo que se estableció fue la 
preocupación que ya de por sí convoca-
ba a los concejos para reunirse con otras 
autoridades comunales y con el Colecti-
vo Emancipaciones: “Crear un espacio de 
solidaridad, diálogo y aprendizaje entre 
autoridades comunitarias que ayude a 
garantizar el respeto a la autonomía de 
las comunidades, ejercida según sus usos 
y costumbres específicos”.3 

A pesar de la conflictividad intraco-
munitaria, de la crisis del derecho al au-

3 Acta de Constitución del Frente por la Auto-
nomía de Concejos y Comunidades Indígenas. Do-
cumento Interno.
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Municipio y comunidades que ejercen autogobierno  
en Michoacán en las regiones purépechas

Comunidades que ejercen autogobierno en Michoacán  
en la región mazahua-otomí

togobierno indígena en los tribunales y 
de la propia pandemia de la COVID 19, 
la demanda y las experiencias de lucha 
y ejercicio por el autogobierno indígena 
en Michoacán no dejan de crecer. Ahora 
la lucha por este derecho se ha extendi-

do hacia territorios mazahuas en donde 
tomarán su propia forma. Por tal motivo 
considero importante cerrar este apar-
tado con dos mapas que dan cuenta del 
estado actual de la lucha y experiencias 
de autogobierno indígena en Michoacán.
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La “faena jurídica” y el 
reconocimiento del autogobierno 
indígena en la nueva Ley Orgánica 
Municipal de Michoacán 

Como ya se adelantó, en 2019 el Congreso 
de Michoacán comenzó a discutir una re-
forma al régimen de gobierno submunici-
pal en la LOMM. Una de las personas que 
se encontraba impulsando dicha adecua-
ción era Alfredo Ramírez Bedolla (ARB), 
entonces diputado de la bancada de Mo-
rena; no obstante, su planteamiento ini-
cial distaba mucho de lo que el FACCI bus-
caba con la armonización de las leyes. En 
efecto, la propuesta de ARB buscaba re-
formar la LOMM con la finalidad de for-
talecer a las autoridades de las tenencias, 
los jefes de tenencia y los encargados del 
orden, dotándoles de personalidad jurídi-
ca y otras atribuciones, así como introdu-
cir la figura del “presupuesto participati-
vo” como una forma más de participación 
ciudadana de los habitantes de las tenen-
cias y submunicipalidades (indígenas y 
no indígenas) en la definición de las obras 
prioritarias para sus poblaciones. 

Estos planteamientos fueron desarro-
llados en su propuesta de reforma en el 
texto de los artículos del 60 al 65. Sin em-
bargo, en lo referente a la administración 
directa del presupuesto de las comunida-
des indígenas sólo realizaba una escueta 
y desarticulada mención en el texto del 
artículo 60 bis de la LOMM, como pode-
mos observar:

Artículo 60 bis. […] Las comunidades indígenas 
en ejercicio de su derecho a la libre autodeter-
minación podrán organizarse con base a sus 
usos y costumbres, ejercer la aplicación de re-
cursos presupuestales directos, en caso contra-
rio aquellas comunidades que decidan regirse 
al régimen municipal podrán participar en el 
presupuesto participativo en los términos pre-
vistos en la Ley correspondiente […] 4

4 Gaceta Parlamentaria No. 032 Ñ, Morelia, Mi-

Afortunadamente, después de sostener 
una serie de encuentros, primero con 
los integrantes del Colectivo Emancipa-
ciones y después con algunos concejeros 
integrantes del facci, ARB se convenció 
de la importancia de incorporar a su pro-
puesta un desarrollo más amplio y sólido 
en lo relativo al tema del autogobierno 
indígena y la administración directa del 
presupuesto. A partir de ese momento se 
estableció el acuerdo con ARB de que el 
FACCI realizaría una propuesta de refor-
ma a la LOMM en dichos ámbitos y que él 
la impulsaría al interior del Congreso de 
Estado. Este acuerdo derivó en una doble 
ruta de trabajo para el FACCI, una hacia 
afuera y otra hacia dentro. 

Como parte de la ruta hacia afuera, el 
FACCI llevó a cabo una serie de reuniones 
de trabajo con los consejeros del IEM,5 con 
otros diputados de la bancada de Morena6 
y con magistrados del Tribunal Electoral 
del Estado de Michoacán (TEEM)7 con el 
objetivo de generar una opinión públi-
ca más favorable en torno a la necesaria 
armonización de la LOMM. En el trabajo 
interno, el FACCI se enfocó en la tarea de 
formular una propuesta de reforma a la 
LOMM que inició con la realización de un 
diagnóstico colectivo sobre los puntos 
centrales y más urgentes que en la expe-
riencia de los concejos comunales y las 
comunidades del FACCI (para entonces, 
Pichátaro, San Felipe, Arantepacua y San-
ta Fe de la Laguna) eran indispensables 
para acceder y ejercer el derecho al auto-

choacán, 11 abril 2019.
5 Disponible en: https://mimorelia.com/noti-

cias/alfredo-ramirez-va-por-reconocimiento-de-
presupuesto-directo y https://www.atiempo.mx/
politica/plantea-alfredo-ramirez-presupuesto-
directo-a-comunidades-indigenas/ (fecha de con-
sulta: 06/03/22).

6 Disponible en: http://congresomich.gob.mx/
presupuesto-directo-conquista-de-pueblos-indi-
genas-que-la-ley-debe-reconocer-senala-alfredo-
ramirez/?tp=1 (fecha de consulta: 06/03/22).

7 Disponible en: https://revolucion.news/ma-
teria-indigena-diputados-deben-ponerse-legislar-
ya/ (fecha de consulta: 06/03/22).
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gobierno mediante la administración del 
presupuesto directo. 

Cabe señalar que a la par de la reali-
zación de este diagnóstico colectivo se 
decidió en las reuniones del FACCI optar 
por una armonización estratégica; esto 
es, aquella que apuesta por los cambios 
mínimos, pero sustanciales, e introduce 
elementos claves que sirven para apun-
talar otras normatividades existentes o 
emprender nuevos litigios que eventual-
mente pueden llevar a la ampliación de 
los reconocimientos que se habían obte-
nido hasta ese momento. 

El trabajo de diagnóstico y elaboración 
de la propuesta se realizó entre mayo de 
2019 y enero de 2020 y se montó sobre 
la lógica de funcionamiento del FACCI; 
esto es, en reuniones periódicas y rotati-
vas (entre una y dos por mes) realizadas 
generalmente en los fines de semana en 
las comunidades afiliadas. La obligación 
de las comunidades pertenecientes al 
FACCI en esta tarea consistió en organi-
zar las reuniones de trabajo en lugares 
adecuados para compartir experiencias 
y conocimientos, para deliberar y tomar 
decisiones conjuntas, y para compartir 
alimentos al finalizar cada una de las jor-
nadas de trabajo. 

Como lo señalé en otro trabajo (Ara-
gón, 2020a), estas reuniones siguen la 
misma lógica y principios del trabajo co-
munal, que entre los purépechas es cono-
cido como “faena”. Ésta es una actividad 
que se realiza de manera gratuita en fa-
vor del pueblo y es generadora de dere-
chos políticos en la comunidad para las 
personas que en ella participan.8 De tal 
forma que las reuniones de trabajo del 

8 Colaborar en las faenas da el derecho, por 
ejemplo, de hablar y opinar en las asambleas co-
munitarias o, en muchos casos, de poder ocupar 
un cargo de autoridad dentro de la comunidad. Las 
faenas regularmente se realizan para dar mante-
nimiento a los espacios comunes del pueblo, para 
construir obras que potencien su bienestar, para la 
realización de fiestas, etcétera.

FACCI, incluidas las que realizamos para 
formular la propuesta de reforma a la 
lomm, fueron referidas en cierto momen-
to entre algunos concejeros como “faenas 
jurídicas y/o políticas”.

Esta variedad de faenas se desenvuel-
ve bajo la lógica de la asamblea. Su du-
ración varía, pero generalmente se pro-
longan entre tres y cinco horas. En ellas 
todos pueden hablar, participar, cuestio-
nar y proponer por igual; aunque, por su-
puesto, como en otros espacios de deci-
sión comunitarios, la participación de las 
mujeres es desigual en la práctica (Alcá-
zar, 2022). No hay figuras preestablecidas 
de autoridad, más que la que supone ser 
anfitrión y moderador de la mesa; aun-
que esto no significa que la voz de alguna 
persona tenga mayor peso. Es en este la-
boratorio intercultural —donde conver-
gen, discuten y dialogan conocimientos y 
saberes comunales, indígenas, políticos, 
jurídicos, etcétera, de distintas matrices 
culturales— en donde se producen las 
ideas, acciones, nuevos conocimientos 
político-jurídicos y consensos que pos-
teriormente se llevan a la práctica con el 
objetivo de consolidar los procesos de au-
togobierno indígena.

Uno de los desafíos más novedosos 
que se enfrentaron en la construcción de 
la propuesta de reforma a la LOMM, en 
relación con lo que habíamos hecho has-
ta ese momento como Colectivo Eman-
cipaciones con las comunidades con las 
que habíamos colaborado, giró en torno 
al trabajo tan robusto en términos dialó-
gicos e intercomunitarios que supusieron 
todas las acciones legales. Esto significó 
un cambio de escala y densidad en la tra-
ducción intercultural y en la ecología de 
saberes jurídicos (Santos, 2009 y 2019; 
Aragón, 2019 y 2021b). 

Un primer ejercicio de traducción in-
tercultural consistió en conocer y tomar 
acuerdos sobre las distintas maneras en 
que las cuatro comunidades participan-
tes del FACCI habían ajustado (o pensa-
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ban hacerlo, como en el caso de Santa Fe 
de la Laguna) sus respectivas institucio-
nes y autoridades de gobierno indígena al 
régimen del autogobierno, ya que, aun-
que todas las comunidades pertenecían 
al pueblo purépecha, y tres de ellas admi-
nistraban el presupuesto directo, todas 
contaban con una configuración de go-
bierno comunal diferente.9 Una vez reali-
zado este ejercicio, nos concentramos en 
ubicar los puntos en común y las necesi-
dades más urgentes, siempre a partir del 
respeto a las diferencias de estas comuni-
dades en lo relativo al ejercicio y acceso 
del derecho al autogobierno. A partir de 
este diagnóstico, comenzó un segundo 
ejercicio de traducción intercultural en el 
que el Colectivo Emancipaciones generó 
varias propuestas de síntesis bajo la lógi-
ca legal establecida en la LOMM. 

9 Por ejemplo, Pichátaro y Arantepacua habían 
desaparecido la figura de jefe de tenencia desde el 
comienzo de su ejercicio de autogobierno indíge-
na; mientras que San Felipe y Santa Fe la conserva-
ban y la habían articulado a la nueva instituciona-
lidad autonómica. De la misma manera, la relación 
con las autoridades agrarias era diferente entre las 
comunidades. Mientras que Pichátaro y San Felipe 
habían conservado una clara división entre lo que 
convencionalmente se conoce como autoridades 
civiles y agrarias, en Arantepacua se integró a la 
representación de bienes comunales dentro del 
propio Concejo Comunal.

A lo largo de las diversas reuniones del 
FACCI se discutieron distintas versiones 
del articulado que se presentaría a ARB, 
hasta que por fin se consensó presentar 
una propuesta que condensaba cinco as-
pecto medulares: (i) el reconocimiento 
del derecho de las comunidades indíge-
nas, fueran tenencias o encargaturas del 
orden, al derecho al autogobierno y la ad-
ministración del presupuesto directo; (ii) 
establecer un procedimiento claro que 
permitiera a las comunidades indígenas 
acceder al ejercicio de este derecho sin la 
necesidad de acudir a un juicio; (iii) pre-
cisar el carácter de la transferencia del 
presupuesto público a las comunidades 
indígenas como parte de un derecho que 
conlleva también la transferencia de fun-
ciones de gobierno y obligaciones de las 
que era responsable el ayuntamiento; (iv) 
dotar de personalidad jurídica a los con-
cejos comunales para actuar como otro 
nivel de gobierno del Estado mexicano; y 
(v) ajustar el marco jurídico de la fisca-
lización a las comunidades que adminis-
tran el presupuesto directo y encaminar-
lo hacia una perspectiva intercultural. 

Estos puntos se presentaron finalmen-
te como una propuesta de reforma a seis 
artículos de la LOMM, ubicados en los nu-
merales 60 y en seis extensiones del ar-
tículo 91, que a esa altura se encontraba 
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vigente, dado que para ese momento no 
sabíamos que se pretendía elaborar una 
nueva ley por completo. 

La propuesta del FACCI fue presentada 
oficialmente a los diputados integrantes 
de la Comisión de Asuntos Municipales 
del Congreso del Estado en el último foro 
de consulta que organizó ARB para la dis-
cusión de una nueva LOMM, en febrero 
del 2020.10 El resto de ese año se fue en el 
proceso de análisis y discusión, pero, so-
bre todo, de consenso político-legislativo 
entre los partidos y los diputados. La ini-

10 Disponible en: http://congresomich.gob.
mx/presenta-alfredo-ramirez-foro-para-la-actua-
lizacion-de-la-ley-organica-municipal/ fecha de 
consulta: 06/03/22).

ciativa fue finalmente aprobada en el ple-
no del Congreso del Estado en febrero de 
2021 y publicada en el Periódico Oficial de 
Estado el 30 de marzo de 2021.

Lamentablemente la propuesta fue 
recortada significativamente, y del texto 
que originalmente propusimos apenas 
quedaron dos artículos y medio, que, sin 
embargo, han sido suficientes para dar 
nueva vida al derecho de autogobierno 
entre las comunidades indígenas de Mi-
choacán. Los artículos que sobrevivieron 
al cabildeo y a los acuerdos partidarios 
al interior del Congreso de Michoacán 
quedaron plasmados en los artículos 
116, 117 y 118 de la nueva LOMM como 
se puede verificar en el siguiente cuadro 
comparativo.

Cuadro I. Comparativa entre la propuesta del FACCI  
y el texto aprobado en la nueva LOMM

Capítulo VII
De los Auxiliares de la Administración Pública Muni-

cipal
…
Artículo 60 Bis. En ejercicio de su libre determinación, 
las comunidades indígenas del Estado de Michoacán 
podrán elegir a sus autoridades o representantes con-
forme a sus usos y costumbres. Dichas autoridades se 
sujetarán al régimen de auxiliares de la administración 
pública municipal, salvo que decidan ejercer la aplica-
ción de recursos presupuestales directos en términos de 
lo dispuesto por esta ley.
...

Capítulo X
De los Pueblos Indígenas y sus Autoridades Comu-

nales

Artículo 90. ...

Artículo 91. …

Artículo 91Bis. En ejercicio de su derecho a libre de-
terminación, las comunidades indígenas del Estado de 
Michoacán tienen derecho a la autonomía y al autogo-
bierno. En función de este derecho, las comunidades in-
dígenas podrán elegir a sus autoridades o representan-
tes conforme a sus normas, procedimientos y prácticas 
tradicionales. Además, las comunidades indígenas que 
tengan el carácter de tenencia o encargatura del orden, 

Artículo 116. En las comunidades indígenas se podrán 
elegir a sus autoridades o representantes para el ejerci-
cio de sus formas propias de gobierno interno, siguien-
do para ello sus normas, procedimientos y prácticas tra-
dicionales con el propósito de fortalecer su participación 
y representación política. Consecuentemente, podrán 
ser reconocidas las autoridades indígenas, de aquellas 
comunidades previstas en el catálogo de pueblos y co-
munidades indígenas del Instituto Nacional de Pueblos 
Indígenas. Las comunidades indígenas en ejercicio de su 
derecho a la libre autodeterminación podrán organizar-
se con base a sus usos y costumbres, podrán participar 
en el presupuesto participativo en los términos previstos 
en la reglamentación correspondiente; en caso contrario 
aquellas comunidades que decidan regirse de acuerdo 
al régimen municipal seguirán los procedimientos ordi-
narios señalados por el Ayuntamiento respectivo.

Para la ejecución del presupuesto, las comunidades 
podrán participar en la determinación del tipo de obras 
que habrán de realizarse en las comunidades mediante 
consultas públicas. En el caso de ejercer recursos pre-
supuestales en forma directa, las autoridades de las 
comunidades indígenas observarán el marco regulato-
rio en materia de transparencia, fiscalización y respon-
sabilidades administrativas. Las comunidades indígenas 
que tengan el carácter de Tenencia, tendrán el derecho 
a ejercer directamente los recursos presupuestales que 
les sean asignados por el municipio que deberá incluir 
la totalidad del impuesto predial recaudado en la res-
pectiva comunidad; siempre con previa consulta libre, 

Propuesta de reforma realizada por el FACCI Nueva Ley Orgánica Municipal de Michoacán
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tendrán el derecho a ejercer directamente los recursos 
presupuestales que proporcionalmente le corresponden 
atiendo al porcentaje de población municipal que las 
integra.

Artículo 91Ter. Para hacer efectivo su derecho al auto-
gobierno, las comunidades indígenas solicitarán el ejer-
cicio y administración directa de los recursos presupues-
tales, de la siguiente forma:

I. Las comunidades indígenas, vía sus representantes 
autorizados por las respectivas asambleas, deberán 
presentar una solicitud ante el Instituto Electoral de 
Michoacán, en la que se especifique que por man-
dato de la comunidad y en ejercicio de sus dere-
chos de autonomía y autogobierno, desean elegir, 
gobernarse y administrarse mediante autoridades 
tradicionales.
II. La solicitud deberá ser acompañada por el acta 
de asamblea y firmada por todas las autoridades co-
munales.
III. Una vez presentada la solicitud, el Instituto Elec-
toral de Michoacán realizará, en un plazo de quince 
días hábiles, una consulta a la comunidad en la que 
se especifique si es deseo de la comunidad el elegir, 
gobernarse y administrarse de forma autónoma. 

En la consulta, se deberán observar los principios y 
requisitos establecidos en la Ley de Mecanismos de 
Participación Ciudadana del Estado de Michoacán, 
con la finalidad de cumplir con los parámetros inter-
nacionales de derechos humanos de los pueblos y 
comunidades indígenas.

Artículo 91 Quáter. Las comunidades indígenas que 
decidan ejercer su derecho al autogobierno, a través 
de sus autoridades o representantes, de conformidad 
al procedimiento de consulta que haya dado lugar al 
ejercicio del presupuesto directo, podrán asumir las si-
guientes funciones:

I. Administrar libre y responsablemente los recursos 
presupuestales mediante aplicación directa, de con-
formidad con las disposiciones aplicables, así como 
sus usos y costumbres.
II. Prestar los servicios públicos de agua potable, 
drenaje, alcantarillado, tratamiento y disposición de 
aguas residuales; alumbrado público; limpia, reco-
lección, traslado, tratamiento y disposición final de 
residuos; mercados y centrales de abastos; panteo-
nes; rastro; calles, parques y jardines y su equipa-
miento; seguridad pública en los términos del ar-
tículo 21 de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos; policía preventiva de tránsito, 
así como los demás que se determinen conforme a 
los mecanismos de consulta que hayan dado lugar 
al ejercicio directo del presupuesto por parte de las 
autoridades indígenas.
III. Formular, aprobar y aplicar los planes de desa-
rrollo comunal, de conformidad con sus mecanismos 
de gobierno interno, sus usos y costumbres.

informada y de buena fe. Las autoridades comunales in-
dígenas que asuman las atribuciones aquí mencionadas, 
tendrán la personalidad jurídica y atribuciones que el 
reglamento municipal respectivo les otorgue.

Artículo 117. Para hacer efectivo su derecho al autogo-
bierno, en el caso de las comunidades que así lo deseen y 
cumplan con todos los requisitos que señale la reglamen-
tación municipal y estatal respectiva; las comunidades in-
dígenas solicitarán el ejercicio y administración directa de 
los recursos presupuestales, de la siguiente forma: 

I. Las comunidades indígenas, vía sus representantes 
autorizados por las respectivas asambleas, deberán 
presentar una solicitud ante el Instituto Electoral de 
Michoacán y el Ayuntamiento respectivo, en la que 
se especifique que por mandato de la comunidad y 
en ejercicio de sus derechos de autonomía y auto-
gobierno, desean elegir, gobernarse y administrarse 
mediante autoridades tradicionales;
II. La solicitud deberá ser acompañada por el acta 
de asamblea y firmada por todas las autoridades co-
munales; y, 
III. Una vez presentada la solicitud, el Instituto Electo-
ral de Michoacán realizará en conjunto con el Ayun-
tamiento, en un plazo de quince días hábiles, una 
consulta a la comunidad en la que se especifique si 
es deseo de la comunidad el elegir, gobernarse y 
administrarse de forma autónoma. 

En la consulta, se deberán observar los principios y 
requisitos establecidos en la Ley de Mecanismos de Par-
ticipación Ciudadana del Estado de Michoacán, con la 
finalidad de cumplir con los parámetros internacionales 
de derechos humanos de los pueblos y comunidades 
indígenas. 

Artículo 118. Las comunidades indígenas que decidan 
ejercer su derecho al autogobierno, a través de sus au-
toridades o representantes, de conformidad al proce-
dimiento de consulta que haya dado lugar al ejercicio 
del presupuesto directo, podrán asumir las siguientes 
funciones: 

I. Administrar libre y responsablemente los recursos 
presupuestales mediante aplicación directa, de con-
formidad con las disposiciones aplicables; 
II. Prestar los servicios públicos catalogados como 
municipales dentro de esta misma ley, pudiendo 
celebrar convenio de prestación de dichos servicios 
con el Ayuntamiento respectivo; 
III. Formular, aprobar y aplicar los planes de desa-
rrollo comunal, de conformidad con sus mecanismos 
de gobierno interno, sus usos y costumbres, comu-
nicando dicho plan de desarrollo al Ayuntamiento; y, 
IV. Organizar, estructurar y determinar las funciones 
de su administración comunal conforme a sus pro-
pias formas de gobierno, normas, usos y costumbres. 

En la misma medida en que las autoridades comu-
nales.
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IV. Expedir y reformar en su caso, los estatutos del 
gobierno comunal y los reglamentos comunales ne-
cesarios para el mejor funcionamiento de su auto-
gobierno.
V. Organizar, estructurar y determinar las funciones 
de su administración comunal conforme a sus pro-
pias formas de gobierno, normas, usos y costum-
bres;
VI. Adquirir bienes para el cumplimiento de sus atri-
buciones con sujeción a las disposiciones aplicables;
VII. Presentar iniciativas de leyes y/o decretos al 
Congreso del Estado para su aprobación en su caso, 
preferentemente aquéllas que tiendan a fortalecer 
la autoridad y la capacidad de gestión de las auto-
ridades indígenas para atender los requerimientos 
comunitarios;
VIII. Las demás que se deriven del derecho a la libre 
determinación de pueblos indígenas que establece 
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexi-
canos, la Constitución Política del Estado, y los Tra-
tados Internacionales.

Artículo 91 Quintis. Las autoridades comunales indí-
genas que asuman las atribuciones mencionadas en el 
artículo anterior, tendrán personalidad jurídica propia y 
el carácter de autoridad pública para todos los efectos 
legales relacionados al ejercicio del autogobierno.

En la misma medida en que las autoridades comuna-
les asuman dichas atribuciones, se transferirán también 
las obligaciones correlativas que estuvieran a cargo de 
los Ayuntamientos. Dicha transferencia incluirá única-
mente las obligaciones generales previstas por esta ley, 
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos, la Constitución Política del Estado y demás ordena-
mientos jurídicos que rijan a la administración municipal, 
siempre y cuando estén directamente relacionadas al 
ejercicio de las atribuciones asumidas por las autorida-
des comunales, y hayan surgido a partir del momento 
en que surta efecto la transferencia de los recursos pre-
supuestales para el ejercicio directo de la comunidad.

Los términos en que las autoridades comunales in-
dígenas asuman obligaciones municipales, deberán ser 
informados a la comunidad durante el proceso de con-
sulta que dé lugar al ejercicio del presupuesto directo.

Artículo 91 Sixtis. Las autoridades comunales indígenas 
observarán el marco regulatorio en materia de transpa-
rencia, fiscalización y responsabilidades administrativas 
de forma que sea compatible a sus usos y costumbres. 
Dichas comunidades rendirán cuentas directamente 
ante la Auditoría Superior del Estado, quien deberá to-
mar en consideración los mecanismos de fiscalización 
internos de las comunidades indígenas.

La Auditoría Superior del Estado y demás entes fisca-
lizadores del Estado, ofrecerán asesoría y apoyo técnico 
a las autoridades comunales, pudiendo además celebrar 
convenios que establezcan formas culturalmente ade-
cuadas para el cumplimiento de dichas obligaciones.
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Como se puede advertir rápidamente, los 
textos de los artículos 117 y 118 son prác-
ticamente una calca de los numerales 91 
tercis y 91 quater de la propuesta de re-
forma a la LOMM que construyó el FACCI. 
Fue de esta manera que se completó otro 
ciclo de ecología de saberes jurídicos que 
derivó en la inclusión del derecho al au-
togobierno indígena y de la administra-
ción directa del presupuesto público en la 
LOMM, y si bien su publicación no supuso 
la superación de la relación esquizofréni-
ca en torno a la regulación del autogobier-
no indígena en el derecho estatal, sí fue 
suficiente para inaugurar una nueva eta-
pa de experiencias comunales al respecto.

Palabras finales

La aprobación de la nueva LOMM es una 
muestra elocuente de que las comunida-
des purépechas de Michoacán, en este 

caso organizadas en las filas del FACCI, 
han jugado un papel protagónico en el 
avance de sus derechos. Esto nos permite 
cuestionar la afirmación realizada, des-
de el trabajo académico “convencional”, 
de que la LOMM se trata de una iniciati-
va construida e impulsada por un políti-
co que busca engañar a las comunidades 
dándoles “gato por libre” (Ventura, 2021). 
Por el contrario, en el caso de la nueva 
LOMM, podemos concluir que el recono-
cimiento al autogobierno indígena y a la 
administración directa del presupuesto 
es producto de un esfuerzo colaborativo y 
reflexivo que ha implicado el trabajo du-
rante años de diferentes generaciones de 
concejos comunales, hoy agrupados en el 
FACCI, que han incorporado y sofisticado 
dentro de su arsenal de lucha el uso del 
derecho estatal. 

La lucha por el autogobierno median-
te la armonización estratégica de la ley 

El reconoci-
miento al 
autogobierno 
indígena y a la 
administración 
directa del 
presupuesto es 
producto de 
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generaciones 
de concejos 
comunales
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da cuenta de cómo las comunidades y 
los concejos comunales echan mano de 
manera complementaria y no contradic-
toria de las dos estrategias normalmente 
polarizadas por la literatura sobre la au-
tonomía indígena como autonomías de 
facto y de iure, autonomías rebeldes y su-
misas, etcétera; de tal manera que cuan-
do las comunidades consideran que hay 
que movilizarse políticamente se hace y 
cuando hay que utilizar la ley se usa. La 
combinación virtuosa de ambas fuerzas y 
estrategias, y no su supuesta incompati-
bilidad, es lo que explica procesos como 
el aquí descrito.

Este mismo punto debería también 
despejar los temores que algunos actores 

y que superan las dicotomías propias del 
orden imperante; lo hacen también a par-
tir de mecanismos descolonizantes que 
desbordan las prácticas y conocimientos 
jurídicos hegemónicos y crean nuevos sa-
beres jurídicos a partir de traducciones 
interculturales y de ecologías de saberes. 

A pesar del triunfo que representa la 
aprobación de la LOMM para las comu-
nidades indígenas de Michoacán y de los 
nuevos procesos que ha inaugurado en 
el último año, ya se pueden advertir los 
nuevos desafíos y retos que enfrentará la 
lucha por el autogobierno indígena en Mi-
choacán. El más evidente es el de la coopta-
ción gubernamental. Será necesario ver la 
capacidad de adaptación al nuevo contex-

to y escenario de los concejos comuna-
les, y en general de las comunidades que 
lucha y ejercen el autogobierno, frente a 
un gobierno estatal que ha incorporado 
a su política y discurso los derechos a la 
autonomía y al autogobierno indígena, 
situación hasta hace poco inimaginable. 
Los saldos de esta nueva configuración 
política sólo el tiempo los dirá. 
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Introducción

Los pueblos y las comunidades in-
dígenas son herederos de culturas 
únicas y su forma de vida denota 

la identificación con sus usos y costum-
bres, tienen una cosmovisión basada en 
su relación con la tierra y el territorio en 
donde habitan, espacio necesario para su 
supervivencia cultural, física, religiosa y 
espiritual. Han conservado característi-
cas sociales, culturales, económicas y po-
líticas que son distintas a las de las socie-
dades dominantes en las que viven. 

A pesar de sus diferencias culturales, 
los pueblos y comunidades indígenas en 
México comparten problemas comunes, 
relativos a la falta de protección de sus 
derechos, lo cual ha provocado una lucha 
histórica por el respeto y reconocimiento 
de su identidad y cosmovisión.

Tradicionalmente, en el estudio de los 
derechos humanos habían sido el objeto 
de análisis los concernientes a los indivi-
duos, sin embargo, con el desarrollo del 
pluralismo jurídico y el conocimiento 
sobre la diversidad cultural se configuró 
una nueva visión más clara que desvela 
la importancia de la protección de los de-
rechos de naturaleza colectiva, los cuales 
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son la base y sustento de los derechos 
humanos de los pueblos indígenas, toda 
vez que el ejercicio efectivo de ciertos 
derechos individuales está supeditado al 
respeto y garantía de los derechos colec-
tivos.

Los pueblos y las comunidades indí-
genas son titulares de todos los derechos 
humanos y las libertades fundamentales 
contenidas en los diversos tratados inter-
nacionales en su defensa. No deben ser 
discriminados del disfrute de sus dere-
chos por su origen o identidad indígena.1

Algunos de estos derechos son: los de-
rechos culturales y territoriales, derecho 
a la identidad, a la educación, a la salud, y 
al idioma, derecho a no ser discriminado 

1 Asamblea General de las Naciones Unidas, 
Declaración de las Naciones Unidas sobre los Dere-
chos de los Pueblos Indígenas, resolución adoptada 
por la Asamblea General, 2 de octubre de 2007, A/
RES/61/295.

con motivo del origen o identidad indíge-
na, derecho a la libre determinación, a la 
propiedad intelectual, a conservar y re-
forzar sus propias instituciones, derecho 
a la consulta previa, libre e informada, y a 
decidir las prioridades para el desarrollo, 
por mencionar algunos. 

El derecho a la libre determinación re-
viste especial relevancia, porque debido 
a ésta los pueblos y las comunidades in-
dígenas pueden determinar su condición 
política, económica, social y cultural, es 
decir, pueden autodeterminarse y au-
togobernarse en las cuestiones locales e 
internas.2 

En ese sentido, la consulta previa, li-
bre e informada constituye uno de los te-

2 Artículos 3 y 4: Asamblea General de las Na-
ciones Unidas, Declaración de las Naciones Unidas 
sobre los Derechos de los Pueblos Indígenas, reso-
lución adoptada por la Asamblea General, 2 de oc-
tubre de 2007, A/RES/61/295. 
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sus derechos
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mas más importantes, y a la vez más con-
trovertidos, respecto a los derechos de 
los pueblos y las comunidades indígenas. 
Esto es debido a que se conjuntan conflic-
tos jurídicos, políticos, económicos y so-
ciales; además, porque cuando hablamos 
de consulta, generalmente se involucran 
intereses económicos y de supervivencia 
de los pueblos indígenas, por lo tanto, es 
necesario que las instituciones del Estado 
y los individuos estén plenamente infor-
mados y formen parte de la defensa del 
derecho a la consulta previa.

sean susceptibles de afectarles, y que debe 
ser previa, libre, informada, culturalmen-
te adecuada y de buena fe.

Es un método de reconocimiento de 
los pueblos como autónomos y con libre 
determinación para darles la posibilidad 
de definir sus prioridades para desarro-
llarse. Es el derecho de los pueblos indí-
genas de elaborar las normas, buscando 
un acuerdo con ellos en los aspectos que 
los involucren.

La consulta previa, libre, informada, 
de buena fe y culturalmente adecuada es 
un derecho humano colectivo de los in-
dígenas que les ayuda a prevenir el que 
puedan ser vulnerados sus derechos y se 
sustenta en principios internacionales 
como la libre determinación, la igual-
dad, la identidad cultural, el pluralismo, 
el respeto a la tierra, territorio, recursos 
naturales, entre otros.

Sobre este tema, la Sala Superior del 
Tribunal Electoral del Poder Judicial de la 
Federación ha sostenido que “la consulta 
indígena son todos aquellos aspectos que 
puedan tener un impacto directo e indi-
recto en la forma de vida de la comuni-
dad; las cuestiones relativas a la decisión 
de sus necesidades prioritarias, la apli-
cación y destino de los recursos públicos 
que le corresponden a las comunidades 
indígenas, con vistas a su desarrollo in-
tegral, pueden incidir en su vida cultural 
y social”3. 

Por otra parte, la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación considera que todas 
las autoridades en el ámbito de su compe-
tencia tienen la obligación de consultar a 
los pueblos indígenas “antes de adoptar 
cualquier acción o medida susceptible 
de afectar sus derechos e intereses”, te-
niendo en cuenta que este ejercicio debe 
ser previo, culturalmente adecuado, in-
formado, a través de los representantes 
y de buena fe; destacando que “el de-

3 De conformidad con la sentencia del juicio 
ciudadano SUP-JDC-1966/2016.

Derecho a la consulta previa

El derecho a la consulta de los pueblos y 
las comunidades indígenas se encuentra 
establecido en la Constitución Política de 
los Estados Unidos Mexicanos; en el Con-
venio 169 de la Organización Internacio-
nal del Trabajo sobre Pueblos Indígenas y 
Tribales en Países Independientes; en la 
Declaración de las Naciones Unidas sobre 
Derechos de los Pueblos Indígenas; en la 
Declaración Americana sobre Derechos 
de los Pueblos Indígenas, y en otros ins-
trumentos internacionales de la materia. 

Es el derecho fundamental de partici-
pación efectiva de los pueblos y las comu-
nidades indígenas en la toma de decisio-
nes respecto de situaciones que impliquen 
una afectación a ellos y a sus derechos, o 
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ber del Estado a la consulta no depende 
de la demostración de una afectación 
real a sus derechos, sino de la suscepti-
bilidad de que puedan llegar a dañarse, 
pues precisamente uno de los objetos del 
procedimiento es determinar si los in-
tereses de los pueblos indígenas serían 
perjudicados”4.

Son cinco características esenciales 
las que integran el derecho a la consulta 
y que lo hacen reconocible: previa, libre, 
informada, culturalmente adecuada y de 
buena fe.

Previa: implica que la consulta debe 
realizarse antes de implementarse cual-
quier medida legislativa o administrativa 
que afecte o sea susceptible de afectar a 
los pueblos y comunidades indígenas, ga-
rantizando debidamente las exigencias 
cronológicas del proceso;

Libre: esto significa que el proceso de 
consulta debe estar libre de interferen-
cias o presiones y exento de coerción, in-
timidación y manipulación.

Informada: consiste en proveer a las 
comunidades que serán afectadas de in-
formación completa, comprensible, veraz 
y suficiente, que les permita adoptar una 
decisión adecuada a sus necesidades. Se 
debe dar a conocer el objeto de la ley, de-
creto o proyecto a los posibles afectados. 
La información básica deberá contener: 
los objetivos, alcances y responsables de 
la medida y su ejecución; los procedi-
mientos para llevarla a cabo; el tiempo 
de duración; los lugares susceptibles de 
afectar; los impactos ambientales, eco-
nómicos, sociales y culturales, además, la 
información debe ser traducida a las len-
guas indígenas que correspondan;

Culturalmente adecuada: los pro-
cedimientos apropiados para consultar 

4 SCJN. Décima Época. Registro: 2004170. Ins-
tancia: Primera Sala. Tesis Aislada. Fuente: Sema-
nario Judicial de la Federación y su Gaceta. Libro 
XXIII, agosto de 2013. Tomo 1. Materia(s): Consti-
tucional. Tesis: 1a. CCXXXVI/2013 (10a.).

son los que usan los pueblos para debatir 
sus asuntos; en ese sentido la consulta se 
debe realizar a través de los mecanismos 
y procedimientos apropiados a las cul-
turas, lenguas y formas de organización 
de cada pueblo o comunidad indígena. Se 
debe tener en cuenta las peculiaridades 
de los pueblos, sus formas de gobierno, 
usos y costumbres. Así como tener un 
diálogo intercultural con las partes para 
garantizar la plena libertad para decidir a 
través de sus formas propias de gobierno 
e instancias de decisión;

De buena fe: debe haber buena dispo-
sición de las partes, actuar con veracidad 
y honestidad en un diálogo de respeto 
mutuo y confianza recíproca, equitativo, 
imparcial, con igualdad de oportunidades 
de poder influir en la decisión final, y con 
reconocimiento del otro como interlocu-
tor válido, legítimo y en igualdad de con-
diciones. Para que un proceso de consulta 
sea de buena fe, debe evitarse toda clase 
acciones tendentes a intimidar, hostigar, 
amenazar o crear un clima de tensión y 
desintegración social entre los sujetos de 
la consulta.

Son cinco 
características 
esenciales las 
que integran 
el derecho a 
la consulta y 
que lo hacen 
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informada, 
culturalmente 
adecuada 
y de buena fe



30

TESTIMONIOS ELECTORALES: EXPERIENCIAS Y RETOS

La Suprema Corte de Justicia de la Na-
ción ha sostenido que el derecho de los 
pueblos y comunidades indígenas a la 
consulta “constituye una prerrogativa 
necesaria para salvaguardar la libre de-
terminación de los pueblos, así como los 
demás derechos culturales y patrimonia-
les –ancestrales– que la Constitución y los 
tratados internacionales les reconocen.5

La consulta previa en el contexto 
actual

México es parte del Convenio 169 de la 
Organización Internacional del Trabajo, 
de la Declaración de las Naciones Unidas 
sobre los Derechos de los Pueblos Indí-
genas y de la jurisprudencia de la Corte 
Interamericana de Derechos Humanos. Es 
decir, el gobierno mexicano tiene el de-
ber de tomar la consulta previa como un 
derecho de los pueblos indígenas.

En materia de legislación nacional, el 
artículo 2 de la Constitución Política de 
los Estados Unidos Mexicanos reconoce 
a los pueblos indígenas como sujetos de 
derechos colectivos para llevar a cabo su 
libre determinación. En el mismo artículo 
se refiere a la obligación gubernamental 
de “consultar a los pueblos indígenas en 
la elaboración del Plan Nacional de Desa-
rrollo y de los estatales y municipales y, 
en su caso, incorporar las recomendacio-
nes y propuestas que realicen”.

Sin embargo, aún falta mucho por ha-
cer en nuestro país para que realmente se 
respete y proteja el derecho a la consul-
ta previa. Se enlistan algunos motivos a 
continuación:

• No existe aún una ley federal que re-
gule la consulta previa (el proyecto 
de decreto se encuentra actualmen-
te en análisis y votación en el Sena-
do de la República).

5 Suprema Corte de Justicia de la Nación. Am-
paro en revisión 270/2015. Pág. 62, consultable en: 
https://www2.scjn.gob.mx/ConsultaTematica/Pa-
ginasPub/DetallePub.aspx?AsuntoID=177594

• No hay un protocolo reconocido por 
el gobierno para las consultas a pue-
blos indígenas. 

• El artículo 2 de la Constitución Fede-
ral limita la consulta previa exclu-
sivamente en la elaboración de los 
Planes de Desarrollo, pero no con-
sidera a los pueblos indígenas como 
sujetos de derecho público.

• Resulta necesario establecer meca-
nismos de consulta aprobados por 
los pueblos originarios.

• Es imprescindible llevar a cabo una 
armonización legislativa que tome 
en cuenta las necesidades y proble-
máticas reales de los pueblos y co-
munidades indígenas en el país.

Recientemente, el pleno de la Supre-
ma Corte de Justicia de la Nación resol-
vió dos controversias constitucionales6 
promovidas por los municipios de Tanga-
mandapio y Nahuatzen, ambos del estado 
de Michoacán, en contra de diversos ar-
tículos de la Ley Orgánica Municipal del 
Estado de Michoacán, publicada el 30 de 
marzo de 20217.

En sesión de pleno del Alto Tribunal, 
el 18 de agosto de 2022, las y los ministros 
esencialmente señalaron que respecto al 
capítulo denominado “DE LOS PUEBLOS 
INDÍGENAS”, de la citada Ley, a su con-
sideración existió una violación directa 
a los artículos 2° Constitucional y 6 del 
Convenio 169 de la OIT, por lo cual lo pro-
cedente era declarar su invalidez total. 

6 Controversias Constitucionales 56/2021 y 
69/2021, promovidas por los municipios de Tanga-
mandapio y Nahuatzen, del Estado de Michoacán 
de Ocampo, respectivamente, demandando la in-
validez de diversas disposiciones de la Ley Orgáni-
ca Municipal del mencionado Estado, publicada en 
el Periódico Oficial de esa entidad de 30 de marzo 
de 2021, mediante decreto 509.

7 Ley Orgánica Municipal del Estado de Mi-
choacán de Ocampo, publicada en el Periódico 
Oficial del Gobierno del Estado de Michoacán 
de Ocampo, el 30 de marzo de 2021, consultable 
en: https://periodicooficial.michoacan.gob.mx/
download/2021/marzo/30/8a-3921.pdf
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Lo anterior, derivado de que en el pro-
ceso legislativo no se acreditó una consul-
ta indígena de manera previa a la emisión 
de las normas analizadas, si bien el Con-
greso local afirmó haber llevado a cabo 
foros regionales en los que se celebraron 
distintas mesas de trabajo, ese ejercicio 
de parlamento abierto no cumplió con 
los requisitos convencionales y constitu-
cionales que exige la consulta indígena 
porque no delimitó los sujetos a los que 
debía realizarse la consulta; por ejemplo, 
las comunidades indígenas y afromexica-
nas de la entidad federativa, contempla-
das en la propia Constitución local.

El legislativo tampoco convino con las 
comunidades interesadas en un proce-
dimiento culturalmente adecuado para 
realizar la consulta previa; por el contra-
rio, los foros se realizaron con la partici-
pación de múltiples actores e institucio-
nes que no pertenecen a las comunidades 

ni las representan de manera alguna. 
Tampoco les informó de la emisión de las 
normas impugnadas de manera previa, 
precisa y completa, además de que no 
existe evidencia alguna de que su consen-
timiento hubiera sido, efectivamente, re-
cogido por los legisladores.

Así, la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación consideró que la falta de todos los 
elementos precisados es una violación a 
los principios de consulta previa, libre, 
informada, de buena fe y culturalmente 
adecuada, por lo cual resolvió invalidar 
las normas impugnadas, pues no se llevó 
a cabo la consulta indígena.

De todo lo anterior, así como de las 
consultas indígenas que ha realizado el 
Instituto Electoral de Michoacán (IEM) 
con motivo de sentencias judiciales en 
materia electoral, la Ley de Mecanismos 
de Participación Ciudadana del Estado de 
Michoacán, el Código Electoral de Estado 

Cvo Comunidad Municipio Estado procesal

1 San Ángel Zurumucapio Ziracuaretiro Válida

2 La Cantera Tangamandapio Válida

3 Ocumicho Charapan Válida

4 Jarácuaro Erongarícuaro Válida

5 Turícuaro Nahuatzen Válida

6 Angahuan Uruapan Válida

7 Janitzio Pátzcuaro Válida

8 Donaciano Ojeda Zitácuaro Válida

9 Crescencio Morales Zitácuaro Válida

10 Carapan Chilchota Válida

11 Jesús Díaz Tzirio Los Reyes Válida

12 Zacán Los Reyes Válida

13 Nuevo Zirosto Uruapan Válida

14 San Francisco Peribán Peribán Válida

15 Ejido Francisco Serrato Zitácuaro Improcedente

16 Carpinteros Zitácuaro Improcedente

17 San Miguel Curahuango Maravatío Improcedente

18 San Pedro Jácuaro Hidalgo Improcedente

19 San Bartolo Cuitareo Hidalgo Improcedente

20 Zirahuén Salvador Escalante Suspendida

21 Francisco Serrato Zitácuaro Suspendida

22 San Matías el Grande Hidalgo Suspendida
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de Michoacán, así como de la Ley Orgáni-
ca Municipal del Estado de Michoacán, se 
advierte la importancia de los mecanis-
mos de consulta indígena en los temas de 
interés y que afecten a las comunidades 
indígenas.

Así, en el caso de la consulta indígena 
organizada por el IEM en conjunto con 
los pueblos y comunidades indígenas, po-
demos concluir que se trata de un instru-
mento central para garantizar la realiza-
ción de un amplio conjunto de derechos 
reconocidos, tanto en el ámbito interna-
cional como en el ámbito nacional.

Por ejemplo, a partir de la entrada en 
vigor de la Ley Orgánica Municipal del 
Estado de Michoacán, el IEM recibió un 
total de 22 solicitudes para realizar una 
consulta previa, libre e informada a fin 
de que las comunidades indígenas deter-
minaran si deseaban o no administrar di-
rectamente los recursos públicos que les 
corresponden, conforme al artículo 117 
de esa Ley, de las cuales catorce se en-
cuentran concluidas y declaradas validas 
por el Consejo General, cinco fueron de-
claradas improcedentes y tres están sus-
pendidas.

Consideraciones finales

El derecho a la consulta previa es uno de 
los derechos humanos más importantes 
para los pueblos y comunidades indíge-
nas, ya que por medio de ésta ejercen su 
autonomía y el derecho a la libre deter-
minación al poder participar y decidir so-
bre los asuntos que les afectan o que los 
involucran. 

También es un derecho que promue-
ve el diálogo intercultural, al buscar que 
se garantice la participación de los gru-
pos indígenas en la toma de decisiones 
de proyectos que los puedan afectar, con 
el fin de proteger su integridad étnica y 
cultural. 

Para poder hacer cumplir debidamen-
te este derecho es necesario armonizar el 
marco legal internacional, nacional y lo-
cal, con el pleno respeto de los sistemas 
normativos internos de las comunidades 
indígenas.

En muchas ocasiones la consulta se 
convierte en una discusión procedimen-
tal, pero no debemos perder de vista el 
tema de fondo y el tema de contenido, 
que es lo que interesa, esto es, la autoges-
tión y autodeterminación. 

En México aún existe un rezago im-
portante en esta materia; sin embargo, la 
adscripción a varios instrumentos inter-
nacionales que defienden el derecho a la 
consulta, y el artículo 2 de la Constitución 
Federal, son muestra de que existe inte-
rés y un impulso importante para hacer 
respetar y proteger el derecho a la con-
sulta indígena en nuestro país.

Finalmente, no debemos perder de 
vista que cada uno de los pueblos y co-
munidades indígenas en el país tienen 
su propia cosmovisión y normas inter-
nas propias. Por ello se debe construir 
en conjunto con los pueblos y comuni-
dades indígenas la forma de trabajar y 
realizar la consulta previa, libre e infor-
mada en torno a los temas que sean de 
interés. 

Se debe 
construir en 
conjunto con 
los pueblos y 
comunidades 
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informada
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Alfredo Arroyo Arroyo
Presidente Constitucional de Peribán

Alfredo Arroyo Arroyo

Por el respeto a los acuerdos y la 
legalidad de los procedimientos 
de autodeterminación

El articulo XV que enmarca la Comi-
sión Interamericana de Derechos 
Humanos, a su letra reza: “Los pue-

blos indígenas tienen derecho a deter-
minar libremente su estatus político y 
promover libremente su desarrollo eco-
nómico, social, espiritual, cultural y con-
secuentemente tienen derecho a la auto-
nomía o gobierno en lo relativo, cultura, 
religión, educación , información, medios 

de comunicación, salud, habitación, em-
pleo, bienestar social, actividades econó-
micas, administración de tierras y recur-
sos, medio ambiente e ingresos, así como a 
determinar los medios y los recursos para 
financiar estas funciones autónomas”.

Con el artículo arriba señalado me 
encuentro en total acuerdo, en que los 
pueblos originarios que pertenecen al 
territorio mexicano que cuenten con in-
dependencia propia, y que este derecho 
sea respetado, sin distinción alguna, por 
lo que el autogobierno para el apoyo a 
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los pueblos indígenas resulta una herra-
mienta sólida con la que se respetan los 
derechos de los pobladores, como lo se-
ñala nuestra Constitución y ordenamien-
tos internacionales.

Por lo que a nuestra administración 
corresponde, esta autoridad no está en 
contra de lo que ha logrado el pueblo in-
dígena de San Francisco, que como bien 
lo manifesté en el párrafo anterior es un 
derecho que ampara a los pueblos indíge-
nas y que si su deseo es tomar las riendas 
de su respectiva comunidad –y sumar es-
fuerzos para realizar lo que corresponde 
a su comunidad– será un reto del cual 
queda mucho por revisar y, al hacerlo, 
reafirmar que es su deseo independizar-
se, por lo cual no necesitan el apoyo de 
ayuntamiento, ya que en diversas oca-
siones han manifestado su deseo de no 
querer el apoyo que este ayuntamiento 
pueda brindarles, ni en la consulta ni en 
ninguna etapa de este proceso, ya que 
los ciudadanos de la comunidad de San 
Francisco han logrado hacer sus propios 
esquemas y proyecciones, conllevando lo 
que toda responsabilidad acarrea, por lo 
que serán ellos mismos quienes de ahora 
en adelante tengan la responsabilidad de 
su comunidad, tomando en cuenta todos 
los rubros que conlleva.

Todo lo anterior da como resultado el 
manifiesto de que esta autoridad no se 
opone a que la tenencia de San Francisco 
tome sus propias decisiones y que los re-
cursos que le corresponden los adminis-
tren como mejor le convenga a su comu-
nidad, siempre y cuando sean tomadas en 
cuenta las medidas de transparencia que 
la ley dispone. Sin embargo, señalaré al-
gunos aspectos que son de suma impor-
tancia –y que es nuestro deber informar– 
para que se tengan en cuenta, ya que no 
violentamos sus derechos ni como per-
sonas ni como comunidad. Existe mucho 
desacuerdo por los mismos habitantes, ya 
que hay entre la mayoría de los habitan-
tes de esa comunidad una incertidumbre 

al no estar debidamente informados de 
lo que este autogobierno conlleva; prue-
ba de esto es que el día de la consulta la 
participación ciudadana no fue ni de un 
30 por ciento de la población, lo que re-
fleja la falta de comunicación de los en-
cargados para con sus pobladores. Esto, a 
la vez, ocasiono más incertidumbre de los 
mismos ciudadanos de la comunidad, y la 
decepción por parte de sus autoridades al 
no haber manifestado nada que sea a este 
ayuntamiento, a donde vienen a expresar 
sus desacuerdos.

Asimismo, existe inconformidad por 
parte de los ciudadanos, toda vez que 
mencionan que en la consulta no se lleva-
ron a cabo los lineamientos acordes con 
la normativa planeada, ya que en la mis-
ma consulta se acredita que hubo votan-
tes que no pertenecían a la comunidad y 
aun así los dejaron votar, vulnerando la 
democracia del proceso.

Por todo lo antes expresado y narra-
do, esta autoridad se exime de realizar 
convenio alguno de colaboración con la 
comunidad de San Francisco, ya que si 
bien es cierto que esta administración 
municipal no se opone al autogobierno 
–a sabiendas de que es un derecho el au-
togobernarse–, creo que quienes desem-
peñan los cargos en el consejo ya habrán 
planteado la forma interna que realiza-
rán las actividades como son seguridad 
y limpieza, entre otras, en la que nuestra 
administración pudiera convenir, por lo 
cual como ayuntamiento manifestamos 
de antemano no estar de acuerdo con fir-
mar algún convenio con dicha comuni-
dad y respetar su autonomía, en toda la 
extensión de la palabra.

Finalmente, esta administración no se 
opone en ningún momento a la minoría 
del pueblo que solicita el autogobierno, 
pero sí pide que se respeten en todo mo-
mento los acuerdos y la legalidad de estos 
procedimientos para que se tengan por 
respetados los derechos de todos los ciu-
dadanos.
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Introducción 

Los primeros en escribir la historia 
del Michoacán prehispánico fueron 
los religiosos, intentando traducir 

en lengua castellana las prácticas, usos y 
costumbres de las comunidades indíge-
nas, lo que nos da un amplio margen para 
reflexionar si, en efecto, así fueron los he-
chos de la conquista y de la colonización 
europea sobre los pueblos originarios.

La traducción lingüística del siglo XVI 
no siempre hace justicia al verdadero 
sentido de las palabras ni a la gramática, 
menos a la cosmogonía de los pueblos. 
Por ejemplo, las palabras ofensivas o in-
sultos no tienen traducción literal en la 
lengua originaria, ya que esto es contra-
rio a la kashumbikua, el cúmulo de valo-
res, gracias y dones, la forma de vivir y 
convivir adecuada y con disposición a 

Mónica Ferreyra García 
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formar comunalidad. Eso lo entendere-
mos más adelante como concepto de co-
munidad, con virtudes y comportamien-
tos de niños, jóvenes, adultos y ancianos 
con una concepción distinta de lo que se 
considera el “parajpeni” (cielo) en lengua 
castellana y religiosa. Al ser traduccio-
nes de los religiosos, incursionando en 
la evangelización de las comunidades, lo 
ahí escrito sería una mera percepción, in-
terpretación y hasta creación, muy pro-
bablemente imponiendo sus propios sa-
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beres y construcciones personales, dando 
una fuerte carga individual a la explica-
ción de las prácticas prehispánicas.

Los religiosos, desde su visión occi-
dental, describieron vivencias y cultura 
ancestral, usos y costumbres, aunque es 
probable que sea muy distante a la ver-
dadera forma de vida y disfrute de las co-
munidades indígenas en su interior.

Crescencio Morales y San Felipe de los 
Alzati (Zitácuaro), San Mateo (en el mu-
nicipio de Hidalgo), en la zona del oriente 
michoacano; matlazincas y pirindas en la 
zona centro del estado (el caso de Tere-
mendo de los Reyes, municipio de More-
lia, casi agonizando como cultura por la 
discriminación), y los nahuas en las serra-
nías costeras de Michoacán y de Colima. 

La cultura purépecha establecida en 
las cuatro regiones –lago, bosque, caña-
da y ciénaga–, conforme con los datos 
atinentes, vio su origen mítico en Curi-
cauveri (Dios creador o Dios del Fuego), 
pero poco se habla de la Madre Tierra o la 
Diosa creadora, Kuerava´jperi o Cuerauápe-
ri, que en otras culturas mesoamericanas 
coincide con Ciuacoátl o Coatlicue. Poco 
se habla de mujeres y de realeza feme-
nina, que no propiamente se reconocen 
como gobierno (un concepto construido 
fuera de las Indias, igual que cuando ha-
blamos de Derecho o Imperio). Más bien 
se asumían como señoríos y señores de 
linaje divino en los grupos dominantes 
purembe, pirinda o purépecha, bajo un 
arraigado sistema patriarcal al grado que 
los señores eran enterrados con sus po-
sesiones, bienes y esposas (vivas), según 
los registros que dejaron los religiosos, lo 
que nos genera duda razonable de que así 
haya sido1.

1 Las órdenes religiosas, responsables de 
la evangelización, se percataron de que los 
indígenas en lo sexual tenían costumbres con 
un sentido dual. Sirven, como ejemplo de ello, 
las ceremonias encabezadas por hombres 
vestidos como diosas en rituales realizados 
para Cuerauáperi, diosa madre entre los pu-
répechas, o para Cihuacóatl, diosa guerrera 
en el centro de México. El conquistador Nuño 
de Guzmán hace referencia a lo anterior al 
describir la captura de un hombre vestido de 
mujer: “[...] todos estaban admirados ver tan-
to corazón y esfuerzo en una mujer, porque se 
pensaba que así lo era por el ámbito que traía, 
y después de tomado, bióse ser hombre”.

En consecuencia, tendremos inevi-
tablemente que preguntarnos: ¿existe 
un antes y un después de la versión de 
la conquista española en Michoacán? 
¿Quien descubrió a quién? En algunos 
aspectos, los europeos aprendieron más 
de nuestros núcleos indígenas que lo que 
ellos aportaron, al tiempo que aprendían 
a comer con base en quelites, hongos, 
huitlacoche, verdolagas, acelgas y flor de 
calabaza, encontrando una gran variedad 
de colores del maíz, en tonalidades crio-
llo y marceño, negro, rosa, azul, amarillo, 
blanco, naranja y rojo.

Para intentar entender la cosmovisión 
purépecha no pasa inadvertido que en 
Michoacán existen otros núcleos prehis-
pánicos deficientemente comprendidos: 
otomíes y mazahuas en el lindero con el 
Estado de México, en las comunidades 
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Los bienes comunales, la protección 
del medio ambiente  
y los recursos naturales

En la cultura purépecha la fuente de vida 
es la Madre Tierra, Kuerava´jperi, por lo 
que pedir el favor o el permiso al inicio y fi-
nal de la cosecha, en la siembra, al cortar 
un árbol plagado y realizar la molienda 
agrícola, así como elaborar los alimentos, 
constituye un ritual con una acepción dis-
tinta en la cultura occidental. Así, la vida 
y la muerte son un sistema dual del que 
tenemos la obligación y el beneplácito de 
disfrutar desde el inicio de los tiempos. 

Es insuficiente haber nacido, crecido 
en alguna comunidad, ser avecindado 
o sentirse parte de una colectividad en 
una comunidad indígena en Michoacán, 
porque recordemos que el ser indígena 
es auto-reconocerse o auto-adscribirse 
indígena, o formar parte de un núcleo co-

munal. El criterio de la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación establece como indí-
gena el “ente que se auto adscribe, el que 
se auto asume o auto reconoce indígena”, 
aun sin haber sido nacido, sin portar el 
traje indígena o hablar la lengua. Sin em-
bargo, existen muchas personas que, aun 
reuniendo los tres requisitos anteriores, 
niegan el ser de origen indígena. Esto tie-
ne interpretación antropológica y con-
texto histórico en las rencillas creadas 
por actores caciquiles desde hace siglos, 
lo que forma parte de la verdadera histo-
ria del indigenismo en México, lo mismo 
que la marginación, la discriminación, la 
falta de oportunidades de desarrollo, la 
pobreza extrema y la carencia de políti-
cas públicas.

Para empezar falta una legislación 
local aplicable para proteger los bienes 
comunales y el medio ambiente. Recor-
demos que estas tareas son atraídas in-

Falta una 
legislación 
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los bienes 
comunales 
y el medio 
ambiente
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eficazmente por la Federación, dejando 
al gobierno local que adecue su marco 
normativo al federal. Sin embargo, es de 
explorado derecho que esta práctica deja 
un hueco o laguna de ley inaplicable para 
el caso concreto, por lo que las comunida-
des indígenas se ven en completo estado 
de indefensión, ya que no hay coerción 
práctica ante la depredación de los re-
cursos naturales y qué decir del recono-
cimiento de las autoridades tradicionales 
o agrarias, tal es el caso de los represen-
tantes de bienes comunales en comunida-
des indígenas de hecho y comisariados de 
bienes comunales de comunidades indí-
genas de derecho.

Ni siquiera el gobierno entiende esta 
distinción sustancial: la comunidad de 
hecho es aquella que es y está reconocida des-
de tiempos inmemoriales, es decir, no se tiene 
certeza o dato exacto de cuantos años hay de 
su fundación, al existir antes de la coloniza-
ción. Sin embargo, su límite, lindero y bie-
nes naturales se encuentran reconocidos 
en una “sábana virreinal” que demuestra 
la existencia y reúne las formalidades de 
cualquier otro señorío, población, terri-
torio y autoridad o gobierno.

Esta figura desfasada ha sido motivo 
de pugnas estériles y caciquiles para di-
vidir comunidades haciendo creer en un 
supuesto derecho originario inoperante 
de hace 500 años, el que se modifica o ex-

tingue por el crecimiento natural de los 
poblados, surgiendo y migrando pobla-
ciones indígenas enteras por causas natu-
rales o ideológicas, o por desplazamien-
tos forzados por el crimen organizado.

Por otra parte, las comunidades indí-
genas de derecho son aquellas que cuentan 
con un juicio, sentencia y ejecución de sus 
bienes comunales en una figura jurídica que 
aplica a las comunidades Indígenas en nues-
tro país (artículo 105 de la Ley Agraria vi-
gente), tienen un documento de nacimiento e 
inscripción de la Titulación y Reconocimiento 
de Bienes Comunales, denominado “Carpeta 
Básica”.

El antecedente más antiguo de car-
peta básica se encuentra en un decreto 
que propuso Maximiliano de Habsburgo, 
anterior a su aprehensión y fusilamiento 
en Querétaro, sin que los historiadores 
destaquen su relevancia. El mencionado 
decreto expone la figura del egido, prohí-
be el acaparamiento de tierras, protege el 
modo de producción agrícola y rechaza el 
monopolio y el latifundio, contrario a lo 
que escribieron autores del siglo XX y los 
panegiristas de la Revolución mexicana. 
El Plan de Ayala, suscrito por Emiliano 
Zapata, es el punto de partida para pos-
teriormente reconocer derechos y límites 
comunales ante los Tribunales Unitarios 
Agrarios, lo que permite a las comunida-
des indígenas aprovechar y transformar 
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recursos renovables como los bosques, la 
madera y las aguas nacionales.

En la realidad, los actores de las comu-
nidades indígenas se encuentran pues-
tos en jaque y arriesgando la vida para 
hacer explotación de la madera, dada la 
complejidad para hacer trámites oficia-
les, lo que propicia la tala inmoderada, 
falta de regulación para la explotación 
racional del bosque y, finalmente, renci-
llas entre talamontes de una comunidad 
a otra. En suma: arbitrariedad, falta de 
marco normativo en materia de explota-
ción forestal, falta de protección del me-
dio ambiente y usufructo de tierras de 
producción, contraviniendo lo estable-
cido en el pacto signado por México, la 
Convención Americana de los Derechos 
Humanos en el apartado de los Derechos 
Económicos, Sociales y Culturales y su 
Convenio 169, que proporciona la pro-
tección más amplia a las comunidades 
indígenas y que impone a los Estados la 
obligación de crear medidas cautelares 
en la protección de los bosques y recur-
sos naturales, siendo éste un derecho 
humano erga homnes, por ser de suma 
importancia para la sobrevivencia de la 
humanidad.

Las comunidades indígenas 
en Michoacán y el acceso 
a la justicia comunal 

La falta de acceso a la justicia en las ins-
tituciones registrales es otro tema que 
abordamos, la violación simultánea de 
sus derechos sobre la tenencia de la tie-
rra y la depredación de sus bosques, el 
cambio arbitrario de uso de suelo en Mi-
choacán, el cual es, dígase de paso, el pri-
mer exportador de aguacate en el país. 
La invasión de productores y de grupos 
criminales armados ha hecho merma del 
territorio boscoso de las comunidades in-
dígenas, a causa de la falta de regulación 
e inscripción de sus tierras comunales 
como lo establece el artículo 105 de la Ley 

Agraria. En treinta años de justicia agra-
ria en México las estadísticas reportan 
casi 1,800 juicios al año en materia agra-
ria, pero solo el 2 por ciento es en ejerci-
cio de la restitución de suelo u de aprove-
chamiento de recursos naturales2.

Tránsito de las comunidades 
indígenas a un sistema de normas

Otro tema pendiente para las comunida-
des indígenas lo es el reconocimiento del 
derecho a la inscripción ante el Registro 
Agrario Nacional para defender sus lími-
tes territoriales y ejercer derechos a los 
bienes comunales. 

La calidad o reconocimiento de las 
comunidades indígenas es tácita y está a 
salvo en el interior de la comunidad. Sin 
embargo, las instituciones imponen trá-
mites registrales engorrosos y abruma-
dores para reconocer las calidades de co-
munero, posesionario o avecindado. Las 
sentencias de los Tribunales Unitarios 
Agrarios son casi imposibles de inscribir 
ante el exceso de trámites, incluyendo 
pagos bancarios, llenado de formas, citas 
electrónicas, hacer fila en las madruga-
das, copias excesivas y requisitos adicio-
nales inexistentes en la ley, sumándose-
le además que la población indígena de 
Michoacán es hablante de purépecha. No 
hay traductores ni apoyo en el peregrinar 
de documentos y trámites. Resulta impo-
sible acceder a la justicia y proteger terri-

2 Ley Agraria vigente.
Artículo 105.- Para su administración, las co-

munidades podrán establecer grupos o subcomu-
nidades con órganos de representación y gestión 
administrativa, así como adoptar diversas formas 
organizativas sin perjuicio de las facultades de los 
órganos generales de la asamblea. Ésta podrá esta-
blecer el régimen de organización interna de los 
grupos comunales o subcomunidades. 

Artículo 106.- Las tierras que corresponden a 
los grupos indígenas deberán ser protegidas por 
las autoridades, en los términos de la ley que re-
glamente el artículo 4o. y el segundo párrafo de la 
fracción VII del artículo 27 constitucional.
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torios comunitarios.
Por otra parte, agentes externos y per-

sonas ajenas a las comunidades, no siem-
pre externos, incluyendo caciques al inte-
rior, han provocado rencillas internas por 
conflictos de límites en las comunidades, 
sin tener defensores o conciliadores capa-
citados y hablantes, y sin acciones afirma-
tivas para proteger sus recursos naturales 
y defender sus usos y costumbres.

De la autoadscripción de los 
pueblos indígenas al ejercicio 
de su presupuesto 

Las comunidades indígenas autónomas 
tienen que transitar al sistema de normas 
para regular la convivencia y ejercer el 
autogobierno en forma ordenada, sin es-
perar una transferencia de recursos eco-
nómicos de manera desproporcionada e 
irresponsable, y sin caerse en el reduc-
cionismo de hablar de derecho comunal 
contra derecho municipal. Sin embargo, 
en la práctica y en varios casos hay de-
rroche del escaso recurso público, fal-
ta de preparación y de conciencia en la 
responsabilidad de justificar los recursos 
públicos ejercidos y falta de conocimien-
to para integrar un expediente incipiente 
y acreditar alcances presupuestales. No 
buscamos fomentar un lenguaje de dis-
criminación o de marginación de las co-
munidades, sino subrayar la necesidad de 
contar con mecanismos de transparencia 
y rendición de cuentas.

La teoría de género en 
la comunidad indígena 

En el penúltimo tema de estudio estable-
ceremos la teoría de género, que en la co-
munidad pareciera imposible de compar-
tir con las mujeres indígenas. Al respecto, 
el Instituto Electoral en Michoacán (IEM) 
encabeza las acciones de empoderamien-
to de la mujer indígena al construir una 
red de mujeres indígenas candidatas y 

actoras de gestión y política comunal. La 
creación de un distrito indígena es tam-
bién una oportunidad para fortalecer los 
derechos cívicos y políticos de las mu-
jeres indígenas en las comunidades mi-
choacanas. 

La redistritación. Creación de 
un distrito electoral indígena 
como mecanismo de elección, 
acción afirmativa y participación 
democrática 

La redistritación electoral de Michoacán, 
con la creación de un distrito indígena 
con cabecera en Paracho, que propone 
el Instituto Nacional Electoral (INE), ga-
rantizaría una representación distrital 
equilibrada para el proceso 2023-2024, in-
cluyendo los municipios de Coeneo, Eron-
garícuaro, Cherán, Charapan, Nahuatzen, 
Paracho y Tingambato. 

La reforma constitucional en materia 
de derechos humanos de 2011 obligó al 
Estado mexicano a implementar accio-
nes afirmativas a favor de las comunida-
des indígenas, contenidas en el apartado 
de los Derechos Económicos, Sociales y 
Culturales, conocidos como DESC. El con-
venio para proteger los derechos indíge-
nas es el establecido en la Organización 
Internacional del Trabajo, en su número 
169 (OIT 169). En este tenor, las comuni-
dades bajo histórica discriminación están 
consideradas como parte de la población 
vulnerable del país.

Conclusiones

Rezagos ancestrales registran los pueblos 
indígenas en Michoacán. Como se insiste 
en este incipiente estudio, es necesario 
entender la pluriculturalidad y la cosmo-
visión, tratando de comprender y respetar 
la cosmogonía de los pueblos originarios.

Falta legislar en materia indígena, ar-
monizar el bloque convencional con las 
normas locales y estandarizar las leyes 
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federales, así como reforzar la coerción y 
la pena privativa de la libertad para de-
fender y proteger los bosques frente al 
cambio arbitrario del uso del suelo. Hoy 
el Instituto Electoral abre la posibilidad 
de elegir representantes indígenas. Cier-
tamente la protección de los bosques es 
de competencia federal. Sin embargo, la 
legislación local también debe amparar a 
los bosques, manglares y mantos acuífe-
ros. Aquí la propuesta es la creación de 
Tribunales Agroambientales, sin tener 
una fiscalía de delitos ambientales que 
solo decomisa el producto de la madera 
sin saberse de su paradero ni de su apro-
vechamiento. Sin duda, la alternativa uti-
lizada en Chile y en otros países de Lati-
noamérica acredita que sí funciona para 
la protección de los recursos naturales. 

Faltan asesores comunales (de carrera, 
con el perfil de Derecho), conciliadores 
bilingües o trilingües, y etnográficos ple-
namente identificados en la comunidad y 
respetados por su actuar. Ellos son quie-
nes deberían intervenir en los conflictos 
comunales, más que jueces mixtos desig-
nados o de concurso del Poder Judicial lo-
cal, sin perfil de derecho comunal, ajenos 
a la cosmovisión de los pueblos, a sus usos 
y costumbres y a la interpretación correc-
ta de la lengua. Volver a creer en las ins-
tituciones oficiales, electorales, agrarias, 
ambientales, judiciales y registrales es el 
objeto del presente estudio comunal.

No cabe aplicar o justificar el uso arbi-
trario y discrecional de recursos públicos 
en la más completa irregularidad, invo-
cando que así son los “usos y costumbres” 
de las comunidades indígenas, como lo 
hacen algunas familias de corte caciquil 
que lucran con los proyectos institucio-
nales, marginando a otros actores en la 
comunidad. Bajo el principio jurídico de 
que “nadie puede prevalerse de su propio 
dolo”, los usos y costumbres no pueden 
ser el pretexto para la ilegalidad o la vio-
lación sistemática de derechos humanos 
al interior o exterior de una comunidad. 

Debemos apoyar a las comunidades a 
transitar en una cultura de la legalidad, 
imparcialidad, certeza, proporcionali-
dad, libre determinación y protección de 
sus riquezas culturales etnográficas, lin-
güísticas, cosmogónicas, límites territo-
riales, de aprovechamiento y explotación 
racional de sus recursos ambientales. 

Lo principal, sin embargo, son los 
avances que tenemos en materia de cul-
tura democrática. Con acciones afirmati-
vas recientemente aprobadas por el INE 
la cultura de participación comunal im-

pulsada por el IEM, así como la creación 
–por primera vez– de un distrito electo-
ral indígena, al cual el IEM como árbitro 
transparente dará certeza, seguridad y 
equidad en la contienda entre partidos 
políticos y figuras independientes, en la 
participación ciudadana y comunal, en 
el próximo proceso 2023-2024, los pue-
blos originarios tendrán la oportunidad 
de elegir representante comunal ante el 
Congreso local para que sea la voz parla-
mentaria contra los rezagos referidos en 
este sencillo trabajo de aproximaciones 
al derecho comunal y a la autonomía.

Ya se escuchan voces disidentes de la 
redistritación electoral y la creación del 
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Distrito 5 con cabecera en Paracho, una 
de los municipios más emblemáticos de la 
cultura purépecha, considerado indígena. 
Creemos que lejos de establecer naciones 
comunitarias, no podemos ni debemos 
fomentar la creación de islas jurídicas o 
representaciones colectivas con intereses 
individuales, que lucran con la autoriza-
ción de los recursos directos que, dígase 
de paso, no tienen controversia ni opo-
nente. ¿Quién se opone a la entrega de los 
recursos directos para una comunidad in-
dígena? No hay oposición real en gobier-
nos, legisladores o partidos políticos. Es 
un juicio “ganado”. Sin embargo, el proce-
dimiento de autorización de los recursos 
públicos incomoda a algunos personajes 
que no permiten el nacimiento de nuevos 
liderazgos en la región de la Meseta Pu-
répecha. La razón es simple: disminuye el 
liderazgo de actores caciquiles y las coer-
ciones al interior de las comunidades. 

Mucha gente identifica la participa-
ción democrática con la inclusión en las 
elecciones de gobierno, así como la repre-

sentación formal de las comunidades ori-
ginarias con una visión de cumplimiento 
de acciones afirmativas. Es sin duda un 
avance y un primer acto de justicia para 
llevar sus principales problemáticas ante 
las más altas tribunas del estado para su 
discusión y en su caso propuestas de so-
lución al atraso ancestral y el rezago his-
tórico de las comunidades indígenas de 
nuestro estado. 

Por una nueva justicia, participación 
y desarrollo democrático de los pueblos 
indígenas de Michoacán.

Por acciones afirmativas a favor de las 
comunidades originarias.

Por un Instituto Electoral democrático 
e impulsor de la nueva cultura de equidad 
comunal. 

¡Juchari Uinapikua! 
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indígenas de 
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María de los Ángeles González Ramos
Originaria de una comunidad indígena 
de Comachuén, Nahuatzen. Activista 
purépecha, defensora de los derechos 
de las mujeres indígenas. Actualmente 
es integrante del Consejo de Gobierno 
Comunal (área de salud) e integrante de 
la Comisión de Gestión y Seguimiento 
al Derecho a la Autodeterminación, 
Autogobierno, Autonomía y la 
Administración de los Recursos de Manera 
Directa en 2018, Comité de Protección 
Forestal del Estado y consejera forestal 
de la Comisión Nacional Forestal, sector 
comunidades indígenas 2021 al 2023

María de los Ángeles González Ramos

Generar un rumbo diferente

A diez años de la declaración de 
la Organización de las Naciones 
Unidas sobre los derechos de los 

pueblos indígenas, y el convenio 169 de 
la Organización Internacional del Traba-
jo (OIT) , aun no han sido respetados en 
la mayor parte de los estados de nuestro 
país, incluyendo Michoacán. El proceso 
de descolonización política ante los ayun-
tamientos en las diferentes comunidades 
es uno de los problemas latentes por las 
siguientes razones: la imposición y la ne-
gación a respetar la libre determinación, 
autogobierno, autonomía y la entrega de 
los recursos económicos correspondien-
tes a cada comunidad. Por ese motivo se 
impide el desarrollo económico y social 
relacionado con la cultura, el medio am-

biente, la salud, la educación, etc.
Desde mi experiencia colectiva y per-

sonal el modelo actual de gobierno co-
munal y la forma de organización ha sido 
clave principal para generar un rumbo 
diferente a nuestras comunidades, prin-
cipalmente en el desarrollo comunal en 
los diferentes ámbitos.

Sobre todo, ha aportado en demostrar 
el potencial del trabajo comunitario de las 
mujeres indígenas, siendo vital su partici-
pación política, protección de la tierra y el 
territorio, y los recursos naturales que ga-
rantizan nuestra existencia a pesar de los 
desafíos que implica ser mujer por los usos 
y costumbres de nuestras comunidades.

Una realidad es que a pesar de que aún 
no formamos parte de las autoridades 
tradicionales –espacios que también nos 
corresponden por derecho– como son los 
jefes comunales, jueces comunales y re-
presentantes de bienes comunales, puedo 
expresar con gran satisfacción que el tra-
bajo que realizo en mi administración será 
primordial para contribuir a la integración 
de las mujeres en cargos tradicionales.

Finalmente, es importante señalar 
que se requiere que los gobiernos federal 
y estatal prioricen, garanticen y protejan 
los derechos de las comunidades indíge-
nas antes y después de la consulta previa, 
libre e informada a las comunidades, res-
petando la decisión comunal. 

El modelo 
actual de 
gobierno 
comunal y 
la forma de 
organización 
ha sido clave 
principal 
para generar 
un rumbo 
diferente 
a nuestras 
comunidades
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I. Introducción

El autogobierno indígena resulta ser 
un tema interesante, pero también 
polémico, sobre todo por las com-

plejidades en el ejercicio de ese derecho 

Araceli Gutiérrez Cortés

El estatus de las consultas  
para el autogobierno indígena

Araceli Gutiérrez Cortés
Consejera Electoral del  
Instituto Electoral de Michoacán

frente a la carente regulación que existe. 
Las y los integrantes de pueblos y co-

munidades indígenas en nuestro país 
representan una enorme diversidad plu-
ricultural, económica, política, social, en-
tre otras, tal como lo menciona nuestra 
Constitución federal, por lo que los con-
textos y desafíos a los que se enfrentan 
día con día como ciudadanía mexicana en 
el ejercicio de sus derechos político-elec-
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torales son distintos en todo el país.
En tal sentido, en el presente docu-

mento se señalan los primeros preceden-
tes que dieron inicio a algunas formas de 
autogobierno en comunidades y muni-
cipios indígenas, sin imaginarnos hasta 
dónde llegaríamos el día de hoy. De ma-
nera inicial describiré muy brevemente 
una remembranza del contexto general 
sobre el autogobierno, principalmente en 
los estados de Oaxaca y Guerrero. 

Una vez identificado lo anterior, con 
posterioridad se abordará el tema en es-
pecífico del estado de Michoacán, toman-
do como partida el caso de Cherán en 
2011 y hasta hoy en día, identificando las 
dificultades con las que nos encontramos 
en las legislaciones y las determinaciones 
que se han ido tomando en consideración 
con cada una de las situaciones que se 
han presentado en la entidad. 

Finalmente, se reconocerán los avan-
ces, pero también los retos que aún se 
tienen pendientes en Michoacán respec-
to al ejercicio pleno de derechos político-
electorales de las y los integrantes de los 
pueblos y comunidades indígenas.1

II. Contexto general sobre 
autogobiernos indígenas

El reconocimiento constitucional de las 
normas y prácticas comunitarias para el 
nombramiento de autoridades municipa-
les aparece por primera vez en la cons-
titución de Oaxaca en 1995, y en 1998 en 
esa misma entidad se reconoció que ese 
estado tiene una integración pluricultu-
ral, que las comunidades indígenas son 
sujetas de derecho público y que gozan de 
autonomía; además, se publicó una Ley de 
Derechos de los Pueblos Indígenas donde 
también se reconoció de manera expresa 

1 Ley de Derechos de los Pueblos y Comuni-
dades Indígenas del Estado de Oaxaca, Oaxaca de 
Juárez, Oax., a 21 de marzo de 1998, Fecha de publi-
cación: 19 de junio de 1998, consultable en: LEY DE 
DERECHOS DE LOS PUEBLOS (diputados.gob.mx)

el derecho a la libre determinación de los 
pueblos y comunidades indígenas. 

En este orden de ideas, Oaxaca es el 
estado donde por primera vez 417 muni-
cipios indígenas comenzaron a ejercer su 
libre determinación mediante la elección 
de sus autoridades municipales a través 
de su sistema normativo interno, mejor 
conocido como “usos y costumbres”.

Después de ello se dio un caso des-
tacable en el municipio de Cherán, Mi-
choacán, concretamente en 2011, frente 
a la petición de los habitantes de la cabe-
cera a través de una comisión nombrada 
para su representación para que se les 
garantizara su derecho al autogobierno, 
un derecho que estaba consagrado en la 
Constitución federal desde 2001, pero del 
cual, en ese momento, no se conocían cla-
ramente las formas o los alcances.

En virtud de lo antes señalado, el efec-
to de la sentencia obtenida por Cherán y 
emitida por la Sala Superior del Tribunal 
Electoral del Poder Judicial de la Federa-
ción (TEPJF) el 2 de noviembre de 2011, 
bajo el número de expediente SUP-JDC-
9167/20112, daría paso a la desaparición 
del ayuntamiento para consolidar la ins-
talación de un Concejo de gobierno indí-
gena, un Concejo cuya renovación no se 
apega a las disposiciones electorales ni 
federales ni locales, donde no hay pre-
sencia de partidos políticos, donde no 
existen campañas electorales ni registro 
de candidaturas, no hay reglas escritas y 
tampoco funcionan bajo las estructuras o 
formas de la Ley Orgánica Municipal del 
Estado. 

Este modelo, aunque con las variantes 
propias de cada pueblo, se replicaría des-
pués en Ayutla de los Libres, en el estado 

2 Sala Superior del Tribunal Electoral del Po-
der Judicial de la Federación, expediente SUP-
JDC-9167/2011, México, Distrito Federal, dos de 
noviembre de dos mil once. Disponible en: https://
www.te.gob.mx/sentenciasHTML/convertir/ex-
pediente/SUP-JDC-09167-2011
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de Guerrero3 (2018), y posteriormente en 
el municipio de Oxchuc, perteneciente al 
estado de Chiapas4 (2019).

Así, en los últimos años se emitieron 
algunas sentencias garantizando el dere-
cho a la libre determinación de los pue-
blos y comunidades indígenas, como fue 
el caso de la administración directa de los 
recursos, que surgió como otra vía para 
el autogobierno efectivo, vía que sería 
revertida por la Suprema Corte de Jus-
ticia de la Nación, al conocer y resolver 
el amparo directo 46/2018, en el que se 
determinó que la administración directa 
de los recursos por parte de las comuni-
dades indígenas no es materia electoral, 
sino más bien se trata de un tema presu-
puestal y hacendario, y que en todo caso 
la autoridad competente para resolver el 
tema era la Sala de Justicia Indígena del 
Tribunal Superior de Justicia de Oaxaca. 
Dicho criterio fue retomado por la Sala 
Superior del TEPJF mediante resolución 
al expediente SUP-JDC-131/2020  del 8 de 
julio de 20205, por la cual se sumó a lo di-
cho por la Suprema Corte en el ya referido 
caso de Oaxaca, sin dejar claro a quién le 
correspondía la competencia para cono-
cer del tema en aquellas entidades donde 
no existiera una Sala Indígena –como fue 
el caso de Michoacán y muchas otras–, 
dejando así un vacío en el derecho de ac-
ceso a la justicia de las pueblos indígenas.

Derivado de ello, cada vez que se 

3 Sala Regional Distrito Federal del Tribunal 
Electoral del Poder Judicial de la Federación, ex-
pediente SDF-JDC-545/2015, México, Distrito Fede-
ral, veinticinco de junio de 2015. Disponible en: (te.
gob.mx)

4 Tribunal Electoral del Estado de Chiapas, ex-
pediente TEECH-JDC-019/2017, Tuxtla Gutiérrez, 
Chiapas, veintiocho de junio de 2017. Disponible 
en: (teechiapas.gob.mx)

5 Sala Superior del Tribunal Electoral del Po-
der Judicial de la Federación, expediente SUP-
JDC-131/2020, México, Distrito Federal, ocho de ju-
lio del dos mil veinte. Disponible en: https://www.
te.gob.mx/Informacion_juridiccional/sesion_pu-
blica/ejecutoria/sentencias/SUP-JDC-0131-2020.
pdf

presenta a los tribunales electorales un 
asunto relativo a la solicitud de alguna 
comunidad indígena para administrar 
directamente sus recursos en aquellas 
entidades federativas donde no hay Sala 
Indígena, el resultado es la declaración de 
incompetencia, por no tratarse de mate-
ria electoral, pero este criterio también 
lo han asumido los juzgados de distrito 
y los tribunales administrativos al consi-
derar que dicho tema tampoco es de su 
competencia. De esta manera los pueblos 
y comunidades indígenas se quedaron sin 
una instancia que atendiera esta petición. 

III. ¿Qué pasó en Michoacán? 

Como ya se dijo, Michoacán no tiene una 
Sala Indígena, pero el tema se resolvió a 
través de una reforma a la Ley Orgáni-
ca Municipal del Estado publicada el 30 
de marzo de 20216, concretamente a los 
artículos 116, 117 y 118 que a grandes 
rasgos establecen que las comunidades 
indígenas que tengan el carácter de te-
nencia tendrán el derecho a ejercer di-
rectamente los recursos presupuestales 
que les sean asignados por el municipio 
y que deberá incluir la totalidad del im-
puesto predial recaudado en la respectiva 
comunidad, siempre con previa consulta 
libre, informada y de buena fe. Aunado a 
lo anterior, el artículo 117 de la ley refe-
rida precisa que para hacer efectivo su 
derecho al autogobierno (en el caso de las 
comunidades que así lo deseen y cumplan 
con todos los requisitos que señale la re-
glamentación municipal y estatal respec-
tiva) las comunidades indígenas solicita-
rán el ejercicio y administración directa 
de los recursos presupuestales, con base 
en un procedimiento específico consis-
tente en:

6 Ley Orgánica Municipal del Estado de Mi-
choacán de Ocampo. Publicada en el Periódico 
Oficial del Estado, el 30 de marzo de 2021, Tomo 
CLXXVII, Núm. 39, Octava Sección. Decreto núme-
ro 509. Disponible en: (congresomich.gob.mx)

En los 
últimos años 
se emitieron 
algunas 
sentencias 
garantizando 
el derecho 
a la libre 
determinación 
de los pueblos 
y comunidades 
indígenas, 
como fue el 
caso de la 
administración 
directa de los 
recursos, que 
surgió como 
otra vía para el 
autogobierno 
efectivo
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I. La presentación de una solicitud, vía 
sus representantes autorizados por las 
respectivas asambleas, ante el Instituto 
Electoral de Michoacán (IEM) y el ayun-
tamiento respectivo, en la que se especi-
fique que por mandato de la comunidad, 
y en ejercicio de sus derechos de autono-
mía y autogobierno, desean elegir, gober-
narse y administrarse mediante autori-
dades tradicionales.

II. La solicitud deberá ser acompañada 
por el acta de asamblea y firmada por to-
das las autoridades comunales.

III. Una vez presentada la solicitud, el 
IEM realizará en conjunto con el ayunta-
miento una consulta a la comunidad en la 
que se especifique si es deseo de la comu-
nidad el elegir, gobernarse y administrar-
se de forma autónoma. 

Con relación a ese procedimiento, cuando 
llegó la primera solicitud al IEM, el 21 de 
abril de ese mismo año, presentada por la 
comunidad de San Ángel Zurumucapio, 
perteneciente al municipio de Ziracua-
retiro, una de las cosas que se analizaron 
era si el Instituto podía seguir adelante 
con la consulta solicitada aun cuando el 
ayuntamiento hasta ese momento no ha-
bía actualizado su normatividad interna, 
según lo ordenaba el artículo sexto tran-
sitorio de esa nueva Ley Orgánica que 

precisa lo siguiente: Los municipios de-
ben acatar lo establecido en la legislación 
especializada en materia de comunidades 
indígenas, modificando en su reglamento 
municipal lo necesario para su adecuada 
cumplimentación.

Lo anterior, aunado al hecho de que se 
tenía conocimiento claro del criterio pre-
viamente fijado por la Sala Superior en el 
sentido de que la administración directa 
del presupuesto no es materia electoral.

En ese sentido se procedió a dar paso a 
los trabajos de la consulta7 argumentan-
do, por un lado, que relativo al cambio de 
criterio de la Sala Superior en torno a la 
competencia, el Instituto Electoral tam-
bién debe considerar que aun cuando se 
rige por las tesis y jurisprudencias de la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación 
y del Tribunal Electoral del Poder Judi-
cial de la Federación, también le asiste la 
obligación, conforme a la Ley Orgánica ya 

7 Acuerdo de la Comisión Electoral para la 
Atención a Pueblos Indígenas del Instituto Elec-
toral de Michoacán mediante el cual se comienza 
con los trabajos para la realización de la consulta 
previa, libre e informada, solicitada por las autori-
dades comunales y el comité de seguimiento nom-
brado por la asamblea comunal de la comunidad 
de San Ángel Zurumucapio, Municipio de Ziracua-
retiro, Michoacán, número IEM-CEAPI-028/2021, 
de fecha 02 de agosto de 2021.Disponible en: www.
iem.org.mx
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referida en líneas anteriores, de realizar 
un procedimiento de consulta previa, li-
bre e informada con la finalidad de que 
la comunidad pueda expresar si es su de-
seo acceder a los recursos públicos que 
legalmente le corresponden, así como su 
administración y, por ende, la responsa-
bilidad de su manejo y fiscalización. 

Además de ello, el artículo 73 de la Ley 
de Mecanismos de Participación Ciudada-
na en el Estado8 establece que la consul-
ta previa, libre e informada se realizará 
atendiendo a los principios de universa-
lidad, interdependencia, indivisibilidad y 
progresividad, siendo el Instituto la auto-
ridad facultada para ello, por lo que de-
berá consultar a las comunidades y pue-
blos indígenas mediante procedimientos 
apropiados.

Bajo esta interpretación, así como toda 
la fundamentación relativa al derecho a la 
consulta que tienen los pueblos y comu-
nidades indígenas, el Instituto Electoral 
determinó que más allá de la materia de 
la consulta, el IEM se encontraba obligado 
por otras disposiciones jurídicas estatales 
a garantizar el derecho a la misma.

Además de lo anterior se destacó que 
la consulta se realizaría en dos fases: pri-
mero para hacer del conocimiento de la 
comunidad los principales elementos que 
componen los recursos públicos, así como 
las obligaciones frente a su ejercicio; y se-
gundo, una vez expuestos estos en la fase 
informativa, se procedería a preguntar 
a la comunidad si era su deseo el elegir, 
gobernarse y administrarse de forma 
autónoma, en los términos en los que lo 
determina la Ley Orgánica, recayendo la 
decisión única y exclusivamente en la co-
munidad, no así, en el órgano electoral. 

Ahora bien, por lo que ve a la ausen-

8 Ley de Mecanismos de Participación Ciudada-
na del Estado de Michoacán de Ocampo, publicada 
en la Sexta Sección del Periódico Oficial del Estado 
de Michoacán, el martes 8 de septiembre de 2015. 
Decreto número 541. Disponible en: congresomich.
gob.mx

cia de reglamentación municipal en la 
materia y a la oposición por parte del 
ayuntamiento frente a esa falta de regla-
mentación, el Instituto determinó seguir 
adelante cuidando no condicionar la rea-
lización de la consulta al hecho de que 
se emitiera reglamentación municipal o 
bien, al solo hecho de que el ayuntamien-
to estuviese de acuerdo o no, pues ello 
podía generar un criterio que llevaría a 
retrasos no justificados en el ejercicio del 
derecho a la consulta de la comunidad so-
licitante y de las siguientes comunidades.

Dos aspectos más que resultaron com-
plejos de definir para la realización de las 
consultas reguladas en la Ley Orgánica 
Municipal fueron lo relativo al alcance de 
las preguntas que se harían a las comu-
nidades y a quiénes debía ser dirigida la 
consulta.

Con relación al diseño de la pregunta 
que se haría a la comunidad, preocupaba 
al Instituto que la misma se limitara a co-
nocer la intención de la comunidad sobre 
el derecho a elegir, gobernarse y adminis-
trarse de forma autónoma sin mencionar 
aspectos como montos específicos u otros 
aspectos que no estuvieran avalados por 
el acompañamiento de otras autoridades 
competentes como la Secretaria de Finan-
zas en el Estado de Michoacán, por lo que 
comenzamos con una sola pregunta en 
los siguientes términos: ¿Están de acuer-
do elegir, gobernarse y administrarse de 
forma autónoma?, pero en el proceso de 
cada consulta fuimos construyendo y en-
contrando necesidades de tal manera que 
finalmente transitamos a la realización 
de tres preguntas quedando de la siguien-
te manera:

1. ¿Están de acuerdo en autogobernar-
se mediante el ejercicio del presupuesto 
directo, una vez que la comunidad haya 
cumplido con los requerimientos y trámi-
tes fiscales necesarios para recibirlos?

2. ¿Están de acuerdo en ejercer todas 
las funciones de gobierno establecidas en 
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el artículo 118 de la Ley Orgánica Munici-
pal de Michoacán y que en consecuencia 
se transfiera a la comunidad la parte pro-
porcional, conforme al criterio poblacio-
nal, de todos los fondos y ramos estatales 
y federales que recibe el Ayuntamiento 
para cubrir dichas funciones?

3. ¿Están de acuerdo que sea un Con-
sejo Comunal, integrado de manera pari-
taria y de acuerdo con los usos y costum-
bres de la comunidad, quien administre 
dicho presupuesto y sea el responsable de 
su manejo ante la Auditoría Superior del 
Estado?

Lo anterior, en el entendido de que el ar-
tículo 118 de la Ley Orgánica se establece 
que las comunidades indígenas que deci-
dan ejercer su derecho al autogobierno 
podrán asumir las siguientes funciones:

a) Administrar libre y responsable-
mente los recursos presupuestales me-
diante aplicación directa, de conformi-
dad con las disposiciones aplicables.

b) Prestar los servicios públicos cata-
logados como municipales dentro de esta 
misma ley, pudiendo celebrar convenio 
de prestación de dichos servicios con el 
ayuntamiento respectivo.

c) Formular, aprobar y aplicar los pla-
nes de desarrollo comunal, de confor-
midad con sus mecanismos de gobierno 
interno, sus usos y costumbres, comuni-
cando dicho plan de desarrollo al ayun-
tamiento.

d) Organizar, estructurar y determi-
nar las funciones de su administración 
comunal conforme a sus propias formas 
de gobierno, normas, usos y costumbres. 

Por otro lado, el criterio poblacional ha 
sido asumido por la Sala Superior9 como 
un criterio para la distribución de los re-

9 Sala Superior del Tribunal Electoral del Po-
der Judicial de la Federación, expediente SUP-
JDC-1865/2015, Ciudad de México, a dieciocho de 
mayo de 2016, disponible en: www.te.gob.mx

cursos a las comunidades indígenas que 
deciden auto administrarse y que ha sido 
confirmado en por lo menos otras diez 
sentencias. 

Vale la pena destacar que durante la 
construcción estructural de las referidas 
preguntas se dieron momentos de incon-
formidad por algunas comunidades que 
decidieron impugnar e irse a tribunales 
para someter a consideración de los mis-
mos formas o estructuras distintas; sin 
embargo, tanto el Tribunal Electoral del 
Estado de Michoacán (TEEM) como en 
su momento la Sala Regional Toluca del 
TEPJF resolvieron que de acuerdo con los 
criterios ya fijados por la Suprema Corte 
de Justicia de la Nación las controversias 
relacionadas con el derecho a la admi-
nistración directa de recursos públicos 
federales, así como la transferencia de 
responsabilidades, no son tutelables me-
diante el sistema de control de legalidad y 
constitucionalidad en materia electoral.10 

10 Sala Regional del Tribunal Electoral del Po-
der Judicial de la Federación, correspondiente a la 
Quinta Circunscripción Plurinominal, expediente 
número ST-JDC-645/2021, Toluca de Lerdo, Estado 
de México, a trece de octubre de dos mil veintiuno, 
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Y entonces nos percatamos de la situa-
ción tan seria en la que hasta el momento 
de escribir estas líneas nos encontramos: 
la decisiones del Instituto Electoral en 
lo relativo al tipo de consultas que nos 
ocupan no tienen un órgano revisor y, lo 
que es peor, las comunidades indígenas 
en Michoacán no tienen un tribunal que 
les escuche y garantice el ejercicio de su 
derecho de forma adecuada, lo que resul-
ta verdaderamente preocupante, pues al 
día de hoy no se ha determinado a quién 
compete. El Instituto tiene muy clara su 
competencia para garantizar la consulta, 
pero los actos del Instituto de acuerdo 
con la lógica ya descrita deben ser revi-
sados por los tribunales electorales, quie-
nes se declaran incompetentes.

Por lo que ve a quién debe dirigirse la 
consulta, si bien éstas pueden realizarse 
en muchos casos a través de sus autorida-
des tradicionales, se estimó que concre-
tamente la consulta a que hace referencia 
la Ley Orgánica debía realizarse a toda 
la comunidad constituida en asamblea, 
por la relevancia del tema que afecta de 
forma importante a toda la comunidad, y 
tomando en consideración, además, que 
algunas de las consultas hechas sólo a las 
autoridades tradicionales nos habían lle-
vado a situaciones complejas frente a la 
magnitud de la decisión que se tomaría.

Un ejemplo muy claro fue el caso 
Nahuatzen en la sentencia TEEM-JDC-
035/201711, ya que había un grupo impor-
tante de personas de esa comunidad que 
no reconocía a las autoridades tradicio-
nales acreditadas en el juicio y se trataba 
de un grupo muy nutrido de personas que 
no estaba de acuerdo con la sentencia; 

disponible en: www.te.gob.mx
11 Tribunal Electoral del Estado de Michoacán, 

expediente número TEEM-JDC-035/2017, More-
lia, Michoacán, a seis de noviembre del dos mil 
diecisiete. Disponible en: http://transparencia.
teemcorreo.org.mx/archivos/f394bacuerdosgen-
PLENO/2017/noviembre/Resoluciones/Notifica-
ciones/07-11-2017%20%20TEEM-JDC-035-2017%20
SENTENCIA.pdf

sobre todo, señalaban que no tuvieron 
conocimiento de que se había hecho tal 
solicitud al tribunal y tampoco tuvieron 
la oportunidad de oponerse. Esto generó 
mucha inestabilidad social y política en 
la cabecera municipal, que ha perdurado 
por años y que a la fecha no se ha podido 
resolver.

Algo parecido sucedió con Santa Ma-
ría Sevina, en el expediente TEEM-JDC-
187/201812, con la diferencia de que tan-
to el grupo a favor de la administración 
directa de los recursos, como el grupo 
en contra, pudieron comparecer a juicio 
previo a la emisión de la sentencia, ambos 
grupos estaban representados por más de 
500 personas. Sin embargo, frente a este 
disyuntiva, el TEEM ordenó que se hiciera 
la consulta a toda la comunidad para pre-
guntarles si estaban de acuerdo en ejer-
cer ese derecho, y si la comunidad decía 
que sí, entonces, el propio IEM, en coor-
dinación con el ayuntamiento y todas las 
autoridades comunales, civiles, tradicio-
nales y cualquier otra, debía realizar una 
segunda consulta para que las referidas 
autoridades pudieran establecer quiénes 
iban a administrar y cuáles serían los ele-
mentos cualitativos y cuantitativos.

Con estas experiencias y conociendo 
el contexto de las comunidades indíge-
nas en Michoacán, el Consejo General del 
IEM, en el acuerdo IEM-CG-259/202113, 

12 Tribunal Electoral del Estado de Mi-
choacán, expediente número TEEM-JDC-187/2018, 
Morelia, Michoacán, a quince de agosto del 
dos mil diecinueve. Disponible en: https://
teemich.org.mx/wp-content/uploads/2022/02/
documento_5d56dd947758a.pdf

13 Acuerdo del Consejo General del Instituto 
Electoral de Michoacán por medio del cual se da 
respuesta al escrito signado por Martín Toral Ciri-
lo, Jefe de Tenencia Propietario, Luis Lázaro Nico, 
Jefe de Tenencia Suplente, Cosme Damián de Jesús 
Bravo Bravo, Presidente del Comisariado de Bie-
nes Comunales, todas autoridades tradicionales 
de la comunidad de Angahuan, así como por Luis 
Manuel Magaña Magaña, Presidente Municipal De 
Uruapan y Daniel Enrique Paz Hernández, Secre-
tario del Ayuntamiento de Uruapan, relativo al 
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derivado de la petición expresa de una co-
munidad en el sentido de que la consulta 
se hiciera a través las autoridades tradi-
cionales señalando todos los precedentes 
que hay en la materia, asumió como cri-
terio que las consultas indígenas que se 
hicieran en términos de la Ley Orgánica 
Municipal deben ser realizadas a la Asam-
blea General y no a través de sus autori-
dades; esto con la finalidad de que toda 
la comunidad tuviese la oportunidad de 
estar informada, de asistir a la asamblea, 
incluso de expresar sus dudas y votar.

Sin lugar a duda se tiene que recono-
cer a las autoridades tradicionales en los 
diferentes ámbitos de sus responsabilida-
des (comunal, agrario, etc.), pero también 
lo es que se tiene que consultar a la Asam-
blea General Comunitaria cuando existan 
razones que así lo justifiquen, y “elegir, 
gobernarse y administrarse de forma au-
tónoma” es un tema de gran relevancia 
que debe decidir toda la comunidad en 
su conjunto, no sólo sus autoridades, ya 
que dicha determinación atañe a toda la 
comunidad. Esta determinación también 

plan de trabajo para la consulta previa, libre e in-
formada a la comunidad de Angahuan, Michoacán. 
Acuerdo IEM-CG-259/2021, de fecha 24 de agosto 
de 2021, disponible en: www.iem.org.mx

fue controvertida en los Tribunales; sin 
embargo, se declararon incompetentes 
para conocer el tema, por tratarse de una 
consulta para la administración directa 
de los recursos.

IV. Retos y reflexiones

1. Antes de la definición del criterio de 
que la transferencia de recursos no es ma-
teria electoral, los Tribunales Electorales 
otorgaban el derecho de auto adminis-
trarse a las comunidades indígenas con la 
sola llegada de una autoridad tradicional 
que así lo solicitara sin que se consultara 
a la comunidad constituida en asamblea; 
es decir, el Tribunal tenía por acreditado 
el carácter jurídico de la autoridad tradi-
cional a nombre de la comunidad y, con 
ello, decretaba en sentencia que la comu-
nidad comenzaría a auto administrarse y 
autogobernarse, asumiendo como un he-
cho la voluntad de toda la comunidad (sin 
consulta previa), y en ese sentido vincu-
laba al órgano electoral para realizar una 
consulta dirigida sólo a las autoridades 
tradicionales que habían comparecido a 
juicio para definir los elementos cualita-
tivos y cuantitativos.

Por su parte, el modelo de la reforma 
en la Ley Orgánica a que hago referencia 
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en el presente texto permite garantizar 
que la comunidad en una asamblea pú-
blica, abierta, endógena, previa y debida-
mente informada pueda decidir sobre el 
futuro de su gobernabilidad y ya no sólo 
por sentencia, sin la certeza de la volun-
tad comunitaria; es decir, en vez de que el 
Tribunal Electoral dé por hecho la volun-
tad de una comunidad, el Instituto Elec-
toral primero pregunta a la asamblea si 
efectivamente es su deseo administrarse 
y, por ende, autogobernarse, y es en la 

se apegue a todos los principios legales 
y constitucionales), como un derecho de 
las comunidades y como una obligación 
de las autoridades. 

2. La solicitud de consulta a través de las 
autoridades tradicionales es una petición 
legitima respaldada por el marco jurídico 
nacional e internacional; sin embargo, se 
debe conocer el contexto político y so-
cial de las comunidades para determinar 
a quién debe dirigirse la consulta, según 
sea el caso; hay comunidades donde la 
amplia mayoría comparte el deseo para 
ejercer sus derechos y esto se refleja en 
el acercamiento con ellos y en el entorno 
comunitario y, por ende, realizar consul-
tas a través de sus autoridades no genera 
mayor problema; pero hay casos en los 
que hay disidencias evidentes y claras, 
hay dudas entre las y los habitantes de 
una comunidad y, en ese sentido, dirigir 
una consulta a las autoridades puede ge-
nerar problemáticas al interior, ya que 
los alcances de las consultas impactan a 
toda una comunidad y sus resultados son 
vinculantes para otras autoridades. Por 
tal motivo, cuando se perciben desacuer-
dos al interior de las comunidades, es im-
portante garantizar que las consultas se 
dirijan a toda la comunidad constituida 
en asamblea, de tal manera que todas y 
todos tengan la oportunidad de estar pre-
sentes en una fase informativa cierta e 
imparcial, en la que puedan plantear sus 
dudas y ejercer su derecho a votar a favor 
o en contra. 

3. La Ley Orgánica garantiza el ejercicio 
de los derechos de autogobierno de los 
pueblos y comunidades indígenas en Mi-
choacán, pero hace falta que los Tribuna-
les construyan una nueva interpretación 
o, en su caso, que precisen con claridad 
las competencias. Lo que resulta lamen-
table es que simplemente se declaren in-
competentes dejando sin una instancia a 
los pueblos originarios. 

asamblea en quien recae la decisión, ya 
no en los tribunales.

Desde este punto de vista los Tribuna-
les electorales deben replantear su inter-
pretación sobre el cambio de criterio en 
torno a la competencia para conocer de 
la transferencia de recursos a las comuni-
dades indígenas, en virtud de que –como 
ya se dijo– si bien anteriormente los Tri-
bunales decretaban el derecho desde la 
emisión de la sentencia, el objetivo es que 
ahora la decisión recaiga total y absolu-
tamente sobre la comunidad quedando 
en el campo del órgano electoral sólo lo 
relativo a la consulta como tal (para que 
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Escribo las presentes líneas a unos 
días de que la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación, máximo ór-

gano jurisdiccional de nuestro país, re-
solvió la controversia constitucional 
número 56/2021, promovida por el H. 
Ayuntamiento del municipio de Tanga-
mandapio, Michoacán, invalidando con 
ello las reformas realizadas por la LXXIV 
Legislatura a los artículos 112 al 120 de la 
Ley Orgánica Municipal del Estado de Mi-
choacán, relativas al presupuesto directo 
y a la prestación de servicios públicos por 
parte de las autoridades tradicionales pu-
blicadas con fecha 30 de marzo del 2021. 
La Suprema Corte de Justicia fundamenta 
su resolución con base en que el Congre-

Elvia Higuera Pérez

Cherán 2015: testimonio
de un cambio social, político 
y comunitario

Elvia Higuera Pérez
Académica, activista social, analista política, 
feminista. Ex fiscal para la Atención del 
Delito de Violencia Familiar en el Estado 
de Michoacán. Ex consejera del Instituto 
Electoral de Michoacán. Ex presidenta 
del Comité de Participación Ciudadana 
del Sistema Estatal Anticorrupción del 
Estado de Michoacán. Actualmente es 
secretaria técnica del Consejo Ciudadano 
del Municipio de Morelia y subsecretaria 
de Derechos Humanos de la Secretaría de 
Gobierno de Michoacán.

so del Estado de Michoacán no garantizó 
el derecho a la consulta en materia indí-
gena, considerando los principios que las 
rigen como previa, libre e informada, y 
considerando también la máxima publi-
cidad y acorde a un procedimiento cul-
turalmente adecuado para ello, todo en 
consenso con las comunidades que debe-
rían haber sido consultadas.

El análisis anterior resulta interesan-
te desde una perspectiva jurídica, pues la 
Suprema Corte en una visión garantista 
del derecho a la consulta, dado que de-
termina que al no haberse realizado las 
mismas en el proceso de reformas a la Ley 
Orgánica Municipal, en automático inva-
lida su contenido, reformas que, además, 
cabe destacar fueron impulsadas en gran 
medida por el actual gobernador cons-
titucional del estado de Michoacán, el 
maestro Alfredo Ramírez Bedolla, quien 
en su momento como diputado local fue 
un ferviente defensor de los derechos de 
autonomía, autodeterminación y auto-
gobierno (de los pueblos y comunidades 
originarios del estado, así como de los 
mecanismos de participación ciudadana), 
por lo que ahora como gobernador uno 
de los principales programas de su admi-
nistración es justamente el del reconoci-
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miento de los derechos de autogobierno 
y presupuesto directo de las comunida-
des originarias, generando con ello un 
nuevo paradigma en la relación estado-
comunidades y pueblos originarios para 
Michoacán. 

Desde un análisis muy personal, y de 
antemano ofrezco una disculpa por mi 
atrevimiento de cuestionar lo determi-
nado por nuestro máximo Tribunal, la 
resolución emitida significa un retroceso 
respecto a los logros y avances obtenidos 
en los años de lucha y resistencia que han 
librado los pueblos y comunidades origi-
narias, y a su vez, si bien sus resoluciones 
no son sujetas de consulta, en un ejercicio 
de justicia cercana a las y los integrantes 
de los pueblos y comunidades origina-
rios, quizá debió realizar un estudio de 
carácter complejo, que incluyera lo his-
tórico-social y antropológico mediante el 
cual palpara sus sentires y deseos, y así 
poder tener más elementos para consi-
derar si los foros de consulta realizados 
por el Congreso del Estado cumplían con 
el consenso y aceptación de las comuni-
dades y para ellos eran suficientes para 
lograr cristalizar una de las reformas en 
materia indígena más importantes que se 
habían logrado en Michoacán. 

Garantizar los derechos de autonomía, 
autogobierno y autodeterminación signi-
fica un nuevo planteamiento en la rela-
ción estado-pueblos indígenas, y conocer 
el significado de estos conceptos nos ayu-
da a comprender lo que el maestro por-
tugués Bouventura de Souza ha denomi-
nado las Epistemologías de Sur (su libro 
se llama Epistemología del sur. Es una sola 
epistemología), cuyo análisis ha permitido 
rescatar y reconocer un cúmulo de cono-
cimientos y experiencias (sabidurías) que 
nos llevan a tomar como válidas otras 
formas ancestrales de tener y obtener el 
conocimiento, pero también de otras for-
mas de ver e interpretar el ejercicio del 
poder y las diversas organizaciones co-
munitarias (saberes), en las cuales el sen-

tido de la vida, la libertad, la defensa de la 
fuente de vida como es la madre tierra y 
todo lo que de ella emana, adquiere otra 
dimensión y da un sentido de pertenencia 
y comunidad diverso al que nos ha sido 
impuesto desde una perspectiva occiden-
talizada (eurocéntrica), determinada por 
el sometimiento del ser, el saber, el poder 
y la naturaleza del mercado de consumo 
y el ejercicio del poder sólo para el bene-
ficio de unos cuantos.

Por ello considero que la resolución 
antes señalada no sólo lesiona el espíri-
tu transformador de lo que ya en varías 
comunidades originarias de Michoacán 
se había logrado respecto al derecho de 
obtener su presupuesto directo y ejercer 
su propio autogobierno, sino, además, la 
Suprema Corte deja de lado el principio 
de progresividad, uno de los más impor-
tantes en la teoría de los derechos huma-
nos, que significa que una vez que un de-
recho es obtenido y reconocido como tal, 
éste jamás debe ser retrocedido y –por 
el contrario– debe ser maximizado y po-
tencializado en la dimensión más garan-
tista del mismo. Esta interpretación no 
fue realizada por la Suprema Corte y, por 
tanto, con su resolución afecta derechos 
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de algunas comunidades como La Cante-
ra, perteneciente al municipio de Tanga-
mandapio, Michoacán.

Sin lugar a dudas aún queda un anda-
miaje jurídico que agotar ante el Sistema 
Interamericano de Derechos Humanos y 
la Corte Interamericana de Derechos Hu-
manos, sistema al que pertenece Méxi-
co, camino que, sin lugar a dudas, será 
complejo y quizá lento, toda vez que será 
quien determine si la resolución emitida 
por nuestro máximo tribunal jurisdiccio-
nal tuvo la razón al considerar que el Con-
greso del Estado de Michoacán violentó el 
derecho a la consulta en materia indíge-
na o revertirá esta determinación consi-
derando lo establecido en la Convención 
169 de la Organización Internacional del 
Trabajo, reconociendo que más allá de las 
resoluciones y reformas jurídicas existe 
una aspiración legitima, genuina e histó-
rica de los pueblos y comunidades indíge-
nas como lo es su derecho al presupuesto 
directo, autogobierno y, por supuesto, a 
que una deuda histórica como es la justi-
cia social sea algo a lo que puedan acce-
der los pueblos originarios de Michoacán.

El repicar de las campanas

Escribir un testimonio implica tener la 
oportunidad de ser testiga ya sea de un 
hecho histórico, lamentable o afortu-
nado, de algo o alguien. En esta tesitura 
comparto con ustedes la importante y 
trascendente experiencia que fue para 
mí el adentrarme en el conocimiento de 
los derechos colectivos de los pueblos y 
comunidades originarios, pero especial-
mente en el proceso de renovación del 
Consejo Mayor del municipio libre y au-
tónomo de Cherán, Michoacán, realizado 
en 2015.

Intentar comprender el significado 
de los conceptos de autogobierno, auto-
determinación y autonomía de los pue-
blos y comunidades originarias implica 
despojarnos de todo aquello que conoce-
mos respecto del ser, el saber, el poder y 
la organización política de nuestro país. 
Quienes nos formamos en el maravilloso 
conocimiento del derecho y las ciencias 
sociales aprendimos en nuestros años de 
estudiantes que México es una República 
Federal, integrada por estados y munici-
pios libres e independientes, pero en una 
correlación con la Federación en mate-
rias como la fiscal y la seguridad, entre 
algunas otras. 

Aprendimos también que –con base 
en nuestro sistema político– estamos or-
ganizados en tres órdenes de gobierno 
(federal, estatal y municipal) y que están 
integrados por autoridades que se eligen 
de manera periódica mediante el voto 
universal, libre y secreto; además, que es-
tas autoridades ejercen el poder derivado 
de la delegación de la soberanía que resi-
de en el pueblo, que es quien elige a sus 
autoridades a través de las propuestas de 
candidatos y candidatas que proponen 
los partidos políticos, aunque ahora ya 
también existen las y los candidatos in-
dependientes, pero respecto de los pue-
blos indígenas nunca tuve la oportunidad 
de conocer ni académica ni a través de 
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alguna práctica social sus formas de or-
ganización, designación e integración de 
órganos de gobierno tradicionales y, es-
pecialmente, el despojo y marginación de 
que habían sido objeto los pueblos y co-
munidades originarias, todo ante la omi-
sión no sólo de los gobiernos en turno, 
sino derivado de un modelo económico 
depredador y salvaje que les ha ido arre-
batando de manera sistemática recursos 
naturales, minerales, mantos acuíferos 
y territorios, pero especialmente que se 
han negado a reconocer sus formas de or-
ganización comunitaria y ancestral. 

Debo confesar que aunque siempre me 
he declarado una abierta y comprometi-
da defensora de los derechos y libertades 
–especialmente una apasionada luchado-
ra por la justicia social– nunca me había 
dado la oportunidad de comprender –ni 
en la teoría ni en la práctica– los deseos 
y los anhelos de justicia de los pueblos y 
comunidades originarias, disfrutar de los 
alimentos que ellos con amor producen, 
cultivan y solidariamente comparten, es-
cuchar el repicar de las campanas –bien 
sea como un señal de enojo o bien como 
una manifestación de alegría y festivi-
dad–, distinguir el significado de los colo-
res y las palabras acordes a los territorios, 
sus rituales llenos de misticismo y espiri-
tualidad con los que agradecen a los cua-
tro elementos (agua, fuego, tierra y aire) 
la oportunidad de ser y estar, es algo que 
profesionalmente pocas veces tenemos la 
oportunidad de experimentar. 

Mi primer acercamiento con los pue-
blos y comunidades originarios surgió a 
partir de que tuve la honrosa oportuni-
dad de ser consejera del Instituto Electo-
ral de Michoacán (IEM), cargo que obtuve 
después de una de las más importantes 
reformas políticas electorales que ha te-
nido nuestro sistema electoral, publicadas 
el 10 de junio de 2014. Después de diver-
sas, complejas y minuciosas evaluaciones 
logré tener el cargo de consejera electoral 
por tres años. Una vez estando ahí presi-

dí la Comisión de Pueblos Indígenas y uno 
de mis primeros retos fue organizar el 
proceso de renovación del Consejo Mayor 
del municipio libre y soberano de Cherán. 
En un ejercicio de honestidad debo seña-
lar que hasta ese momento no me había 
adentrado en el estudio de uno de los mo-
vimientos sociales emergentes más im-
portantes de nuestro estado en su historia 
reciente: el movimiento político social del 
municipio de San Francisco Cherán du-
rante 2011 (con un impacto generado ya 
desde 1994, con la aparición del Ejército 
Zapatista de Liberación Nacional). 

La lucha de las comuneras y los comu-
neros de San Francisco Cherán inició en 
2008, derivada de la corrupción e impu-
nidad con que actuaban sus autoridades 
municipales, todas ellas emanadas de los 
partidos políticos, lo cual también había 
fragmentado en gran medida a la comu-
nidad. En una fría madrugada de abril 
de 2011 surgió el movimiento de lucha y 
resistencia, en un primer momento por 
la defensa de sus bosques y territorios, 
mismos que estaban siendo depredados 
por bandas de la delincuencia organiza-
da, todo ello ante la complicidad de sus 
autoridades municipales. Los grupos de-
lincuenciales que actuaban con total im-
punidad impusieron un estado de terror 
y temor en la comunidad que era víctima 
de amenazas, extorsiones y secuestros. El 
detonante fue cuando un grupo de muje-
res de la comunidad, al salir de misa de la 
iglesia llamada “El Calvario” vieron bajar 
del cerro varios camiones repletos de tro-
zos de madera recién cortada, por lo que 
en ese momento replicaron las campanas 
de la iglesia para llamar a la comunidad 
y de un momento a otro la iglesia se fue 
llenando de mujeres, hombres, adoles-
centes, niños y niñas, de diferentes ba-
rrios, y sin importar ideologías políticas 
lograron detener los camiones, recuperar 
la madera y expulsar a los talamontes, 
sin imaginar que sería el inicio de una de 
las transformaciones políticas, sociales y 
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culturales más importantes para los pue-
blos y comunidades originarias del esta-
do de Michoacán. 

A partir de ese momento la comuni-
dad se organizó y mantuvo una resisten-
cia permanente. En 2011 solicitó al IEM la 
realización de una elección con base en 
sus “usos y costumbres”; sin embargo, 
al no existir un andamiaje jurídico en la 
materia, en septiembre del mismo año el 
IEM dio una respuesta negativa a su peti-
ción, por lo que mediante un juicio para 
la protección de los derechos político-
electorales del ciudadano lograron –en 
noviembre de 2011– que la Sala Superior 
del Tribunal Electoral del Poder Judicial 
de la Federación reconociera los derechos 
de autonomía y autodeterminación de la 
comunidad, por lo que ordenó al IEM la 
realización de una consulta previa, libre 
e informada a la comunidad. Agotado el 
proceso de consulta y ante la respuesta 
positiva de la comunidad para transitar 
hacia un sistema de gobierno tradicional, 
basado en usos y costumbres, se instaló el 
primer gobierno comunal tradicional de-
nominado Consejo Mayor de Cherán.

Otro logro interesante del gobierno 
indígena de Cherán fue cuando en 2012 
acudieron ante la Suprema Corte de Jus-
ticia para interponer un juicio en contra 
del entonces gobernador de Michoacán y 
del Congreso del Estado por haber apro-
bado una serie de reformas a la Cons-
titución en materia indígena sin haber 
garantizado el derecho a la consulta de 
la comunidad indígena de Cherán, por lo 
que en su resolución se reconocieron las 
figuras que coexistían en Cherán como 
comunidad indígena y como municipio 
indígena que tenía que ser consultado en 
todas las medidas administrativas y le-
gislativas que impactaran en la vida de la 
comunidad.

Cherán estaba construyendo por la vía 
jurídica y política un nuevo modelo de 
gobierno social comunitario que signifi-
caba una ruptura con el modelo político 

partidista, hecho que no fue bien visto ni 
por los partidos políticos ni por algunas 
estructuras del Poder Ejecutivo; sin em-
bargo, los vientos del cambio ya estaban 
en curso.

Reconstruir para construir un nuevo 
gobierno comunitario

El proceso de renovación del Consejo Ma-
yor de Cherán no fue nada sencillo; sin 
embargo, contar con el acompañamien-
to y solidaridad del consejero Humberto 
Urquiza Martínez, quien contaba con un 
profundo conocimiento y experiencia en 
la materia, así como del entonces presi-
dente del IEM, el doctor Ramón Hernán-
dez, quien con la claridad de los tiempos 
de cambio en que nos encontrábamos 
fue permitiendo la construcción de todas 
las etapas del proceso y, por supuesto, la 
comisión elegida por la comunidad para 
estos trabajos –quienes contaban con el 
acompañamiento del colectivo Emanci-
paciones– nos permitió transitar en un 
mismo lenguaje de manera respetuosa y 
reconociéndonos como partes de un mis-
mo proceso. Aquí es importante señalar 
que las resistencias –tanto en la materia 
indígena como en los derechos político-
electorales de las mujeres a partir de la 
implementación del principio de pari-
dad– no estuvieron ajenas a debates po-
lémicos y constantes en diversos momen-
tos en las mesas de trabajo con nuestros 
compañeros y compañeras consejeras.

Los obstáculos ante este nuevo mode-
lo para elegir autoridades tradicionales 
estuvieron presentes en varias discusio-
nes al seno del Consejo, pues había quie-
nes coincidíamos con generar un proce-
so de renovación del Consejo Mayor de 
Cherán lo más garantista posible, y al 
no haber un precedente en la materia ni 
en el ámbito constitucional ni en la Ley 
Electoral el procedimiento a seguir fue 
construido paso a paso con las y los inte-
grantes de la comisión de renovación in-
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tegrada por comuneros y comuneras, que 
para tales efectos fueron designados por 
la comunidad, lo que nos llevó reuniones 
prolongadas entre acuerdos, desacuerdos 
y encontrar puntos intermedios que nos 
permitieran avanzar. Los acuerdos fue-
ron resultados de un arduo proceso de 
negociación, especialmente porque im-
plicaba un nuevo modelo en materia elec-
toral a partir de otros principios y crite-
rios en los que la credencial de elector, las 
casillas, las boletas electorales, el voto, el 
cómputo y el escrutinio de los votos no 
tenían sentido alguno. Desde las prime-
ras reuniones vislumbré que estábamos 
ante un nuevo paradigma que nos podría 
llevar a sentar un precedente importante 
para la materia indígena en Michoacán y 
que estábamos ante una oportunidad ma-
ravillosa de ser parte de ese cambio.

Desde la elaboración de la convocato-
ria para que el municipio diera a conocer 
ante la comunidad la renovación de las 
autoridades tradicionales y para que co-
muneros y comuneras conocieran su con-
tenido, hasta la realización de asambleas 
por barrio y quienes podrían o no parti-
cipar en las mismas, fueron producto de 
acuerdos y consensos; sin embargo, algo 
que permanece fresco en mi memoria fue 
que una de las partes más complejas de in-
troducir en la convocatoria fue el estable-
cimiento del derecho de las comuneras a 
participar y ser votadas en las asambleas. 
Si bien ya se había establecido el princi-
pio de paridad a nivel constitucional, éste 
sólo abarcaba a los partidos políticos, por 
lo que las resistencias de la comisión que 
había sido elegida por la comunidad para 
la renovación del Consejo Mayor se hi-
cieron presentes en todo momento y en 
una reunión maratónica de casi un día 
completo logramos consensar con los in-
tegrantes de la comisión, casi todos hom-
bres, el derecho de las mujeres a partici-
par, estableciéndolo en la convocatoria.

Entre los argumentos que rememoro 
con profunda claridad por parte de los 

comuneros fue que la asamblea era sabia, 
y que si ahí se consideraba que hubie-
ra mujeres la asamblea lo determinaría. 
Ante ese razonamiento lo único que pude 
señalar en ese momento fue que no du-
daba de la sabiduría de la asamblea, pero 
que era importante ayudar a que esa sa-
biduría fluyera en las asambleas y que la 
mejor forma de hacerlo era garantizando 
el derecho de las mujeres a participar, 
por lo que establecerlo en la convocato-
ria daría certeza y seguridad a las muje-
res comuneras. Por ello era importante 

dejarlo asentado. Tras horas de un debate 
intenso y enriquecedor se logró estable-
cer el derecho de las mujeres a participar 
en la asamblea, no sólo con derecho a voz 
y voto, sino que también a ser parte del 
órgano de gobierno tradicional. 

A la par que transitábamos con la or-
ganización del proceso de renovación, 
un grupo de comuneros y comuneras 
intentó regresar al sistema de partidos, 
por lo que presentó una impugnación en 
contra del proceso. Después de una ardua 
deliberación decidimos determinar que 
no contábamos con las facultades para 
resolver sobre su solicitud, por lo que el 
grupo recurrió ante el Tribunal Electoral 
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del Poder Judicial de la Federación, cuya 
resolución determinó una nueva consulta 
a la comunidad para que ésta fuera quien 
determinara si mantenían su gobierno 
tradicional o regresaban al sistema de 
partidos. La comunidad acordó realizar 
el proceso de consulta en sus fogatas, que 
fueron esas iniciales formas de organiza-
ción social, donde la comunidad se reunía 
en las frías noches, prendían una fogata 
y ahí deliberaban sobre lo que conside-
raban sería lo mejor para la comunidad, 
esto en el momento álgido de la lucha y 
resistencia. La consulta a esas formas 
primarias de organización comunitaria 
fueron validadas por la autoridad juris-
diccional electoral y los trabajos para la 
renovación del Consejo Mayor del muni-
cipio libre y autónomo de Cherán debe-
rían continuar. Contrario a generar una 
confrontación entre quienes aspiraban a 
regresar al sistema de partidos y quienes 
estaban por el gobierno basado en usos y 
costumbres, la determinación fortaleció 
el gobierno comunitario. Los cambios ya 
eran notorios y Cherán estaba dando el 
gran ejemplo de que era posible organi-
zarse en una forma de gobierno basado 
en un nuevo modelo político y social en el 
que el bien común tiene un sentido dife-
rente: la comunalidad.

Finalmente se realizaron las consul-
tas. Para efectos de organización fueron 
cuatro, una por cada barrio, de las cuales 
tres integrantes del Consejo Mayor serían 
elegidos en cada una, dando un total de 
doce consejeros y consejeras. No recuer-
do si me tocó presidir la del barrio de San 
Juan o San Pedro, pero el ambiente era 
festivo y pese a que algunos comuneros 
no pertenecientes al barrio intentaron 
entrar a la asamblea para proponerse 
como integrantes del Consejo, la misma 
autoridad que presidia la asamblea les 
cerró el paso, dando orden y certeza a la 
misma, y las comuneras y comuneros re-
conocidos como pertenecientes al barrio 
fueron ingresando a la asamblea. Aquí 

cabe destacar que el acuerdo con la comu-
nidad fue no utilizar credenciales de elec-
tor, pues bastaba el solo reconocimiento 
entre ellos y ellas para determinar quién 
tenía derecho a participar, siendo tres los 
requisitos: vivir en el barrio en el que se 
participaba, ser mayor de edad y, en el 
caso de ser menor, estar ya emancipado, 
lo cual se obtiene a través de la institu-
ción del matrimonio o bien vivir en con-
cubinato, pues a partir de ese momento 
ya se adquieren responsabilidades y de-
rechos frente a la comunidad como reali-
zar faenas, participar en las asambleas o 
ser carguero en las fiestas tradicionales. 

Instalada la asamblea fueron propo-
niéndose los nombres de las personas que 
la comunidad consideraba para ser parte 
del órgano de gobierno. No recuerdo con 
claridad cuántos fueron propuestos, pero 
sí tengo presente que fueron nombrados 
hombres y mujeres, quienes pasaron al 
frente de la asamblea y en un promedio 
de diez minutos expusieron de manera 
verbal lo que ellos y ellas harían en be-
neficio de la comunidad. Las propuestas 
realizadas abordaron temáticas de segu-
ridad, medio ambiente, desarrollo soste-
nible, programas de corte social, educa-
ción y salud; fueron propuestas concretas 
y concisas, en las que no hubo necesidad 
de propaganda, medios de comunicación 
o gastos onerosos, de cara a las comune-
ras y los comuneros señalaron de manera 
honesta lo que harían en beneficio de la 
comunidad y el porqué de sus aspiracio-
nes a ser integrantes del Consejo Mayor.

Una vez definidas las personas pro-
puestas por la asamblea se realizó la elec-
ción, que fue en filas frente a la persona 
que quizá más confianza les había dado o 
bien los había convencido de porqué eran 
los y las idóneas para ser autoridades. 
Frente a las y los comuneros propues-
tos se hicieron largas filas, mismas que 
fueron contadas una a una con la asis-
tencia del personal del Instituto y con la 
observancia de un comunero. Realizado 
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el conteo correspondiente, se señaló en 
carteles los nombres de las personas que 
habían obtenido el mayor número respal-
dos ciudadanos y quienes a su vez ya eran 
integrantes del Consejo Mayor, todo ello 
de manera clara, abierta y transparente 
frente a la comunidad que aceptó de ma-
nera pacífica los resultados, iniciando así 
los festejos correspondientes por la de-
signación de sus propuestas.

Concluidas las otras tres asambleas, el 
punto de reunión fue la plaza principal 
del municipio. Las pirekuas impregnaban 
con sus letras el ambiente festivo de la 
comunidad y los olores y colores fueron 
reemplazando el estrés con que habíamos 
iniciado los trabajos. El paso siguiente fue 
entregar las correspondientes constan-
cias mediante las que el IEM les reconocía 
como autoridades electas y el periodo por 
el que habían sido designadas. Con esto 
cristalizábamos horas, días y meses de 
trabajo en los que siempre el compromi-
so fue llevar el proceso de renovación del 
Consejo Mayor a buen puerto, respetan-
do en todo momento lo acordado con la 
comisión de renovación y reconociendo a 
las autoridades y al gobierno libre y autó-
nomo de Cherán como una nueva forma 
de organización política comunitaria. 

Sin lugar a dudas, con el devenir del 
tiempo y esperando mi sentir no se asu-
ma como un gesto de arrogancia, tengo la 
certeza, emoción y seguridad de que fui-
mos parte de un cambio histórico y trans-
formador que cambiaría la organización 
política, cultural y social de los pueblos 
y comunidades originarias del estado de 
Michoacán.

Un devenir incierto

Cierro el presente testimonio con la as-
piración utópica de que en poco tiempo 
los pueblos y comunidades originarias, 
no solo de Michoacán, sino las del norte 
al sur de nuestro país y de nuestra Latino-
américa puedan en un momento cercano 

recuperar la grandeza de su cultura, tra-
diciones, creencias, lenguas maternas y, 
por supuesto, sus formas tradicionales de 
organización social, cultural, económica 
y política. Es urgente e imperante volver 
a formas ancestrales de sentir y pensar y 
replantearnos el significado de lo que es 
vida en comunidad.

Su resistencia y lucha ha sido ardua y 
seguramente se mantendrá durante algu-
nos años más; sin embargo, estamos ante 
una oportunidad histórica de replantear la 
relación estado-comunidades originarias. 
Éstas deben dejar de verse como cotos de 
poder político y, por el contrario, desde los 
gobiernos municipales se les debe recono-
cer las condiciones de abandono, injusticia 
social, discriminación y marginación que 
han imperado en contra de los pueblos y 
comunidades originarias, en quienes re-
cae no sólo la mayor pobreza y profunda 
desigualdad, sino todas las violaciones sis-
temáticas a los derechos humanos más bá-
sicos como la salud, educación, seguridad 
alimentaria y acceso a la justicia. 

Reconocer los derechos de los pue-
blos y comunidades originarias a vivir en 
igualdad, no discriminación, acorde a sus 
formas ancestrales de organizarse social 
y políticamente no sólo transita por ser 
un tema de derechos sino de justicia so-
cial, y en este principio y valor nuestro 
sistema democrático tiene deudas histó-
ricas para con ellos. 

Cherán, como municipio, y Santa Cruz 
Tanaco, San Francisco Pichátaro y algu-
nas otras tenencias originarias han pues-
to de manifiesto que se puede romper con 
el monopolio de los partidos políticos, los 
que por cierto enfrentan graves proble-
mas de confianza y credibilidad ciuda-
dana; también reflejan que existen otras 
formas de organización social, económica 
y política, las que parten de los ideales de 
bien común y de la justicia social, y han 
demostrado –como lo dijo el gran pensa-
dor Eduardo Galeano– que otro mundo es 
posible. 
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ciones que el continente contaba con un 
orden social, político y económico, con 
un fuerte sentido de identidad en cada 
una de las culturas que permanecían en 
Mesoamérica. Ahora bien, la parte de la 
historia con la llegada de los españoles 
ya la conocemos la mayoría y sería in-
necesario abordarla con detalle. Néstor 
García Canclini en su libro Hibridación 
cultural nos describe con el mayor análi-
sis posible que es evidente que cualquier 
cultura está a la orden del cambio cons-
tante, siendo éste un proceso natural de 
los pueblos originarios al adaptarse a las 
nuevas demandas económicas, culturales 
y políticas de su entorno social.

La cultura p’urhepecha no ha sido la 
excepción. A través de los años diversas 
comunidades de las cuatro regiones (ca-
ñada, ciénega, lago y sierra) han levan-
tado su puño de lucha por defender sus 
tierras, tradiciones, lengua, sincretismo, 
y al referirme “años” hablo de varios 
momentos históricos como la Constitu-
ción de Cádiz 1812, la Ley de Desamorti-
zación de 1856, el decreto de 1877 en el 
que estipulaba que todas las comunida-
des debían de extinguirse, en 1902 previo 
a la Revolución mexicana, en 1945 con la 
restitución de las tierras comunales; par-
ticularmente en Ueamo, en 1980 con la 
lucha social de Elpidio Domínguez por la 
defensa de la tierra con Quiroga, y tantos 
otros episodios intermedios que ha vivi-
do Santa Fe de la Laguna por defender su 

Luis Esteban Huacuz Dimas 

Santa Fe de la Laguna, 
comunidad en pie de lucha

Luis Esteban Huacuz Dimas 
Soy originario de la comunidad indígena 
de Santa Fe de la Laguna, antes Ueamo, 
a la ribera del lago de Pátzcuaro. 
Actualmente laboro como académico de 
tiempo completo en la Escuela Nacional 
de Estudios Superiores, Unidad Morelia de 
la UNAM, como encargado del Programa 
Interdisciplinar de Interacción Social con 
la región lacustre (IIXU UNAM) y como 
docente en la Universidad Latina de 
América (UNLA). Dentro de mi comunidad 
he participado en los cargos de barrio que 
se me han encomendado, como equipo de 
la representación de barrio, cooperando 
para fiestas y faenas; asimismo, mi trabajo 
académico me ha llevado a realizar 
acciones de vinculación académico-cultural 
en beneficio de mi comunidad a través 
de proyectos de impacto ambiental, 
de intercambio de saberes y realizando 
acciones para la preservación de la música 
tradicional p’urhepecha. 

Hablar de cualquier etnia in-
doamericana es hablar de diver-
sas y variadas formas de lucha 

por subsistir en un mundo donde los mo-
delos eurocentristas sobresalen y tienden 
a presionar con tal fuerza a las culturas 
precolombinas hasta llevarlas al punto de 
quiebre social, económico, cultural y po-
lítico. Ésta es una realidad para cientos de 
culturas originarias que se han transfor-
mado o desaparecido por completo.

En el México prehispánico la historia 
nos señala a través de las documenta-
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forma de organización tradicional.
La comunidad a la que pertenezco tie-

ne la gran particularidad de ser un asen-
tamiento indígena fundado por don Vas-
co de Quiroga, y que a través de sus leyes 
y ordenanzas organizó a este pueblo dan-
do una estructura política y social, orden 
que en su momento atendió la demanda 
de cristianizar desde un pensamiento 
humanista a la mayor parte del pueblo 
p’urhepecha. Siendo entonces Santa Fe 
de la Laguna un referente de organiza-
ción política para las demás comunida-
des p’urhepecha del siglo XV, ejemplo de 
ello fueron las elecciones por rueda para 
nombrar autoridades, actividades reli-
giosas, entre otras decisiones comunales, 
hoy día llamadas asambleas generales.

La forma de organización precolom-
bina ya nos hablaba de una estructura 
política gobernada por un cazonci y re-
presentada por un petamuti y el capitán 
general en lo religioso y en la guerra, de 
manera que su modelo de justicia se basa-
ba en el respeto que tenían con su entor-
no y en el extremo caso de infringir la ley 
eras sentenciado a la muerte. Asimismo, 
la tenencia y su derecho de propiedad la 
ostentaba el cazonci; todas estas formas 
de organización es lo que hoy día se de-
finen como formas tradicionales de auto-
gobierno. 

El autogobierno para Santa Fe de la 
Laguna, luchado y peleado desde el 2017, 
ha representado un cambio importante 
en la forma de organización política y 
económica. Aunado a la repartición del 
presupuesto que le corresponde al per-
tenecer al estado de Michoacán, deja un 
importante precedente para las nuevas 
generaciones. 

En aspectos que benefician el desarro-
llo social y étnico del pueblo p’urhepecha 
es importante mencionar que por fin 
el Estado a través de la Constitución ha 
reconocido otras formas de gobierno, 
sus usos y sus costumbres, lo que resal-
ta particularmente en la comunidad de 

Santa Fe de la Laguna una satisfacción de 
reconocimiento a otras idiosincrasias, al 
derecho de defender su territorio, su len-
gua y su propia identidad. Por otra par-
te, la decisión de administrar un recurso 
propio desde las comunidades indígenas 
ha impactado visiblemente en el mejo-
ramiento de varias necesidades que los 
pueblos venían demandando a sus mu-
nicipios y que durante muchos años no 
habían sido atendidas. Ejemplo de ello en 
Santa Fe de la Laguna antes de la asigna-
ción del recurso directo: carecía de ser-
vicios de saneamiento, carencias en su 
alumbrado público, falta de atención en 
obras públicas, carente servicio de reco-
lección de basura, por lo que impactaba 
en problemas de inseguridad y salud, 
principalmente. 

En el caso particular de Santa Fe, la 
comunidad decidió conformar una ter-
cera figura de autoridad (además de los 
jefes tradicionales y el representante de 
bienes comunales), la Coordinación Co-
munal, la cual tiene la función específica 
de administrar los recursos, apegándose 
a los lineamientos fiscales que demanda 
la nación y el propio Estado. Esta estruc-
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tura se planteó con la finalidad de que 
los propios integrantes de la comunidad 
atendieran las demandas de su pueblo, 
logrando tener una distribución de car-
gos equitativa entre hombres y mujeres, 
así como una pareja distribución de re-

presentaciones en los ocho barrios que 
conforman la Coordinación (ver imagen). 

El resultado es evidente cuando vives 
en la comunidad y te das cuenta que al 
día de hoy contamos con personal de vi-
gilancia permanente, personal para la 

Imagen con las partes e integrantes por barrio que componen esta autoridad en la comunidad de 
Santa Fe de la Laguna.
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limpieza de los espacios públicos, reco-
lección periódica de basura, compra de 
maquinaria para el campo, mejoramiento 
de las calles y empedrados principales; 
asimismo, realizando actividades de apo-
yo psicológico, jornadas de salud para la 
prevención de las adicciones y exámenes 
de la vista, entre otras acciones.

Ahora bien, observando las nuevas 
responsabilidades desde una perspectiva 
social, ha repercutido directamente en 
las familias que tienen la responsabilidad 
de coordinar y administrar dicho recur-
so, ya que no es responsabilidad menor 
tomar decisiones para ejercer el recurso 
público y afrontar las observaciones o 
críticas de la misma comunidad. 

Para las pequeñas sociedades como 
lo son las comunidades indígenas de Mi-
choacán, o como lo es Santa Fe de la La-
guna que cuenta con un aproximado de 
5 mil habitantes, y al organizarse polí-
ticamente por asamblea general como 
su mayor órgano de autoridad, da pie a 
generar cierto vicio y tropiezos en los 
procedimientos administrativos, porque 
constantemente son cuestionados por 
familiares o personas cercanas a los in-
tegrantes de la Coordinación, su trabajo 
y su quehacer, resultando en conflictos 
familiares por el manejo del recurso pú-
blico. 

Por tanto, es real que esta nueva for-
ma de organización tiene un gran reto 
comunitariamente hablando y en sus ma-
nos la responsabilidad de que esta nueva 
administración y reconocimiento a la for-
ma de gobierno comunal la lleve por buen 
camino, o, por otra parte, en un escenario 
desafortunado, al primer error o falta ad-
ministrativa, el Estado podría reclamar la 
autoridad de administrar su recurso. 

Pero como título mi testimonio, Santa 

Fe de la Laguna, comunidad en pie de lucha, 
mi comunidad sabrá reponerse ante cual-
quier adversidad y continuar con la lucha 
por la defensa de sus prácticas, territorio, 
orden político, identidad, usos, costum-
bres y por todo lo que para el p’urhepecha 
representa y le define. Al día, Santa Fe es 
una de las doce comunidades con auto-
gobierno, más otras catorce que están en 
proceso.

 La defensa de nuestra identidad indí-
gena siempre será la bandera que se le-
vante. Trabajar y abonar por una nación 

multiétnica y plurilingüística será nues-
tra responsabilidad, con el fin de formar 
sociedades responsables y respetuosas 
de todas manifestaciones diversas y mul-
ticulturales, erradicando la discrimina-
ción, el clasismo y la represión contra los 
grupos minoritarios. Por esto y por más 
razones, el pueblo de Santa Fe de la La-
guna refrenda su grito de lucha: Juchari 
Uinápekua.
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En Michoacán no tenemos un re-
curso judicial efectivo que permita 
a las personas inconformarse en 

contra del desarrollo de las consultas in-
dígenas. La Convención Americana sobre 

José Martín Ramos Ruiz

La consulta previa, libre e 
informada y el derecho al 
recurso judicial efectivo

José Martín Ramos Ruiz
Maestro en Derecho. Actualmente 
cursa doctorado en Ciencias Jurídicas. 
Universidad Michoacana de San Nicolás 
de Hidalgo.
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Derechos Humanos mandata a los estados 
parte a que garanticen el derecho al re-
curso judicial efectivo, es decir, que las 
personas cuenten con un juicio a su al-
cance en el que un juzgador independien-
te decida si sus derechos fueron violados 
o no.

Sin embargo, la legislación de Mi-
choacán no contempla ningún recurso 
que permita a los ciudadanos reclamar 
ante un tribunal las violaciones que pu-
dieron darse en el desarrollo de la consul-
ta indígena. Por tanto, si en Michoacán 
no hay un recurso que permita lo ante-
rior, está en desacato de lo mandatado 
por la Convención Americana, lo que deja 
en indefensión a sus habitantes.

El 30 de marzo del 2021 fue publicada 
en el Periódico Oficial del Gobierno Cons-
titucional del Estado de Michoacán de 
Ocampo la nueva Ley Orgánica Municipal 
del Estado de Michoacán, la cual, entre 
otras cosas, contempla un procedimien-
to para que las comunidades indígenas 
transiten del “sistema de partidos” al 
denominado autogobierno y ejercicio del 
presupuesto directo. Este procedimiento 
ha dado lugar a que diversas comunida-
des indígenas accionen el procedimiento 
para ejercer el derecho político de auto-
determinación. Mucho se ha hablado de 
las supuestas bondades que el denomina-
do autogobierno trae consigo, pero poco 
(o muy poco) se habla sobre los retos y di-
ficultades que ello conlleva, así como sus 
deficiencias. 

Así pues, y en virtud de lo anterior, 
Michoacán está atravesando un momen-
to crucial jurídicamente hablando, y es 
que las denominadas consultas sobre 
autogobierno han tomado un papel pre-
ponderante en el campo jurídico estatal, 
ya que ha sido accionada una gran canti-
dad de procedimientos para determinar 
si una comunidad indígena desea auto-
gobernarse y acceder al presupuesto di-
recto que proporcionalmente le puede 
corresponder, así como a prestar los ser-

vicios públicos que, hasta entonces, esté 
prestando el gobierno municipal, tales 
como alumbrado público, alcantarillado, 
saneamiento de aguas, agua potable, par-
ques y jardines, panteones y rastro muni-
cipal, entre otros. 

La puesta en marcha de este mecanis-
mo ha dejado más dudas que respuestas, 
ya que es un campo aún inhóspito por-
que la somera legislación no permite dar 
absoluta certeza sobre la validez de la 
misma y la manera en la que se deberán 
transparentar, fiscalizar y rendir cuentas 
de los recursos públicos. Asimismo, deja 
en estado de indefensión a los interesa-
dos que consideran que el procedimiento 
no fue llevado a cabo de manera correcta, 
toda vez que no existe en Michoacán un 
procedimiento judicial efectivo que diri-
ma tales controversias, lo cual constituye 
una flagrante violación al derecho huma-
no de acceso a la justicia. Mucho camino 
hay por recorrer, pero desconocemos si 
vamos en la dirección correcta. 

La Ley Orgánica Municipal contempla 
en su texto un procedimiento mediante el 
que las comunidades pueden solicitar el 
desarrollo de una consulta previa, libre e 
informada y así determinar si es su deseo 
continuar en el sistema de partidos o si 
quieren transitar al autogobierno. Éste es 
un derecho político que consiste en que 
la comunidad decida de manera sobera-
na la forma en la que se ha de organizar 
internamente, es decir, si pretende que 
prevalezca un jefe de tenencia, un con-
sejo colegiado, la forma de su elección, 
un triunvirato, o la forma que tradicio-
nalmente más les convenga. Asimismo, 
se puede traducir en que la comunidad 
solicite al Gobierno del Estado la trans-
ferencia de los recursos públicos munici-
pales que proporcionalmente le pueden 
corresponder. 

El desarrollo de la consulta, en térmi-
nos de la ley, no es del todo claro, puesto 
que la legislación presenta áreas de opor-
tunidad que dotarían de certeza el desa-
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rrollo de la consulta. Entre las deficien-
cias legislativas se encuentra la ausencia 
de un estándar objetivo de validez para 
poder concluir que cierta comunidad 
efectivamente desea autogobernarse, la 
ambigüedad sobre la petición de la con-
sulta y la falta de regulación sobre los 
procedimientos y trámites administrati-
vos a seguir para la correcta transferen-
cia de recursos. 

La falta de un estándar objetivo de va-
lidez consiste en que la ley no contempla 
una cantidad determinada de votación o 
un porcentaje de sufragios para que cer-
teramente se concluya que es voluntad 
soberana de la comunidad autogobernar-
se. Es decir, en una comunidad indígena 
de 6,000 habitantes pueden acudir a la 
consulta 300, de los cuales si 151 votan a 
favor del autogobierno la consulta sería 
válida. Eso significa que el 2.5 por ciento 
de los habitantes estaría decidiendo so-
bre el resto de la comunidad, asumiendo 
que también es deseo de los ausentes au-
togobernarse, premisa que es incorrecta. 

Lo anterior ya ha acontecido. En la 
comunidad de Carapan, municipio de 
Chilchota, según cifras del INEGI, la po-
blación asciende a 6,867 habitantes, de 
los que, según el Acuerdo General del IEM 
016/2022, votaron a favor del autogobier-
no 789 personas. Por tanto, el 11.49 por 
ciento de la comunidad decidió autogo-
bernarse, mientras que fueron excluidas 
de tal determinación el 88.51 por ciento, 
o que corresponde a que más de 6 mil 
personas no fueron tomadas en cuenta 
en tal determinación que sí les afectaría.

En el caso de La Cantera, la población 
es de 5,113, mientras que en la consulta 
participaron 1,242 personas, de las que 
1,126 optaron por el autogobierno. Es 
decir, el 22.02 por ciento de las personas 
estuvo a favor de autogobernarse, mien-
tras que el resto no participó o estuvo en 
desacuerdo. 

Así podríamos continuar haciendo el 
presente análisis y corroborar que las 

consultas realizadas no son representati-
vas de la totalidad de la comunidad, pero 
que, a pesar de ello, el Consejo General del 
Instituto Electoral del IEM sí valida los re-
sultados.

Es pertinente recordar que el autogo-
bierno es un derecho político y substan-
ciado por un organismo electoral, el que 
está obligado, por competencia y mate-
ria, a observar los principios rectores en 
la materia, contemplados en el inciso b), 
fracción IV, del artículo 116 de la Cons-
titución, como lo son certeza, imparcia-
lidad, independencia, legalidad, máxima 
publicidad y objetividad. Así, el principio 
de certeza no se observa en el desarrollo 
de las consultas, puesto que, al no con-
templar la ley una cantidad específica y 
necesaria de ciudadanos que opten por el 
autogobierno, no podemos estar ciertos 
de que en realidad la comunidad sí desea 
autogobernarse, sin mencionar el resto 
de los principios que pudieran no ser ob-
servados.

En lo referente a la ambigüedad sobre 
la petición de la consulta, también la ley 
es omisa al no establecer con exactitud 
por conducto de quién será presentada 
la solicitud de consulta. La ley prevé que 
esencialmente las jefaturas de tenencia 
sean las que soliciten el desarrollo de la 
consulta; sin embargo, también contem-
pla la posibilidad de que una tercera per-
sona sea designada en asamblea. Así pues, 
la solicitud la puede hacer tanto el jefe de 
tenencia como un tercero. Esto, además 
de no observar el principio de certeza 
ya aludido, se traduce en muchos de los 
casos en que la comunidad tenga dos li-
deres: un jefe de tenencia y un, digamos, 
autorizado, para realizar los trámites de 
autogobierno, convirtiéndose a la postre 
en un conflicto interno. 

Finalmente, los trámites administra-
tivos a seguir para la adecuada transfe-
rencia de los recursos públicos tampoco 
son claros. El procedimiento de transfe-
rencia de recursos públicos es regulado 
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por una multiplicidad de legislación y en 
ella participan diversas instituciones. Es 
necesario el reconocimiento legal de un 
ente que administre recursos públicos, el 
Registro Federal de Contribuyentes, Fir-
ma Electrónica, apertura de cuentas ban-
carias, el reconocimiento de un “consejo 
de administración” y, finalmente, y de lo 
que nadie ha hablado públicamente, el 
otorgamiento de fianzas para garantizar 
la buena administración de recursos, que, 
dicho sea de paso, se desconoce el origen 
de los recursos de la misma. Así pues, la 
ley omite categóricamente lo anterior, 
deficiencia que fue subsanada con un de-
nominado “protocolo” que carece de vin-
culatoriedad y que, en muchas ocasiones, 
no se sigue a cabalidad por parte princi-
palmente del Gobierno del Estado. 

Las anteriores circunstancias, entre 
muchas otras, no otorgan la certeza y le-
galidad a la totalidad del procedimiento 
y, al existir esta duda jurídica, lo proce-
dente es recurrir a los órganos jurisdic-
cionales para los efectos de que un juzga-
dor determine si el proceso de consulta 
fue llevado a cabo de manera correcta o 
no. Es ahí donde encontramos la mayor 
dificultad. 

El artículo 25 de la Convención Ame-
ricana sobre Derechos Humanos dispone 

que toda persona tenga derecho a un re-
curso sencillo y rápido o a cualquier otro 
recurso efectivo ante los tribunales o jue-
ces competentes que la ampare contra 
actos que violen sus derechos fundamen-
tales. Es decir, que las personas debemos 
tener a nuestro alcance la posibilidad de 
inconformarnos ante un órgano jurisdic-
cional cuando estimemos que nuestros 
derechos no han sido respetados. Sin em-
bargo, en materia de consultas indígenas, 
en Michoacán esto no es así.

La consulta previa, libre e informada 
es un procedimiento de democracia di-
recta que tiene como finalidad garantizar 
los derechos políticos de las personas que 
integran una comunidad indígena. Por 
tanto, pudiéramos suponer que, cuando 
se han violado los derechos de las per-
sonas en el desarrollo de la consulta, el 
procedimiento al cual podemos concurrir 
es el juicio para la protección de los de-
rechos político-electorales del ciudadano 
(JDC) el que se substancia ante los órga-
nos jurisdiccionales en materia electoral. 

Sin embargo, desde el amparo en re-
visión 46/2018, la Segunda Sala de la Su-
prema Corte de Justicia de la Nación ha 
determinado que la consulta tiene reper-
cusiones administrativas y que la compe-
tencia para conocer tales controversias 
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no le corresponde a los tribunales electo-
rales, sino a una sala de justicia indígena 
por lo que ve a Oaxaca, lo que motivó que 
la Sala Superior y las Salas Regionales del 
Tribunal Electoral del Poder Judicial de la 
Federación abandonaran los criterios que 
determinaban que el mecanismo para in-
conformarse en contra de la celebración 
de las consultas era el JDC. Así pues, ante 
la inexistencia de una sala de justicia in-
dígena en Michoacán, no hay un órgano 
jurisdiccional que dirima las controver-
sias que se deriven de las violaciones que 
pudieran existir en el desarrollo de las 
consultas. 

En esta búsqueda de jurisdicción se 
ha recurrido a diversos órganos jurisdic-
cionales para encontrar en Michoacán 
la instancia que le corresponde dirimir 
los conflictos en la materia. Tomando 
en consideración el criterio de la Segun-
da Sala, consistente en que las consultas 
entrañan disposiciones administrativas, 
lo conducente sería acudir al Tribunal 
de Justicia Administrativa del Estado de 
Michoacán. Sin embargo, en un medio 
de impugnación promovido ante tal au-
toridad, la demanda fue desechada por 
estimar que es materia electoral; asi-
mismo, refirió el juzgado que indistin-
tamente de que la Segunda Sala del Alto 
Tribunal haya adoptado el criterio alu-
dido, no sería adoptado por el Tribunal 
Administrativo. Inconformes, los actores 
promovieron recurso en contra del des-
echamiento de la demanda, para que una 
Sala determine lo conducente. La segun-
da instancia confirmó el desechamiento, 
pero ahora argumentando que el ayunta-
miento no tenía facultades para afectar 
la administración municipal. Por supues-
to, tal circunstancia fue reclamada ante 
un juez de amparo quien está próximo a 
resolver. 

Los anteriores argumentos, lejos de 
abonar a la seguridad jurídica y a dotar 
de un recurso judicial efectivo, constitu-
yen meros pretextos por parte de los juz-

gadores administrativos que, por motivos 
desconocidos, no asumen la jurisdicción 
que corresponde y que la Corte ha ilus-
trado. 

En materia de amparo los resultados 
han sido un poco mejores, pero sin ser 
los idóneos. Ante los juzgados de distrito 
ha sido promovida una gran cantidad de 
amparos con la finalidad de acceder a la 
efectiva jurisdicción; sin embargo, tam-
poco han entrado al fondo del asunto so-
bre las consultas, ya que al versar éstos 
sobre conflictos de grupos internos de 
comunidades indígenas, se dicen incom-
petentes para conocer y los procedimien-
tos terminan sobreseyéndose. Si bien han 
existido algunas suspensiones, también 
lo es que los argumentos expuestos han 
sido insuficientes para poder entrar al 
fondo del asunto y estudiar a la luz de 
la Constitución sobre si las consultas se 
apegan al marco constitucional y si la Ley 
Orgánica Municipal efectivamente es ar-
mónica con la norma suprema. 

Otro mecanismo que se ha accionado 
han sido las controversias constituciona-
les; sin embargo, por su propia naturaleza 
no cumple con lo dispuesto en el artículo 
25 de la Corte Americana sobre Derechos 
Humanos. La controversia es un mecanis-
mo de control constitucional que tiene 
como finalidad dirimir las controversias 
entre órganos de gobierno o poderes que 
estimen que han sido invadidas en su es-
fera de competencias. En este sentido, el 
procedimiento se acciona por los entes 
legitimados, como lo puede ser un poder, 
un ayuntamiento, una dependencia cen-
tralizada, descentralizada o un órgano 
constitucional autónomo. Por tanto, el 
catálogo de entes legitimados está limita-
do. En consecuencia, es un mecanismo al 
que las personas no tienen acceso por no 
estar legitimados para promoverla y por 
la propia y especial naturaleza de la con-
troversia. 

Así pues, los ayuntamientos de Tan-
gamandapio, Nahuatzen, Erongarícuaro 
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y Zitácuaro han promovido controver-
sias constitucionales en contra de la Ley 
Orgánica Municipal, así como de la cele-
bración de la consulta en sus respectivas 
comunidades indígenas. Pero, como ve-
nimos adelantando, su substanciación no 
cumple con ser un procedimiento judicial 
efectivo.

A la luz de esta ausencia de jurisdic-
ción, el gobernador del estado presentó 
ante el Congreso una iniciativa al Código 
Electoral del Estado, mediante la que pre-
tende dotar de competencia al Tribunal 
Electoral del Estado de Michoacán para 
conocer y resolver sobre las controversias 
que en materia de consultas indígenas se 
pudieran presentar. Empero, la iniciati-
va es contraria al Bloque de Regularidad 
Constitucional, por no ajustarse a lo que 
la Segunda Sala de la Corte ya ilustró en 
su amparo en revisión 46/2018. Así, en 
caso de que fuera aprobada, el Tribunal 
Electoral estaría –como coloquialmente 
se dice– entre la espada y la pared, ya que 
por un lado estaría obligado por ley a dar 
trámite a las demandas que se promue-
van, mientras que por el otro no podría 
resolver de fondo a la luz de los criterios 
del Tribunal Electoral del Poder Judicial 
de la Federación. 

Luego entonces habría dos caminos: se 
desecharían las demandas promovidas o 
las resolvería a sabiendas de que la Sala 
Regional de Toluca del Tribunal Electoral 
del Poder Judicial de la Federación revo-
caría su resolución. En consecuencia, y de 
nueva cuenta, se vulneraría el derecho 
fundamental de acceso al recurso judicial 
efectivo. La iniciativa del gobernador no 
resuelve el problema.

La alternativa con la que se cuenta es 
que los inconformes sigan promoviendo 
recursos y desahogando la cadena impug-
nativa hasta la última instancia, para que 
sean los Tribunales Colegiados de Circui-
to o la Suprema Corte de Justicia de la Na-
ción, ya sea en Sala o Pleno, los que de-
cidan sobre la vía idónea para garantizar 

el derecho de acceso al recurso judicial 
efectivo.

Por otro lado, existe la posibilidad de 
que la Corte resuelva las controversias 
que han sido tramitadas e invalide la ley, 
como es que sucederá, y que sea el Alto 
Tribunal el que indique el camino a se-
guir en la materia. Mientras tanto, en 
Michoacán nos resta seguir pugnando 
porque se respete el derecho al recurso 
judicial efectivo mediante la interposi-
ción de los procedimientos jurisdicciona-
les correspondientes. 
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parte, primero del Estado colonizador 
y después del Estado que adquiere una 
independencia formal, o que inicia un 
proceso de liberación, de transición al 
socialismo, o de recolonización y regre-
so al capitalismo neoliberal” (Gonzales, 
2003:3). El concepto, sin embargo, no es 
exclusivo del ámbito político, también se 
encuentra en lo social, económico y cul-
tural, de manera relacional.

En los últimos treinta años en la par-
ticipación política de nuestras comuni-
dades se manifiesta su creciente acerca-
miento a otros niveles de organización 
como los partidos políticos, los sindicatos 
y las organizaciones sectoriales; de éstas 
las más preocupantes hoy son las econó-
micas. Los factores que han incidido en 
este cambio, sin lugar a duda, son los in-
tereses individuales, grupales y, por últi-
mo, comunales articulados a la lógica po-
lítica de Estado, es decir: la agenda de las 
discusiones ideológicas las pone el Estado 
mediante los diversos actores políticos 
que en los escenarios estatales, naciona-
les o incluso internaciones se disputan 
cuotas de poder.

Cuando los integrantes de la comuni-
dad de Cherán construimos la propuesta 
de ejercer el derecho a la libre determi-

David Daniel Romero Robles
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Gobierno Comunal de Cherán. Comunero. 
Integrante de la Comisión Política 
y de la Comisión de Enlace. Autor 
del libro “Cherán K´eri insurgencia y 
contrainsurgencia”. Director General de 
educación indígena de Michoacán. Director 
de Planeación, Programación y Presupuesto 
de la Universidad Intercultural Indígena de 
Michoacán. 

Es necesario realizar constantes 
ejercicios de análisis de los proce-
sos de cambio de nuestras comuni-

dades, entre ellas la participación políti-
ca. Para el presente ejercicio utilizaré el 
concepto de colonialismo interno. No es 
casual que en distintos espacios académi-
cos lo escuché, incluso en algunas reunio-
nes con don Pablo Gonzales Casanova, 
quien cuando realizaba disertaciones so-
bre el tema y los presentes acontecimien-
tos políticos se encontraba el concepto de 
colonialismo interno. ¿Qué es el colonia-
lismo interno? Don Pablo G. señala que 
“está originalmente ligado a fenómenos 
de conquista, en los que las poblaciones 
de nativos no son exterminadas y forman 
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nación de nuestros pueblos originarios lo 
realizamos pensando en atender las ne-
cesidades inmediatas de manera colecti-
va, porque así lo realizaban nuestros an-
tepasados frente a los enemigos externos. 
Ahora, frente al crimen organizado como 
instrumento de la clase económica, el ori-
gen de esta propuesta fue la defensa de 
nuestro territorio: nuestra madre tierra. 
Así emprendimos los y las comuneras de 
Cherán ideológicamente nuestro primer 
gobierno comunal, y por diferencias con 
la comunidad de Santa Cruz Tanaco –úni-
ca tenencia de Cherán– se les otorgó el 
presupuesto directo. En el análisis gene-
ral de la comisión política de Cherán, las 
comunidades no recibían el recurso pro-
porcional de los ayuntamientos que les 
correspondía por ley. En la Comisión Po-
lítica de nuestra comunidad las diferen-
cias internas comenzaron en el quehacer 
político y terceros ajenos a las comunida-

des aprovecharon la coyuntura política. 
Como en todos los procesos, algunos ac-
tores de las propias comunidades obser-
varon una posibilidad de tener el control 
económico y, por consiguiente, el control 
político.

La estrategia se centró en mantener el 
control de los espacios de definición de 
las comunidades como lo son las asam-
bleas. Les bastó a determinados actores 
políticos con negociar espacios en las es-
tructuras de los gobiernos comunales, las 
mismas prácticas cuestionadas al sistema 
occidental, y para los actores externos 
de las comunidades la dirección política 
e ideológica de grupos de actores de las 
comunidades frente a las instituciones de 
Estado como cuota de poder. Estos erro-
res traen costos y ya comienzan a ser visi-
bles. Las disputas ahora son internas por 
el presupuesto y el manejo de los recur-
sos de las comunidades. Algunos Conce-
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jos han fracasado, otros no concluyen los 
periodos del encargo. 

La gran mayoría de las comunidades 
que ejercen el derecho de libre determi-
nación son objeto de negociación, despo-
jo del territorio y de los recursos estra-
tégicos para la existencia misma de las 
comunidades por la agroindustria. Hoy 
contamos con datos validados por el com-
pañero Dr. Marcial Reyes C.

Zopoco: comienza el desarrollo de 
producción de aguacate con 19.5 hectá-
reas dispersas.

Huánzito: 120 hectáreas de aguacate 
con una tasa de crecimiento de 1.8 hectá-
reas al mes.

Ichán: 143 hectáreas de aguacate con 
una tasa de crecimiento de 2.1 hectáreas 
al mes.

Tócuaro: comienza el desarrollo de 
producción de aguacate con 5 hectáreas 
dispersas y planta recién establecida.

Carapan: 270 hectáreas de aguacate 
con una tasa de crecimiento de 5.2 hectá-
reas por mes.

Etúcuaro: 2,000 hectáreas de berries 
establecidas con acolchado y macro túne-
les, datos verificados al 2020.

Hoy la mayoría de los integrantes de los 
comités centrales que dicen tener el con-
trol político de las comunidades indígenas 
en nuestro estado de Michoacán son aje-
nos a las comunidades; aun así determi-
nan el rumbo de los concejos de gobiernos 
comunales. Por lo expuesto, las comuni-
dades se convirtieron en un instrumento.

Hoy el principal reto es estructural, es 
decir, desde que se asume políticamente 
un lenguaje contra sistémico frente a las 
políticas públicas de régimen neoliberal 
que fue vigente por distintas décadas, 
nuestras comunidades originarias discur-
sivamente establecieron un rumbo distin-
to con nuestros gobiernos Comunales; sin 
embargo, poco se ha discutido y reflexio-
nado en el ejercicio de la función pública. 
Si bien es cierto que los actores han cam-
biado, no así la estructura orgánica y ope-
rativa del sistema neoliberal tecnócrata.

Es importante señalar que nuestro 
sistema de gobierno de Estado es una 
adopción constante en el devenir histó-
rico por las distintas influencias anglo-
sajonas. Pensadores como Montesquieu 
con su aportación en la división de pode-
res en legislativo, ejecutivo y judicial, o 
el planteamiento político de Max Weber 

Así el despojo en las siguientes comu-
nidades:

Urén: 100 hectáreas de aguacate y 66 
hectáreas de berries, con una tasa de cre-
cimiento de 2.5 hectáreas de aguacate al 
mes.

Tanaquillo: más de 300 hectáreas de 
berries y 50 hectáreas de aguacate, con 
una tasa de crecimiento mensual de be-
rries en macro túnel y cielo abierto de 2.4 
hectáreas por mes.

Acachuén: comienza el desarrollo de 
producción de aguacate con aproximada-
mente 10 hectáreas dispersas.

Santo Tomas: 33 hectáreas de agave 
azul y 65 hectáreas de aguacate con una 
tasa de crecimiento del aguacate de 1.3 
hectáreas por mes.
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sobre el ejercicio del control sobre las ba-
ses del conocimiento y el monopolio de 
la violencia del Estado. Tomas Hobbes en 
la fundamentación del pacto social para 
la consolidación del Estado mediante el 
adoctrinamiento y como su instrumento 
la educación. Hegel en su modelo dialé-
ctico establece las condiciones históricas 
como un proceso de aprendizaje, pero 
idealizadas en la construcción del Esta-
do donde se puede alcanzar la libertad 
de la humanidad. Carlos Marx –o incluso 
Trotski como discípulo ideológico– en la 
formulación del materialismo históri-
co cuestiona la perspectiva positivista y 
cuestiona la función de Estado clasista y 
desigual. Es decir, la propuesta de tras-
formación social se formula en la distri-
bución de la riqueza mediante el control 
de los medios de producción, pero el Esta-
do sigue presente.

En la razón de la clase política actual y 
bajo las premisas teóricas anteriores, mis-
mas que asumimos como propias y que 
forman parte en algunos casos de las re-
comendaciones de los organismos inter-
naciones financieros e ideológicos, tal es 
el caso del Fondo Monetario Internacio-
nal, Banco Mundial, las Naciones Unidas, 
dichas recomendaciones se han asumido 
tanto en el poder legislativo, ejecutivo y 
judicial, lo cierto es que actualmente es-
tas estructuras que se asumen como las 

más eficientes y eficaces para atender las 
necesidades de la población no cumplen 
con su cometido.

Las fórmulas establecidas en la inte-
gración de la función pública vertical de 
un plan nacional de desarrollo, un plan 
operativo anula, los programas operati-
vos y la subordinación a los indicadores 
propuestos por los organismos interna-
cionales para lograr las metas operati-
vas, aunado a lo anterior la designación 
de un presupuesto basado en resultados, 
desarticula la función pública de las ne-
cesidades reales de las poblaciones bajo 
la premisa de que el conocimiento único 
y verdadero es el occidental. Desestructu-
rar dicho pensamiento no es sencillo. Ten-
dríamos que iniciar aceptando que somos 
un pueblo pluricultural tan diverso en 
concepciones de la realidad. Desde nues-
tros pueblos también se piensa, se siente, 
se construyen alternativas. Nuestro pue-
blo se está cansando de escuchar verdades 
mesiánicas. Hay que deconstruir, ejercer 
nuestros derechos económicos, políticos 
y culturales para vivir armónicamente un 
mundo donde quepan muchos mundos.
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Los Estados Unidos Mexicanos, 
México, es una República Federal 
con régimen republicano democrá-

tico representativo federal establecido 
desde la Constitución de 1824, cuya divi-
sión política se compone de 32 entidades 
federativas (SRE, 2021), una de las cuales 
es Michoacán de Ocampo. 

Flor de María Tavera Ramírez

Similitudes entre el federalismo 
fiscal y la administración 
directa de los recursos 

Flor de María Tavera Ramírez
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El sistema federal mexicano surgido 
del constituyente de 1824 se entiende 
ante la necesidad de garantizar la inte-
gridad territorial, la unión política de la 
nueva República, y evitar la dispersión 
regional; a la vez de constituirse como 
una federación, la República Mexicana 
se integra por “Estados libres y sobera-
nos en todo lo concerniente a su régimen 
interior, pero unidos en una federación 
establecida según los principios de esta 
Ley Fundamental” (CPEUM, 1917); cada 
entidad federativa tiene autonomía, el 
federalismo es en sí mismo una forma de 
descentralización de la actividad estatal o 
política (Campbell, 2012).

Nuestra Constitución política también 
contiene dos ámbitos jurisdiccionales: el 
federal y el local, así como tres órdenes 
de gobierno que incluye el municipal, con 
lo que se establece un sistema –en teoría– 
de equilibrio y control de poderes, de 
distribución de facultades que, al tiempo 
de fundamentar la unidad del Estado na-
cional, reconoce la diversidad geográfica, 
la variedad de culturas regionales, los 
desarrollos históricos, las necesidades y 
potencialidades que forman nuestra rea-
lidad e idiosincrasia (Ramírez, 2020).

La centralización de las potestades tri-
butarias en el gobierno federal debilita de 
manera importante el desempeño autóno-
mo de los gobiernos locales, complicándo-
les la posibilidad de alcanzar la autosufi-
ciencia económica que les permita planear 
y gobernar de manera más independiente 
en sus jurisdicciones (Ramírez, 2020).

Es a través del Sistema Nacional de Co-
ordinación Fiscal que se establece cómo 
se distribuyen los recursos recaudados 
por el gobierno federal entre las entida-
des federativas y los municipios, buscan-
do simplificar el sistema fiscal y evitar la 
superposición de gravámenes federales, 
estatales y municipales, así como la du-
plicidad de las funciones de recaudación 
y vigilancia que existían anteriormente 
(Castañeda, 2003).

Dentro de las facultades otorgadas a 
las entidades federativas se encuentra la 
legislativa: esto es: expedir leyes de com-
petencia, estimando como tales las que 
no competen expresamente al Congreso 
de la Unión o contrarias a las prohibicio-
nes impuestas por la Constitución Federal 
a los estados integrantes de la Federación 
o las obligaciones estatales consignadas 
en ellas (Burgoa, 2008).

El 30 de marzo de 2021 se publicó la 
Ley Orgánica Municipal del Estado de 
Michoacán de Ocampo  (LOMEMO, 2021), 
que permite a las comunidades acceder a 
la administración directa de los recursos 
públicos, mediante la celebración de una 
consulta previa, libre e informada, aun-
que también se han dado casos en los que 
las comunidades firman convenios con 
los ayuntamientos de los municipios a los 
que pertenecen, para realizar el manejo 
directo de los recursos. Todo lo anterior 
ha implicado la transformación de la par-
ticipación política de las comunidades in-
dígenas en el estado (IEM, 2022).

El artículo 114 de la LOMEMO recono-
ce la composición pluricultural del estado 
de Michoacán, sustentada originalmente 
en sus pueblos indígenas, por lo que im-
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ponen a los ayuntamientos donde éstos 
se asienten la protección y promoción del 
desarrollo de sus lenguas, culturas, usos, 
costumbre, recursos y formas específicas 
de la organización social.

Es el artículo 116 el que otorga la po-
testad a las comunidades indígenas a la 
participación en el presupuesto partici-
pativo, y para la ejecución del presupues-
to las comunidades podrán participar en 
la determinación del tipo de obras que 
habrán de realizarse en las comunidades 
mediante consultas públicas; y, en el caso 
de ejercer recursos presupuestales de for-
ma directa1, las autoridades de las comu-
nidades indígenas observarán el marco 
regulatorio en materia de transparencia, 
fiscalización y responsabilidades admi-
nistrativas. Las comunidades indígenas 
que tengan el carácter de tenencia ten-
drán el derecho a ejercer directamente 
los recursos presupuestales que les sean 
asignados por el municipio, que deberá 
incluir la totalidad del impuesto predial 
recaudado en la respectiva comunidad, 
siempre con previa consulta libre, infor-
mada y de buena fe.

La administración directa de los re-
cursos públicos deberá solicitarse vía los 
representantes autorizados de las comu-
nidades por las respectivas asambleas 
ante el Instituto Electoral de Michoacán 
(IEM), quien realizará en conjunto con el 
ayuntamiento una consulta a la comuni-
dad en la que se especifique si es deseo de 
la comunidad elegir gobernarse y admi-
nistrarse de forma autónoma. 

La nueva facultad de administración 
de recursos públicos conferida a las co-
munidades a través de la LOMEMO per-
mite formular y aplicar los planes de de-
sarrollo comunal, organizar, estructurar 
y determinar las funciones de su admi-

1 El artículo 116 de la LOMEM señala que las co-
munidades indígenas que elijan regirse de acuerdo 
al régimen municipal seguirán los procedimientos 
ordinarios señalados por el Ayuntamiento respec-
tivo. 

nistración comunal conforme a sus pro-
pias formas de gobierno, normas, usos y 
costumbres. 

¿Qué similitudes encontramos entre la 
facultad que otorga la LOMEMO de admi-
nistración directa de los recursos públi-
cos y el federalismo fiscal? A título perso-
nal, considero las siguientes similitudes y 
diferencias:

• El federalismo es una organización 
política en la que entidades autó-
nomas e independientes realizan 
un pacto para unirse bajo un orden 
común, cediendo parte de su sobera-
nía a un poder central (Federación) 
(Ramírez, 2020), las comunidades 
indígenas michoacanas pertenecen 
a una entidad federativa que con la 
LOMEM se otorga la autonomía en 
la administración de los recursos 
públicos, además de la autonomía 
de gobierno que la LOMEM abrogada 
contemplaba; en este caso, el poder 
central no es una Federación, sino la 
entidad federativa de Michoacán de 
Ocampo.

•	 Los municipios no tienen potestad 
tributaria, el estado de Michoacán 
de Ocampo sí la tiene y la ejerce esta-
bleciendo impuestos tanto estatales 
como municipales; las comunidades 
no pueden establecer sus propios 
impuestos, pero sí decidir cómo son 
aplicados los recursos públicos que 
reciben. 

• Conforme el artículo 115 fracción IV 
de nuestra Constitución, los muni-
cipios administrarán libremente 
su hacienda. La LOMEMO contem-
pla la posibilidad de que las comu-
nidades soliciten la administración 
de los recursos públicos, o bien con-
tinúen rigiéndose de acuerdo con 
el régimen municipal, lo que apoya 
la autonomía de las comunidades 
indígenas, aunque no constituyan 
un municipio en sí mismas y, por 
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lo tanto, no tengan potestad tributa-
ria.

• El federalismo supone el reconoci-
miento de la existencia de fuerzas 
distintas del poder central que 
tienen su sustantividad y reclaman 
campo propio de acción jurídico-
política, lo que es reconocido en la 
LOMEMO al reconocer el derecho 
de autogobierno y autoadminis-
tración de los recursos públicos. 

• Históricamente las haciendas mu-
nicipales están sujetas a las le-
gislaturas estatales, así como las 
comunidades indígenas sujetas a 
los municipios a la que pertenecen; 
los artículos 116 a 120 de la LOMEMO 
otorgan autonomía a las comuni-
dades indígenas, liberando esta su-
jeción. 

La facultad que confiere la LOMEMO, pu-
blicada el 30 de marzo de 2021, de auto-
gobierno y administración directa de los 
recursos de las comunidades indígenas, 
sin duda fortalece a estas comunidades, 
otorgando no solamente el derecho de 
autogobierno, sino también de libertad 
en la administración de los recursos pre-
supuestales previa consulta a la comu-
nidad, que será celebrada por el IEM en 
conjunto con el ayuntamiento, en la que 
se deberán observar los principios y re-
quisitos establecidos en la Ley de Meca-
nismos de Participación Ciudadana del 
Estado de Michoacán, con la finalidad de 
cumplir con los parámetros internacio-
nales de derechos humanos de los pue-
blos y comunidades indígenas.
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Martín Vargas Nicolás 

Nuevas formas de participación, 
de elección y de integración:  
una nueva forma de gobernar 

La oportunidad de quienes contamos 
con una nueva forma de adminis-
trar los recursos no deja de ser una 

nueva forma de gobernar. Aunque mu-
chos no lo reconozcamos, desde el mo-
mento de la creación de los Concejos mu-
chos los vieron con malos ojos y unos los 
vieron como una nueva opción para salir 
del yugo de los ayuntamientos, porque 
siempre mantuvieron a las comunidades 
indígenas aisladas, sin la oportunidad de 
decir lo que sería bueno para sus habi-
tantes, siempre decir de manera arbitra-
ria, por lo que la ola que ha venido en la 
creación de los Concejos en los diversos 
municipios es por el hartazgo social hacia 
los ediles, porque lejos de atender a sus 
habitantes siempre atendían sus intere-
ses, sin saber desde abajo las necesidades 
de los habitantes. 

A los habitantes de las comunidades 
nunca se les hizo saber –hasta la fecha– 
los ingresos de los municipios como son 
el Fondo de Participaciones Federales, el 
Fondo General, el Fondo de Aportaciones 
Federales para el Fortalecimiento de los 

Municipios y de las Demarcaciones Te-
rritoriales del Distrito Federal, el Fondo 
3 correspondiente a seguridad, así como 
el Fondo de Aportaciones Federales para 
la Infraestructura Social Municipal y de 
las Demarcaciones Territoriales del Dis-
trito Federal, el Fondo 4 que corresponde 
a obra pública y el Fondo de Aportaciones 
Estatales para la Infraestructura de los 
Servicios Públicos Municipales (FAEIS-
PUM), entre otros ingresos que tienen los 
municipios. Jamás se les hizo saber del 
porcentaje que sería asignado a sus co-
munidades, siempre con la consigna de 
que nunca les alcanza el dinero. No es que 
no alcance el recurso, es que lo han distri-
buido mal o ha habido desviaciones, ra-
zón por la cual nunca se veía el desarrollo 
y avance en las comunidades. Hoy en día 
en las comunidades se nota la diferencia 
en la aplicación de los recursos públicos 
en cada uno de los rubros que son minis-
trados por la Secretaría de Finanzas del 
Gobierno del Estado. 

Los Concejos tenemos una gran tarea 
para demostrar que sí se puede trabajar 
con el recurso; aunque sea poco, pero se 
nota el trabajo, porque es la encomienda 
y la responsabilidad de hacer las cosas 
bien, ya que si no hacemos las cosas bien 
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nuestros habitantes tienen toda la facul-
tad de remover a quien trabaje mal o que 
esté haciendo mal uso de los recursos pú-
blicos. 

Una de las grandes experiencias que 
la comunidad de Comachuén ha vivido es 
que es la única comunidad que ha demos-
trado que existe la revocación de man-
dato de manera anticipada. Es la única 
comunidad que decidió revocar al primer 
Concejo comunal porque nunca quiso 
transparentar cómo es que se estaba eje-
cutando los recursos públicos, por lo que 
la comunidad haciendo “valer los usos 
y costumbres” decidió hacer asambleas 
generales en varias ocasiones, por lo que 
se decidió revocar a todos los conceja-
les, siendo la voluntad de sus habitan-
tes. Sin embargo, aquellos no aceptaron 
sus derrotas, invocando un juicio para 
la protección de los derechos político-
electorales ante el Tribunal Electoral del 
Estado de Michoacán (TEEM), que nunca 
reconoció nuestros usos y costumbres, 

convirtiendo esto en una lucha jurídica y 
política: una ruta jurídica que por la pan-
demia se alargó y una lucha política por-
que gente externa de nuestras comunida-
des eran la que quería decidir el rumbo 
de nuestra comunidad, tomar el control 
para sus propios intereses, como es el 
caso del autodenominado Consejo Supre-
mo Indígena de Michoacán, ya que ellos 
tenían el control con el primer Concejo 
y quienes con tomas de carreteras y des-
plegados en los medios de comunicación 
violentaron el derecho de nuestra propia 
autonomía al no respetar la voluntad de 
nuestros comuneros, por lo que la comu-
nidad determinó tener cualquier vínculo 
como hasta la fecha lo hemos hecho. Al 
tener el control ellos, la comunidad no 
vio avance, alejaron de todas las institu-
ciones gubernamentales a la comunidad 
castigándolo al abandono. 

Después de la lucha jurídica el TEEM 
decidió vincular al IEM para que fuera 
el órgano para organizar las consulta de 
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si la comunidad estaba de acuerdo en la 
revocación de manera anticipada del pri-
mer Concejo comunal, por lo que fueron 
varias mesas de trabajo que se llevaron a 
cabo con el IEM, el primer Concejo y los 
nuevos que habíamos sido electos por las 
asambleas que se convocaron, por lo que 
siempre estuvimos involucrados las par-
tes para determinar quiénes participa-
rían y cómo se llevaría a cabo la consulta. 
Agotadas las mesas de trabajo se llegó a 
un acuerdo de cómo se llevaría la consul-
ta, por lo que se le hizo saber al órgano 
electoral que sólo estarían como observa-
dores y darían fe, y que seríamos noso-
tros mismos quienes llevaríamos el curso 
de la consulta, por lo que fue así como 
sucedió una consulta que empezó desde 
las once de la mañana del día 23 de febre-
ro de 2020, misma que culminó pasada la 
media noche, con ello saliendo el acuerdo 
del IEM–CEAPI-05-2020, donde está plas-
mado el desarrollo de la consulta de quié-
nes fueron revocados y quiénes fueron 
electos los nuevos.

Cabe decir que desde mi perspectiva 
en las comunidades indígenas existe más 
democracia, existe más participación, se 
invocan los valores éticos comunales que 

se tienen para ver quiénes sí participan y 
quiénes no y, claro, cada comunidad tie-
ne sus propias formas de participación, de 
elección y de integración de sus concejales. 

Los retos que tenemos las comunida-
des indígenas y los Concejos son los si-
guientes:

1. No perder el piso, no cometer los 
errores que han cometido los presiden-
tes municipales; no alejarnos de nuestra 
gente, estar donde la gente te ocupe, en-
tregar el tiempo y la dedicación, hacer las 
cosas con pasión. 

2. Ser transparentes en las diferentes 
instituciones, tener disciplina financiera, 
tener un archivo a la vista de todos del 
trabajo que se hace.

3. Ser nosotros mismos quienes lleve-
mos las riendas de la comunidad, porque 
pareciera que los Concejos se han quitado 
del yugo de los ayuntamientos, pero vie-
nen personas ajenas a someternos otra 
vez y es volver a lo mismo.

4. Fortalecer a nuestros Concejos y a 
quienes están al frente, pero un gran reto 
mayúsculo es respetar y apoyar a nues-
tras Rondas Comunales, ya que en ellas 
está la seguridad de nuestros habitantes. 
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